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PRESIDENCIA DEL SENADO

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
191 del Reglamento del Senado, se ordena la publi-
cación en el BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENE-
RALES del Informe emitido por la ponencia desig-
nada en el seno de la Comisión de Economía y Ha-
cienda para estudiar el Proyecto de Ley del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
otras Normas Tributarias.

Palacio del Senado, 4 de noviembre de 1998.—
El Vicepresidente primero del Senado, Presidente
en funciones, Joan Rigol i Roig.—La Secretaria
primera del Senado, María Cruz Rodríguez Sal-
daña.

La Ponencia designada para estudiar el Proyecto
de Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas y otras normas tributarias integrada por los

Excmos. Sres. D. Mariano Alierta Izuel (GPP), D.
Sixte Cambra i Sánchez (GPCIU), D. Enrique Se-
rafín Cobo Fernández (GPS), D. Jon Gangoiti Lla-
guno (GPSNV), D. Octavio José Granado Martínez
(GPS) y  D. Francisco Utrera Mora (GPP) tiene el
honor de elevar a la Comisión de Economía y Ha-
cienda el siguiente

I N F O R M E

La Ponencia, por mayoría, acuerda rectificar al-
gunos errores técnicos e incorporar todas las en-
miendas del Grupo Parlamentario Popular, excepto
las números 260, 274 y 280, introduciendo varias
modificaciones en algunas de ellas, considerándose
aceptadas, en todo o en parte, las enmiendas núme-
ros 215, 216, 222, 230, 236, 239, 240, 244 y 245
del Grupo Parlamentario de Convèrgencia i Unió y
la número 66 del Grupo Parlamentario Socialista. 

La Ponencia, igualmente por mayoría acuerda
modificar  los artículos 51 y 62 e introducir una
nueva Disposición Adicional (Vigesimosegunda).

Serie II: Núm. 100 (e)
PROYECTOS DE LEY 6 de noviembre de 1998 (Cong. Diputados, Serie A, núm. 114

Núm. exp. 121/000113)
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Los representantes en la Ponencia del Grupo
Parlamentario Popular retiran la enmienda número
248.

Palacio del Senado, a 28 de octubre de 1998.—
Mariano Alierta Izuel, Sixte Cambra i Sánchez,
Enrique Serafín Cobo Fernández, Jon Gangoiti
Llaguno, Octavio José Granado Martínez y
Francisco Utrera Mora.

ANEXO

PROYECTO DE LEY DEL IMPUESTO
SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS

FÍSICAS Y OTRAS NORMAS TRIBUTARIAS

PREÁMBULO

I

La Constitución española, en su artículo 31.1,
establece: «Todos contribuirán al sostenimiento de
los gastos públicos de acuerdo con su capacidad
económica mediante un sistema tributario justo,
inspirado en los principios de igualdad y progresi-
vidad que, en ningún caso, tendrá alcance confisca-
torio».

Como ha señalado el Tribunal Constitucional, el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
constituye uno de los pilares estructurales de nues-
tro sistema tributario. Se trata de un tributo en el
que el principio de capacidad económica y su co-
rrelato, el de igualdad y progresividad tributaria,
encuentran su más adecuada proyección. Es por
ello que este Impuesto es el instrumento más idó-
neo para alcanzar los objetivos de redistribución de
la renta y de solidaridad que la Constitución pro-
pugna y que dotan de contenido al Estado social y
democrático de Derecho, dada su generalidad,
como demuestra el hecho de que en sus declaracio-
nes anuales resultan afectados 31 millones de espa-
ñoles, y su capacidad recaudatoria.

El modelo actual del Impuesto que se implantó
en España con la reforma tributaria iniciada en
1977 ha sufrido múltiples modificaciones a lo largo
de su historia, pues ningún tributo y, menos de la
importancia de éste, puede permanecer al margen
de los cambios sociales, económicos, incluso tec-
nológicos, en los que se inscribe.

En particular, la última modificación legislativa
importante del Impuesto sobre la Renta de las Per-

sonas Físicas se produjo con la Ley 18/1991, de 6
de junio, que pretendió dar respuesta a los proble-
mas planteados por la Sentencia del Tribunal Cons-
titucional 45/1989, adaptando el Impuesto a las exi-
gencias constitucionales.

Ahora bien, el tiempo transcurrido desde la mo-
dificación realizada en 1991 ha agravado los pro-
blemas que presentaba la anterior regulación. La ex-
cesiva complejidad del Impuesto con los costes in-
directos de gestión que ello entraña; la dispersión,
su poca coherencia y la falta de sistematización de
su normativa, debida, en parte, a los repetidos ajus-
tes, cambios y modificaciones que el Impuesto ha
sufrido desde su entrada en vigor; su inusitada carga
gestora, que lo ha convertido en un tributo centrado
en las devoluciones y pagos anticipados y, en suma,
las deficiencias funcionales que dificultan la lucha
contra el fraude fiscal, han ocasionado una signifi-
cativa pérdida de su elasticidad recaudatoria.

En los momentos actuales, resulta imprescindi-
ble la adaptación del Impuesto al modelo vigente
en los países de nuestro entorno y, en especial, a de-
terminadas figuras consustanciales al mismo, como
el establecimiento de un mínimo personal y fami-
liar exento de tributación. España se mueve en el
contexto de un mercado único en el que las decisio-
nes de política fiscal pueden determinar consecuen-
cias no deseables si se alejan de los criterios segui-
dos por el resto de los países occidentales en esta
materia de política fiscal. En tal marco de actua-
ción, el Impuesto ha de ser un instrumento eficaz
para la creación de empleo, de fomento del ahorro
y, en suma, del crecimiento económico que exige el
cumplimiento del Pacto de Estabilidad y Empleo y
la Unión Económica y Monetaria Europea.

Por último, el cumplimiento del compromiso po-
lítico del Gobierno de introducir mayor equidad en
el reparto de los tributos, y mejorar el tratamiento
fiscal de las rentas del trabajo y de las personas con
mayores cargas familiares, hace de todo punto ne-
cesaria la reforma del Impuesto.

II

Al comienzo de esta legislatura, el Gobierno ini-
ció inmediatamente las modificaciones precisas
para impulsar la actividad económica, favorecer la
neutralidad del Impuesto e impulsar el ahorro, por
medio del Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio,
que sometió a gravamen las ganancias de capital,
que con arreglo a la Ley del año 1991 quedaban
exentas de tributación si el capital se inmovilizaba
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en un período de tiempo determinado, lo que me-
noscababa el principio de justicia tributaria y entor-
pecía al mismo tiempo el crecimiento económico.
Posteriormente, se estableció un nuevo régimen de
tributación para las pequeñas y medianas empresas,
las cuales constituyen el núcleo de nuestra actividad
económica y de empleo. A la vez, se realizaron re-
formas parciales en aspectos decisivos del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas como la ta-
rifa, cuyos parámetros se alejaban claramente de los
correspondientes a un impuesto moderno; también
se adoptaron medidas de apoyo a las familias, con
un incremento sustancial de las deducciones fami-
liares, y se potenció la gestión del Impuesto.

Desde otro punto de vista, el desarrollo del Es-
tado de las Autonomías, se ha visto consolidado
con el nuevo sistema de financiación de las Comu-
nidades Autónomas aprobado en el año 1996, que
se fundamenta en el principio de corresponsabili-
dad fiscal. Para hacer efectivo este principio, se in-
trodujo en la estructura del Impuesto un gravamen
complementario cuyo producto se destina a la fi-
nanciación de las Comunidades Autónomas y que
puede ser modificado por las mismas.

Sin embargo, todas estas modificaciones eran un
paso previo al proyecto de revisión global del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que
es el que incorpora la presente Ley.

III

La reforma del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas en un contexto de globalización eco-
nómica, y tras el éxito logrado por la sociedad es-
pañola con nuestro ingreso en la tercera fase de la
Unión Económica y Monetaria, requería un estudio
detallado de sus consecuencias económicas y so-
ciales. Asimismo, la incidencia del Impuesto y su
generalidad necesitan de un apoyo social induda-
ble; de ahí que en su reforma se deba implicar el
mayor número posible de interlocutores sociales.
Por ello, la elaboración de esta Ley ha sido objeto
de un proceso de reflexión y estudio amplio, ini-
ciado desde el comienzo de la legislatura, que tiene
su manifestación más importante en la creación por
Resolución del Secretario de Estado de Hacienda
de 17 de febrero de 1997 de la «Comisión para el
estudio y propuesta de medidas para la reforma del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas».
Los trabajos de esta Comisión, presentados el 13 de
febrero de 1998, suponen un refrendo a la necesi-
dad de la reforma del Impuesto, a la vez que apor-

tan sólidos argumentos en favor de la misma, y se
señalan sus objetivos y características generales.
En este sentido, la alta calidad técnica de los traba-
jos de la Comisión se ha visto favorecida tanto por
el perfil técnico de sus componentes (procedentes
de la Administración Pública, Universidad, exper-
tos en Hacienda Pública, Catedráticos de Derecho
Financiero y Tributario, etc.) como por las valiosas
opiniones externas, realizadas desde distintos ám-
bitos y recibidas durante sus sesiones de trabajo.
Los resultados de este laborioso proceso de infor-
mación pública, los estudios económicos llevados a
cabo a lo largo del mismo, los informes y análisis
recibidos y las opiniones contrastadas se condensan
en la Ley, en la cual el Gobierno ha tenido también
en cuenta las corrientes de opinión de distintos ám-
bitos sociales ante los trabajos de la Comisión, así
como los informes elaborados por otros órganos, y
del Consejo Económico y Social.

IV

La Ley está estructurada en un título preliminar,
once títulos y 90 artículos, junto con las correspon-
dientes disposiciones adicionales, transitorias, de-
rogatoria y finales. 

En el título preliminar se define como objeto del
Impuesto la renta disponible, considerando como
tal la renta que puede utilizar el contribuyente tras
atender a sus necesidades y las de los sujetos que de
él dependen. Para plasmar este principio se declara
la exención de un mínimo de renta que varía según
las circunstancias personales y familiares del con-
tribuyente; es éste uno de los aspectos más impor-
tantes de la reforma.

Debe destacarse que la Ley sólo regula el su-
puesto de obligación personal de contribuir. La re-
gulación de la tributación de los no residentes se di-
fiere a una ley posterior.

La estructura general del Impuesto se diseña a
partir del título I, con el análisis del hecho imponi-
ble y de las rentas exentas, considerando como con-
tribuyente a la persona física, tal y como exige la
doctrina del Tribunal Constitucional. Sin embargo,
la ley tiene muy en cuenta que el contribuyente
forma parte de una familia cuya protección merece
un tratamiento fiscal favorable para lo que, además
de la configuración del mínimo familiar antes refe-
rido, se articulan otras medidas tendentes a este fin
(declaración conjunta, exención de pensiones por
alimentos, deducción por inversión en la vivienda
habitual, tributación favorable de las pensiones en
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favor de los hijos). Igualmente, el legislador ha te-
nido en cuenta los gastos de enfermedad y los de
cuidado o atención que puedan afectar al contribu-
yente, a cuyo efecto se establece un mínimo perso-
nal y familiar especial para aquellas personas que
se encuentran afectadas por una discapacidad de
grado elevado o un estado carencial que implique
la ayuda de terceras personas.

La ley define las rentas gravables y su forma de
integración y compensación.

El tratamiento de los rendimientos del trabajo
mejora en grado sumo respecto a la situación ante-
rior mediante la fijación de nuevas reducciones y,
en particular, con la creación de una reducción es-
pecífica para estos rendimientos que hace perder
peso a la aportación de los asalariados respecto a
las demás fuentes de renta.

En los rendimientos del capital inmobiliario, se
suprime el rendimiento estimado de la vivienda ha-
bitual. En los rendimientos del capital mobiliario,
se introduce una notable mejora en la tributación
del ahorro, procurando un tratamiento neutral de
las distintas formas de ahorro: se aclara la fiscali-
dad de los sistemas alternativos a los planes de pen-
siones, se mejora su regulación actual al servicio de
la neutralidad y se da un tratamiento sencillo y uni-
tario, favorable al ahorro a largo plazo, a los rendi-
mientos derivados de contratos de seguros. En este
terreno se ha optado por un esquema de máxima
simplicidad en la calificación, evitando las injusti-
ficadas discriminaciones actuales entre las diferen-
tes modalidades de contratación.

La determinación del rendimiento de las activi-
dades económicas mantiene las reglas incorporadas
al Impuesto en 1998, en cuya capacidad impulsora
de la inversión y el empleo tiene puesta su con-
fianza este Gobierno.

En el capítulo de ganancias y pérdidas patrimo-
niales se producen algunas modificaciones res-
pecto de la normativa vigente. Destaca en este sen-
tido la incorporación a tal concepto de las deriva-
das de elementos afectos a actividades económicas,
con la finalidad de no introducir diferenciaciones
con el resto de personas físicas.

Por su parte, la tarifa del Impuesto incorpora dos
novedades dignas de ser subrayadas: la minoración
de la carga tributaria, con una rebaja general de los
tipos, incluidos el mínimo y el máximo, y la reduc-
ción y redefinición de los tramos, quedando perfec-
tamente homologada con las que rigen en la mayo-
ría de los países europeos, que se inclinan por la
simplificación también en este terreno.

Junto a ello y respecto a las deducciones de la
cuota, se mantienen e incluso se mejoran aquéllas
que, o bien responden a un mandato constitucional,
como es el caso de la adquisición de vivienda habi-
tual, o bien favorecen el interés general, supuesto
de los donativos, o resultan necesarias por razones
de equilibrio territorial, como ocurre con la deduc-
ción por rentas obtenidas en Ceuta y Melilla.

Dado que la reforma no pretende alterar el mo-
delo de financiación autonómica del quinquenio
1997-2001, se mantiene la estructura del gravamen
autonómico o complementario del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas diseñado en la Ley
14/1996, con lo que se garantiza la corresponsabili-
dad fiscal de las Comunidades Autónomas y la su-
ficiencia de recursos.

Por último, se incorporan a la presente Ley, por
razones de coordinación legislativa, las reglas
sobre regímenes especiales, la mayoría regulados
hasta ahora al margen de la Ley del Impuesto,
como son los de imputación de rentas y de institu-
ciones de inversión colectiva. Por otro lado, se mo-
difica la normativa reguladora de la gestión del tri-
buto; en tal línea se introducen las medidas necesa-
rias para mejorarla y agilizarla, se reducen de ma-
nera significativa el número de declarantes, y se
evita el exceso de los pagos a cuenta sobre la cuota
diferencial del Impuesto. Por fin, se refuerzan las
exigencias del principio de reserva de ley, a cuyo
fin se establecen las condiciones y los límites co-
rrespondientes a cada modalidad integrante del sis-
tema de ingresos a cuenta.

TÍTULO PRELIMINAR

NATURALEZA, OBJETO Y ÁMBITO 
DE APLICACIÓN

Artículo 1. Naturaleza del Impuesto.

El Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas es un tributo de carácter personal y di-
recto que grava, según los principios de igual-
dad, generalidad y progresividad, la renta de las
personas físicas, de acuerdo con sus circunstan-
cias personales y familiares.

Artículo 2. Objeto del Impuesto.

1. Constituye el objeto de este Impuesto la
renta del contribuyente, entendida como la totali-

— 178 —

BOCG, SENADO, SERIE II 6 DE NOVIEMBRE DE 1998 NÚM. 100



dad de sus rendimientos, ganancias y pérdidas pa-
trimoniales y las imputaciones de renta que se esta-
blezcan por la ley, con independencia del lugar
donde se hubiesen producido y cualquiera que sea
la residencia del pagador.

2. El Impuesto gravará la capacidad econó-
mica del contribuyente, entendida ésta como su
renta disponible, que será el resultado de disminuir
la renta en la cuantía del mínimo personal y fami-
liar.

Artículo 3. Configuración como Impuesto cedido
parcialmente a las Comunidades Au-
tónomas.

1. El Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas  es un Impuesto cedido parcialmente,
en los términos establecidos en la Ley Orgánica
8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de
las Comunidades Autónomas, y en las normas
reguladoras de la cesión de tributos del Estado a
las Comunidades Autónomas.

2. Los elementos del Impuesto susceptibles de
regulación por las Comunidades Autónomas son
las tarifas correspondientes al gravamen autonó-
mico y las deducciones que recaigan exclusiva-
mente sobre este último, en los términos y con los
límites establecidos en las leyes.

3. El cálculo de la cuota líquida autonómica se
efectuará de acuerdo con lo establecido en la pre-
sente Ley y, en su caso, en la normativa dictada por
la respectiva Comunidad Autónoma. En el caso de
que las Comunidades Autónomas no hayan asu-
mido o ejercido las competencias normativas sobre
este Impuesto, la cuota líquida se exigirá de
acuerdo con la tarifa complementaria y las deduc-
ciones establecidas por el Estado.

Artículo 4. Ámbito de aplicación.

1. El Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas se aplicará en todo el territorio espa-
ñol.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se en-
tenderá sin perjuicio de los regímenes tributarios
forales de Concierto y Convenio Económico en
vigor, respectivamente, en los Territorios Históri-
cos del País Vasco y en la Comunidad Foral de Na-
varra.

3. En Canarias, Ceuta y Melilla se tendrán en
cuenta las especialidades previstas en su normativa
específica y en esta Ley.

Artículo 5. Tratados y convenios.

Lo establecido en la presente Ley se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y con-
venios internacionales que hayan pasado a formar
parte del ordenamiento interno, de conformidad
con el artículo 96 de la Constitución española.

TÍTULO I

SUJECIÓN AL IMPUESTO: ASPECTOS
MATERIALES, PERSONALES 

Y TEMPORALES

CAPÍTULO I

Hecho imponible y rentas exentas

Artículo 6. Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible la obtención
de renta por el contribuyente.

2. Componen la renta del contribuyente:

a) Los rendimientos del trabajo.
b) Los rendimientos del capital.
c) Los rendimientos de las actividades econó-

micas.
d) Las ganancias y pérdidas patrimoniales.
e) Las imputaciones de renta que se establez-

can por ley. 

3. Se presumirán retribuidas, salvo prueba en
contrario, las prestaciones de bienes, derechos o
servicios susceptibles de generar rendimientos del
trabajo o del capital.

4. No estará sujeta a este Impuesto la renta
que se encuentre sujeta al Impuesto sobre Sucesio-
nes y Donaciones.

Artículo 7. Rentas exentas.

Estarán exentas las siguientes rentas:

a) Las prestaciones públicas extraordinarias
por actos de terrorismo.
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b) Las ayudas de cualquier clase percibidas
por los afectados por el Virus de Inmunodeficiencia
Humana, reguladas en el Real Decreto-ley 9/1993,
de 28 de mayo.

c) Las pensiones reconocidas en favor de
aquellas personas que sufrieron lesiones o mutila-
ciones con ocasión o como consecuencia de la gue-
rra civil 1936/1939, ya sea por el régimen de Clases
Pasivas del Estado o al amparo de la legislación es-
pecial dictada al efecto.

d) Las indemnizaciones como consecuencia de
responsabilidad civil por daños físicos o psíquicos
a personas, en la cuantía legal o judicialmente reco-
nocida.

e) Las indemnizaciones por despido o cese del
trabajador, en la cuantía establecida con carácter
obligatorio en el Estatuto de los Trabajadores, en su
normativa de desarrollo o, en su caso, en la norma-
tiva reguladora de la ejecución de sentencias, sin
que pueda considerarse como tal la establecida en
virtud de convenio, pacto o contrato.

f) Las prestaciones reconocidas al contribu-
yente por la Seguridad Social o por las entidades
que la sustituyan como consecuencia de incapaci-
dad permanente absoluta o gran invalidez.

Asimismo, las prestaciones reconocidas a los
profesionales no integrados en el régimen espe-
cial de la Seguridad Social de los trabajadores
por cuenta propia o autónomos por las mutuali-
dades de previsión social que actúen como alter-
nativas al régimen especial de la Seguridad So-
cial mencionado, siempre que se trate de presta-
ciones en situaciones idénticas a las previstas
para la incapacidad permanente absoluta o gran
invalidez de la Seguridad Social.

La cuantía exenta tendrá como límite el im-
porte de la prestación máxima que reconozca la
Seguridad Social por el concepto que corres-
ponda. El exceso tributará como rendimiento
del trabajo, entendiéndose producido, en caso
de concurrencia de prestaciones de la Seguridad
Social y de las mutualidades antes citadas, en las
prestaciones de estas últimas.

g) Las pensiones por inutilidad o incapacidad
permanente del régimen de clases pasivas, siem-
pre que la lesión o enfermedad que hubiera sido
causa de las mismas inhabilitare por completo al
perceptor de la pensión para toda profesión u ofi-
cio.

h) Las prestaciones familiares por hijo a cargo
reguladas en el capítulo IX del título II del texto re-
fundido de la Ley General de la Seguridad Social,

aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de
20 de junio.

i) Las cantidades percibidas de instituciones
públicas con motivo del acogimiento de personas
con minusvalía o mayores de sesenta y cinco años.

j) Las becas públicas percibidas para cursar es-
tudios en todos los niveles y grados del sistema
educativo, hasta el de licenciatura o equivalente in-
clusive.

k) Las anualidades por alimentos percibidas de
los padres en virtud de decisión judicial.

l) Los premios literarios, artísticos, o científi-
cos relevantes, con las condiciones que reglamen-
tariamente se determinen.

m) Las ayudas de contenido económico a los
deportistas de alto nivel ajustadas a los programas
de preparación establecidos por el Consejo Supe-
rior de Deportes con las Federaciones Deportivas
Españolas o con el Comité Olímpico Español, en
las condiciones que se determinen reglamentaria-
mente.

n) Las prestaciones por desempleo reconoci-
das por la respectiva entidad gestora cuando se per-
ciban en la modalidad de pago único establecida en
el Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, por el
que se regula el abono de la prestación por desem-
pleo en su modalidad de pago único, con el límite
de 1.000.000 pesetas, siempre que las cantidades
percibidas se destinen a las finalidades y en los
casos previstos en la citada norma.

La exención contemplada en el párrafo ante-
rior estará condicionada al mantenimiento de la
acción o participación durante el plazo de cinco
años, en el supuesto de que el contribuyente se
hubiere integrado en sociedades laborales o coo-
perativas de trabajo asociado, o al manteni-
miento, durante idéntico plazo, de la actividad,
en el caso de trabajador autónomo.

ñ) Los premios de las loterías y apuestas or-
ganizadas por el Organismo Nacional de Lote-
rías y Apuestas del Estado y por las Comunida-
des Autónomas, así como de los sorteos organi-
zados por la Cruz Roja Española y por la Orga-
nización Nacional de Ciegos.

o) Las gratificaciones extraordinarias satisfe-
chas por el Estado español por la participación en
misiones internacionales de paz o humanitarias, en
los términos que reglamentariamente se establez-
can.

p) Los rendimientos del trabajo percibidos por
trabajos realizados en el extranjero, en la cuantía y
con las condiciones que reglamentariamente se es-
tablezcan, siempre que hayan tributado efectiva-
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mente en el extranjero por razón de un impuesto de
naturaleza similar o idéntica a este Impuesto.

CAPÍTULO II

Contribuyentes

Artículo 8. Contribuyentes.

Son contribuyentes por este Impuesto:

a) Las personas físicas que tengan su residen-
cia habitual en territorio español.

b) Las personas físicas que tuviesen su resi-
dencia habitual en el extranjero por alguna de las
circunstancias previstas en los apartados 2 y 3 del
artículo siguiente. 

Artículo 9. Residencia habitual en territorio es-
pañol.

1. Se entenderá que el contribuyente tiene su
residencia habitual en territorio español cuando se
dé cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Que permanezca más de 183 días, durante el
año natural, en territorio español. Para determinar
este período de permanencia en territorio español
se computarán las ausencias esporádicas, salvo que
el contribuyente acredite su residencia fiscal en
otro país. En el supuesto de países o territorios de
los calificados reglamentariamente como paraíso
fiscal, la Administración tributaria podrá exigir que
se pruebe la permanencia en el mismo durante 183
días en el año natural.

b) Que radique en España el núcleo principal o
la base de sus actividades o intereses económicos,
de forma directa o indirecta.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el
contribuyente tiene su residencia habitual en terri-
torio español cuando, de acuerdo con los criterios
anteriores, residan habitualmente en España el cón-
yuge no separado legalmente y los hijos menores
de edad que dependan de aquél.

2. 1º. A los efectos de esta Ley, se considera-
rán contribuyentes las personas de nacionalidad es-
pañola, su cónyuge no separado legalmente e hijos
menores de edad que tuviesen su residencia habi-
tual en el extranjero, por su condición de:

a) Miembros de misiones diplomáticas espa-
ñolas, comprendiendo tanto al jefe de la misión,
como a los miembros del personal diplomático, ad-
ministrativo, técnico o de servicios de la misma.

b) Miembros de las oficinas consulares espa-
ñolas, comprendiendo tanto al jefe de las mismas
como al funcionario o personal de servicios a ellas
adscritos, con excepción de los vicecónsules hono-
rarios o agentes consulares honorarios y del perso-
nal dependiente de los mismos.

c) Titulares de cargo o empleo oficial del Es-
tado español como miembros de las delegaciones y
representaciones permanentes acreditadas ante or-
ganismos internacionales o que formen parte de de-
legaciones o misiones de observadores en el ex-
tranjero.

d) Funcionarios en activo que ejerzan en el ex-
tranjero cargo o empleo oficial que no tenga carác-
ter diplomático o consular.

2º. No será de aplicación lo dispuesto en el nú-
mero anterior:

a) Cuando las personas a que se refiere el nú-
mero 1º de este apartado no sean funcionarios pú-
blicos en activo o titulares de cargo o empleo ofi-
cial y tuvieran su residencia habitual en el extran-
jero con anterioridad a la adquisición de cualquiera
de las condiciones enumeradas en el mismo.

b) En el caso de los cónyuges no separados le-
galmente o hijos menores de edad, cuando tuvieran
su residencia habitual en el extranjero con anterio-
ridad a la adquisición por el cónyuge, el padre o la
madre, de las condiciones enumeradas en el nú-
mero 1º de este apartado.

3. No perderán la condición de contribuyentes
por este Impuesto las personas físicas de nacionali-
dad española que acrediten su nueva residencia fis-
cal en un país o territorio calificado reglamentaria-
mente como paraíso fiscal. Esta regla se aplicará en
el período impositivo en que se efectúe el cambio
de residencia y durante los cuatro períodos imposi-
tivos siguientes.

4. Cuando no proceda la aplicación de normas
específicas derivadas de los tratados internaciona-
les en los que España sea parte, no se considerarán
contribuyentes, a título de reciprocidad, los nacio-
nales extranjeros que tengan su residencia habitual
en España, cuando esta circunstancia fuera conse-
cuencia de alguno de los supuestos establecidos en
el apartado 2 de este artículo.
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Artículo 10. Atribución de rentas.

1. Las rentas correspondientes a las sociedades
civiles, tengan o no personalidad jurídica, heren-
cias yacentes, comunidades de bienes y demás en-
tidades a que se refiere el artículo 33 de la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria,
se atribuirán a los socios, herederos, comuneros o
partícipes, respectivamente, según las normas o
pactos aplicables en cada caso y, si éstos no consta-
ran a la Administración Tributaria en forma feha-
ciente, se atribuirán por partes iguales.

2. Las rentas atribuidas tendrán la naturaleza
derivada de la actividad o fuente de donde proce-
dan para cada uno de los socios, herederos, comu-
neros o partícipes.

3. El régimen de atribución de rentas no será
aplicable a las sociedades agrarias de transforma-
ción que tributarán por el Impuesto sobre Socieda-
des.

4. Las entidades en régimen de atribución de
rentas no estarán sujetas al Impuesto sobre Socie-
dades.

Artículo 11. Individualización de rentas.

1. La renta se entenderá obtenida por los con-
tribuyentes en función del origen o fuente de la
misma, cualquiera que sea, en su caso, el régimen
económico del matrimonio.

2. Los rendimientos del trabajo se atribuirán ex-
clusivamente a quien haya generado el derecho a su
percepción. No obstante, las prestaciones a que se
refiere el artículo 16.2.a) de esta Ley, se atribuirán a
las personas físicas en cuyo favor estén reconocidas.

3. Los rendimientos del capital se atribuirán a
los contribuyentes que, según lo previsto en el ar-
tículo 7 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Im-
puesto sobre el Patrimonio, sean titulares de los
elementos patrimoniales, bienes o derechos, de que
provengan dichos rendimientos.

4. Los rendimientos de las actividades econó-
micas se considerarán obtenidos por quienes reali-
cen de forma habitual, personal y directa la ordena-
ción por cuenta propia de los medios de producción
y los recursos humanos afectos a las actividades.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que di-
chos requisitos concurren en quienes figuren como
titulares de las actividades económicas.

5. Las ganancias y pérdidas patrimoniales se
considerarán obtenidas por los contribuyentes que,
según lo previsto en el artículo 7 de la Ley 19/1991,

de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio,
sean titulares de los bienes, derechos y demás ele-
mentos patrimoniales de que provengan.

Las ganancias patrimoniales no justificadas se
atribuirán en función de la titularidad de los bienes
o derechos en que se manifiesten.

Las adquisiciones de bienes y derechos que no
se deriven de una transmisión previa, como las ga-
nancias en el juego, se considerarán ganancias pa-
trimoniales de la persona a quien corresponda el
derecho a su obtención o que las haya ganado di-
rectamente.

CAPÍTULO III

Período impositivo, devengo del impuesto e
imputación temporal

Artículo 12. Regla general.

1. El período impositivo será el año natural.
2. El Impuesto se devengará el 31 de diciem-

bre de cada año, sin perjuicio de lo establecido en el
artículo siguiente.

Artículo 13. Período impositivo inferior al año
natural.

1. El período impositivo será inferior al año
natural cuando se produzca el fallecimiento del
contribuyente en un día distinto al 31 de diciembre.

2. En tal supuesto el período impositivo termi-
nará y se devengará el Impuesto en la fecha del fa-
llecimiento, sin perjuicio de la opción por la tributa-
ción conjunta prevista en el artículo 68.3 de esta Ley.

Artículo 14. Imputación temporal.

1. Regla general.

Los ingresos y gastos que determinan la renta a
incluir en la base del Impuesto se imputarán al pe-
ríodo impositivo que corresponda, de acuerdo con
los siguientes criterios:

a) Los rendimientos del trabajo y del capital se
imputarán al período impositivo en que sean exigi-
bles por su perceptor.

b) Los rendimientos de actividades económi-
cas se imputarán conforme a lo dispuesto en la nor-
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mativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades,
sin perjuicio de las especialidades que reglamenta-
riamente puedan establecerse.

c) Las ganancias y pérdidas patrimoniales se
imputarán al período impositivo en que tenga lugar
la alteración patrimonial.

2. Reglas especiales.

a) Cuando no se hubiera satisfecho la totalidad
o parte de una renta, por encontrarse pendiente de
resolución judicial la determinación del derecho a
su percepción o su cuantía, los importes no satisfe-
chos se imputarán al período impositivo en que
aquélla adquiera firmeza.

b) Cuando por circunstancias justificadas no
imputables al contribuyente, los rendimientos deri-
vados del trabajo se perciban en períodos impositi-
vos distintos a aquéllos en que fueron exigibles, se
imputarán a éstos, practicándose, en su caso, decla-
ración-liquidación complementaria, sin sanción ni
intereses de demora ni recargo alguno. Cuando
concurran las circunstancias previstas en la letra a)
anterior, los rendimientos se considerarán exigibles
en el período impositivo en que la resolución judi-
cial adquiera firmeza.

La declaración se presentará en el plazo que
media entre la fecha en que se perciban y el final
del inmediato siguiente plazo de declaraciones por
el Impuesto.

c) La prestación por desempleo percibida en
su modalidad de pago único de acuerdo a lo esta-
blecido en la normativa laboral, podrá imputarse en
cada uno de los períodos impositivos en que, de no
haber mediado el pago único, se hubiese tenido de-
recho a la prestación. Dicha imputación se efec-
tuará en proporción al tiempo que en cada período
impositivo se hubiese tenido derecho a la presta-
ción de no haber mediado el pago único. 

d) En el caso de operaciones a plazos o con
precio aplazado, el contribuyente podrá optar por
imputar proporcionalmente las rentas obtenidas en
tales operaciones, a medida que se hagan exigibles
los cobros correspondientes. Se considerarán ope-
raciones a plazos o con precio aplazado aquéllas
cuyo precio se perciba, total o parcialmente, me-
diante pagos sucesivos, siempre que el período
transcurrido entre la entrega o la puesta a disposi-
ción y el vencimiento del último plazo sea superior
al año.

Cuando el pago de una operación a plazos o con
precio aplazado se hubiese instrumentado, en todo
o en parte, mediante la emisión de efectos cambia-

rios y éstos fuesen transmitidos en firme antes de su
vencimiento, la renta se imputará al período impo-
sitivo de su transmisión.

En ningún caso tendrán este tratamiento, para el
transmitente, las operaciones derivadas de contra-
tos de rentas vitalicias o temporales. Cuando se
transmitan bienes y derechos a cambio de una renta
vitalicia o temporal, la ganancia o pérdida patrimo-
nial para el rentista se imputará al período imposi-
tivo en que se constituya la renta. 

e) Las diferencias positivas o negativas que se
produzcan en las cuentas representativas de saldos
en divisas o en moneda extranjera, como conse-
cuencia de la modificación experimentada en sus
cotizaciones, se imputarán en el momento del
cobro o del pago respectivo.

f) Las rentas estimadas a que se refiere el ar-
tículo 6.3 de esta Ley se imputarán al período im-
positivo en que se entiendan producidas.

g) Las ayudas públicas percibidas como com-
pensación por los defectos estructurales de cons-
trucción de la vivienda habitual y destinadas a la re-
paración de la misma, podrán imputarse por cuartas
partes, en el periodo impositivo en el que se obten-
gan y en los tres siguientes.

3. En el supuesto de que el contribuyente
pierda su condición por cambio de residencia, todas
las rentas pendientes de imputación deberán inte-
grarse en la base imponible correspondiente al úl-
timo período impositivo que deba declararse por
este Impuesto, en las condiciones que se fijen re-
glamentariamente, practicándose, en su caso, de-
claración-liquidación complementaria, sin sanción
ni intereses de demora ni recargo alguno.

4. En el caso de fallecimiento del contribu-
yente todas las rentas pendientes de imputación de-
berán integrarse en la base imponible del último
período impositivo que deba declararse.

TÍTULO II

DETERMINACIÓN DE LA CAPACIDAD
ECONÓMICA SOMETIDA A GRAVAMEN

Artículo 15. Determinación de la base imponible
y liquidable.

1. La base imponible del Impuesto estará
constituida por el importe de la renta disponible
del contribuyente, expresión de su capacidad eco-
nómica.
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2. La base imponible se determinará aplicando
los regímenes previstos en el artículo 45 de esta
Ley.

3. Para la cuantificación de la base imponible
se procederá, en los términos previstos en la pre-
sente Ley, por el siguiente orden:

1º. Se calificarán y cuantificarán las rentas con
arreglo a su origen. Los rendimientos netos se ob-
tendrán por diferencia entre los ingresos computa-
bles y los gastos deducibles y las ganancias y pér-
didas patrimoniales se determinarán por diferencia
entre los valores de transmisión y adquisición.

2º. Se aplicarán las reducciones del rendi-
miento neto que, en su caso, correspondan para
cada una de las fuentes de renta.

3º. Se procederá a la integración y compensa-
ción de las diferentes rentas según su origen.

4º. Se deducirá la cuantía correspondiente al
mínimo personal y familiar que la Ley reconoce al
contribuyente, en función de sus circunstancias
personales y familiares.

4. La base liquidable será el resultado de prac-
ticar en la base imponible las reducciones previstas
en el artículo 46 de esta Ley.

CAPÍTULO I

Definición y determinación de la renta gravable

SECCIÓN 1ª

Rendimientos del trabajo

Artículo 16. Rendimientos íntegros del trabajo.

1. Se considerarán rendimientos íntegros del
trabajo todas las contraprestaciones o utilidades,
cualquiera que sea su denominación o naturaleza,
dinerarias o en especie, que deriven, directa o indi-
rectamente, del trabajo personal o de la relación la-
boral o estatutaria y no tengan el carácter de rendi-
mientos de actividades económicas.

Se incluirán, en particular:

a) Los sueldos y salarios.
b) Las prestaciones por desempleo.
c) Las remuneraciones en concepto de gastos

de representación.
d) Las dietas y asignaciones para gastos de

viaje, excepto los de locomoción y los normales de

manutención y estancia en establecimientos de hos-
telería con los límites que reglamentariamente se
establezcan.

e) Las contribuciones o aportaciones satisfe-
chas por los promotores de planes de pensiones, así
como las cantidades satisfechas por empresarios
para hacer frente a los compromisos por pensiones
en los términos previstos por la disposición adicio-
nal primera de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Re-
gulación de los Planes y Fondos de Pensiones, y en
su normativa de desarrollo, cuando las mismas sean
imputadas a aquellas personas a quienes se vincu-
len las prestaciones. Esta imputación fiscal tendrá
carácter obligatorio en los contratos de seguro de
vida que, a través de la concesión del derecho de
rescate o mediante cualquier otra fórmula, permi-
tan su disposición anticipada por parte de las perso-
nas a quienes se vinculen las prestaciones. No se
considerará, a estos efectos, que permiten la dispo-
sición anticipada los seguros que incorporen dere-
cho de rescate para los supuestos de enfermedad
grave o desempleo de larga duración, en los térmi-
nos que se establezcan reglamentariamente.

f) Suprimida.

2. En todo caso, tendrán la consideración de
rendimientos del trabajo:

a) Las siguientes prestaciones:

1ª) Las pensiones y haberes pasivos percibidos
de los regímenes públicos de la Seguridad Social y
clases pasivas y demás prestaciones públicas por
situaciones de incapacidad, jubilación, accidente,
enfermedad, viudedad, orfandad o similares.

2ª) Las prestaciones percibidas por los benefi-
ciarios de mutualidades generales obligatorias de
funcionarios, colegios de huérfanos y otras entida-
des similares.

3ª) Las prestaciones percibidas por los benefi-
ciarios de planes de pensiones.

4ª) Las prestaciones percibidas por los benefi-
ciarios de contratos de seguros concertados con
mutualidades de previsión social cuyas aportacio-
nes hayan podido ser, al menos en parte, gasto de-
ducible para la determinación del rendimiento
neto de actividades económicas u objeto de re-
ducción en la base imponible del Impuesto.

Las prestaciones por jubilación e invalidez
derivadas de dichos contratos se integrarán en
la base imponible en la medida en que la cuantía
percibida exceda de las aportaciones que no
hayan podido ser objeto de reducción o minora-
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ción en la base imponible del Impuesto por in-
cumplir los requisitos previstos en el artículo
46.1 números 1º, 2º y 3º de esta Ley.

5ª) Las prestaciones por jubilación e invalidez
percibidas por los beneficiarios de contratos de se-
guro colectivo que instrumenten los compromisos
por pensiones asumidos por las empresas, en los
términos previstos en la disposición adicional pri-
mera de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Regula-
ción de los Planes y Fondos de Pensiones, y en su
normativa de desarrollo, en la medida en que su
cuantía exceda de las contribuciones imputadas fis-
calmente y de las aportaciones directamente reali-
zadas por el trabajador.

b) Las cantidades que se abonen, por razón de
su cargo, a los Diputados españoles en el Parla-
mento Europeo, a los Diputados y Senadores de las
Cortes Generales, a los miembros de las Asambleas
Legislativas autonómicas, Concejales de Ayunta-
miento y miembros de las Diputaciones Provincia-
les, Cabildos Insulares u otras entidades locales,
con exclusión, en todo caso, de la parte de las mis-
mas que dichas instituciones asignen para gastos de
viaje y desplazamiento.

c) Los rendimientos derivados de impartir cur-
sos, conferencias, coloquios, seminarios y simila-
res.

d) Los rendimientos derivados de la elabora-
ción de obras literarias, artísticas o científicas,
siempre que se ceda el derecho a su explotación.

e) Las retribuciones de los administradores y
miembros de los Consejos de Administración, de
las Juntas que hagan sus veces y demás miembros
de otros órganos representativos.

f) Las pensiones compensatorias recibidas del
cónyuge y las anualidades por alimentos, sin per-
juicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.

g) Los derechos especiales de contenido eco-
nómico que se reserven los fundadores o promoto-
res de una sociedad como remuneración de servi-
cios personales.

h) Las becas, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 7 de esta Ley.

i) Las retribuciones percibidas por quienes co-
laboren en actividades humanitarias o de asistencia
social promovidas por entidades sin ánimo de
lucro.

j) Las retribuciones derivadas de relaciones
laborales  de carácter especial.

3. No obstante, cuando los rendimientos a
que se refieren las letras c) y d) del apartado ante-

rior y los derivados de la relación laboral espe-
cial de los artistas en espectáculos públicos y
de la relación laboral especial de las personas
que intervengan en operaciones mercantiles
por cuenta de uno o más empresarios sin asu-
mir el riesgo y ventura de aquéllas supongan la
ordenación por cuenta propia de medios de pro-
ducción y de recursos humanos o de uno de
ambos, con la finalidad de intervenir en la pro-
ducción o distribución de bienes o servicios, se
calificarán como rendimientos de actividades
económicas.

Artículo 17. Rendimiento neto del trabajo.

1. El rendimiento neto del trabajo será el resul-
tado de disminuir el rendimiento íntegro en el im-
porte de los gastos deducibles. Los rendimientos
íntegros se computarán, en su caso, previa aplica-
ción de los porcentajes de reducción a los que se re-
fiere el apartado siguiente.

2. Como regla general, los rendimientos ínte-
gros se computarán en su totalidad, excepto que les
sea de aplicación alguna de las reducciones si-
guientes:

a) El 30 por 100 de reducción, en el caso de
rendimientos que tengan un período de genera-
ción superior a dos años y que no se obtengan de
forma periódica o recurrente, así como aquéllos
que se califiquen reglamentariamente como obte-
nidos de forma notoriamente irregular en el
tiempo.

El cómputo del período de generación, en el caso
de que estos rendimientos se cobren de forma frac-
cionada, deberá tener en cuenta el número de años
de fraccionamiento, en los términos que reglamen-
tariamente se establezcan.

b) El 40 por 100 de reducción, en el caso de
las prestaciones establecidas en el artículo
16.2.a) de esta Ley, excluidas las previstas en el
número 5º, que se perciban en forma de capital,
siempre que hayan transcurrido más de dos
años desde la primera aportación. El plazo de
dos años no resultará exigible en el caso de pres-
taciones por invalidez.

c) Los rendimientos derivados de prestacio-
nes de jubilación de los contratos de seguros co-
lectivos a los que se refiere el artículo 16.2.a).5ª)
de esta Ley, percibidas en forma de capital, se
reducirán en los siguientes términos:
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— Los que correspondan a primas satisfechas
con más de dos años de antelación a la fecha en
que se perciban, en un 40 por 100.

— Los que correspondan a primas satisfechas
con más de cinco años de antelación a la fecha en
que se perciban, en un 60 por 100.

— Los que correspondan a primas satisfechas
con más de ocho años de antelación a la fecha en
que se perciban, en un 70 por 100.

Esta reducción del 70 por 100 resultará, asi-
mismo, aplicable al rendimiento total derivado
de prestaciones de estos contratos que se perci-
ban en forma de capital, transcurridos más de
doce años desde el pago de la primera prima,
siempre que las primas satisfechas a lo largo de
la duración del contrato guarden una periodici-
dad y regularidad suficientes, en los términos
que reglamentariamente se establezcan.

No obstante lo previsto en los párrafos ante-
riores de esta letra, cuando se trate de prestacio-
nes por jubilación derivadas de los contratos de
seguros colectivos a los que se refiere el artículo
16.2.a).5ª de esta Ley, en los que las aportaciones
efectuadas por los empresarios no hayan sido
imputadas a las personas a quienes se vinculen
las prestaciones, la reducción aplicable será de
un 40 por 100 para las prestaciones de jubila-
ción correspondientes a las primas satisfechas
con más de dos años de antelación a la fecha en
que se perciban.

d) El 60 por 100 de reducción, en el caso de
rendimientos derivados de prestaciones por in-
validez, en los términos y grados que se fijen re-
glamentariamente, percibidas en forma de capi-
tal, por los beneficiarios de contratos de seguros
colectivos a los que se refiere el artículo 16.2.a)
5ª) de esta Ley, y el 40 por 100 de reducción, en
el caso de rendimientos derivados de estas pres-
taciones por invalidez, cuando no se cumplan ls
requisitos anteriores.

La reducción aplicable será del 70 por 100
cuando las prestaciones por invalidez deriven de
contratos de seguros concertados con más de
doce años de antigüedad, siempre que las pri-
mas satisfechas a lo largo de la duración del con-
trato guarden una periodicidad y regularidad
suficientes, en los términos que reglamentaria-
mente se establezcan.

No obstante lo previsto en los párrafos ante-
riores de esta letra, cuando se trate de prestacio-
nes por invalidez derivadas de los contratos de
seguros colectivos previstos en el artículo

16.2.a).5ª) de esta Ley, en los que las aportacio-
nes efectuadas por los empresarios no hayan
sido imputadas a las personas a quienes se vin-
culen las prestaciones, la reducción aplicable
será, en todo caso, de un 40 por 100.

e) Las reducciones previstas en este apartado
no se aplicarán a las prestaciones a que se refiere el
artículo 16.2.a) de esta Ley, cuando se perciban en
forma de renta, ni a las contribuciones empresaria-
les imputadas que reduzcan la base imponible, de
acuerdo al artículo 46.1 de esta Ley.

f) Reglamentariamente podrán establecerse
fórmulas simplificadas para la aplicación de las re-
ducciones a las que se refieren las letras b) y c) an-
teriores.

3. Tendrán la consideración de gastos deduci-
bles exclusivamente los siguientes:

a) Las cotizaciones a la Seguridad Social o a
mutualidades generales obligatorias de funciona-
rios.

b) Las detracciones por derechos pasivos.
c) Las cotizaciones a los colegios de huérfanos

o entidades similares.
d) Las cuotas satisfechas a Sindicatos y Cole-

gios Profesionales, cuando la colegiación tenga ca-
rácter obligatorio, en la parte que corresponda a los
fines esenciales de estas Instituciones, y con el lí-
mite que reglamentariamente se establezca.

e) Los gastos de defensa jurídica derivados direc-
tamente de litigios suscitados en la relación del contri-
buyente con la persona de la que percibe los rendi-
mientos, con el límite de 50.000 pesetas anuales.

Artículo 18. Reducciones.

El rendimiento neto del trabajo se minorará
en las siguientes cuantías:

a) Contribuyentes con rendimientos netos del
trabajo iguales o inferiores a 1.350.000 pesetas:
500.000 pesetas anuales.

b) Contribuyentes con rendimientos netos del
trabajo comprendidos entre 1.350.001 y 2.000.000
pesetas: 500.000 pesetas menos el resultado de
multiplicar por 0,1923 la diferencia entre el rendi-
miento del trabajo y 1.350.001 pesetas anuales.

c) Contribuyentes con rendimientos netos del
trabajo superiores a 2.000.000 pesetas o con rentas
distintas de las del trabajo superiores a 1.000.000
pesetas: 375.000 pesetas anuales.
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La cuantía de estas reducciones se incrementará:

a’) En un 75 por 100 para aquellos trabaja-
dores activos discapacitados con un grado de
minusvalía igual o superior al 33 por 100 e infe-
rior al 65 por 100.

b’) En un 125 por 100 para aquellos trabajado-
res activos discapacitados con un grado de minus-
valía igual o superior al 33 por 100 e inferior al 65
por 100 que, para desplazarse a su lugar de tra-
bajo o para desempeñar el mismo, acrediten ne-
cesitar ayuda de terceras personas o movilidad
reducida.

c’) En un 175 por 100 para aquellos traba-
jadores activos discapacitados con un grado de
minusvalía igual o superior al 65 por 100.

SECCIÓN 2ª

Rendimientos del capital

Artículo 19. Definición de rendimientos del capi-
tal.

1. Tendrán la consideración de rendimientos
íntegros del capital la totalidad de las utilidades o
contraprestaciones, cualquiera que sea su denomi-
nación o naturaleza, dinerarias o en especie, que
provengan, directa o indirectamente, de elementos
patrimoniales, bienes o derechos, cuya titularidad
corresponda al contribuyente y no se hallen afec-
tos a actividades económicas realizadas por el
mismo.

No obstante, las rentas derivadas de la transmi-
sión de la titularidad de los elementos patrimonia-
les, aun cuando exista un pacto de reserva de domi-
nio, tributarán como ganancias o pérdidas patrimo-
niales, salvo que por esta Ley se califiquen como
rendimientos del capital.

2. En todo caso, se incluirán como rendimien-
tos del capital:

a) Los provenientes de los bienes inmuebles,
tanto rústicos como urbanos, que no se hallen afec-
tos a actividades económicas realizadas por el con-
tribuyente. 

b) Los que provengan del capital mobiliario y,
en general, de los restantes bienes o derechos de
que sea titular el contribuyente, que no se encuen-
tren afectos a actividades económicas realizadas
por el mismo.

SUBSECCIÓN 1ª

Rendimientos del capital inmobiliario

Artículo 20. Rendimientos íntegros del capital
inmobiliario.

1. Tendrán la consideración de rendimientos ín-
tegros procedentes de la titularidad de bienes inmue-
bles rústicos y urbanos o de derechos reales que re-
caigan sobre ellos, todos los que se deriven del
arrendamiento o de la constitución o cesión de dere-
chos o facultades de uso o disfrute sobre los mismos,
cualquiera que sea su denominación o naturaleza.

2. Se computará como rendimiento íntegro el
importe que por todos los conceptos se reciba del
adquirente, cesionario, arrendatario o subarrenda-
tario, incluido, en su caso, el correspondiente a
todos aquellos bienes cedidos con el inmueble y
excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 21. Gastos deducibles y reducciones.

1. Para la determinación del rendimiento neto,
se deducirán de los rendimientos íntegros los gas-
tos siguientes:

a) Todos los gastos necesarios para la obten-
ción de los rendimientos. La deducción de los inte-
reses de los capitales ajenos invertidos en la adqui-
sición o mejora de los bienes, derechos o facultades
de uso o disfrute de los que procedan los rendi-
mientos, y demás gastos de financiación, no podrá
exceder de la cuantía de los rendimientos íntegros
obtenidos.

b) El importe del deterioro sufrido por el uso o
por el transcurso del tiempo en los bienes de los
que procedan los rendimientos, en las condiciones
que reglamentariamente se determinen.

En el supuesto de rendimientos derivados de la
titularidad de un derecho o facultad de uso o dis-
frute, será igualmente deducible en concepto de de-
preciación, con el límite de los rendimientos ínte-
gros, la parte proporcional del valor de adquisición
satisfecho, en las condiciones que reglamentaria-
mente se determinen.

2. Los rendimientos netos con un período de
generación superior a dos años, así como los que se
califiquen reglamentariamente como obtenidos de
forma notoriamente irregular en el tiempo, se redu-
cirán en un 30 por 100.
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El cómputo del período de generación, en el caso
de que estos rendimientos se cobren de forma frac-
cionada, deberá tener en cuenta el número de años
de fraccionamiento, en los términos que reglamen-
tariamente se establezcan.

Artículo 22. Rendimiento en caso de parentesco.

Cuando el adquirente, cesionario, arrendata-
rio o subarrendatario del bien inmueble o del
derecho real que recaiga sobre el mismo, sea el
cónyuge  o un pariente, incluidos los afines,
hasta el tercer grado inclusive, del contribu-
yente, el rendimiento neto total no podrá ser in-
ferior al que resulte de las reglas del artículo 71
de esta Ley.

SUBSECCIÓN 2ª

Rendimientos del capital mobiliario

Artículo 23. Rendimientos íntegros del capital
mobiliario.

Tendrán la consideración de rendimientos ínte-
gros del capital mobiliario los siguientes:

1. Rendimientos obtenidos por la participación
en los fondos propios de cualquier tipo de entidad.

a) Quedan incluidos dentro de esta categoría
los siguientes rendimientos, dinerarios o en espe-
cie:

1ª) Los dividendos, primas de asistencia a jun-
tas y participaciones en los beneficios de cualquier
tipo de entidad.

2ª) Los rendimientos procedentes de cualquier
clase de activos, excepto la entrega de acciones li-
beradas, que, estatutariamente o por decisión de los
órganos sociales, faculten para participar en los be-
neficios, ventas, operaciones, ingresos o conceptos
análogos de una entidad por causa distinta de la re-
muneración del trabajo personal.

3ª) Los rendimientos que se deriven de la
constitución o cesión de derechos o facultades de
uso o disfrute, cualquiera que sea su denominación
o naturaleza, sobre los valores o participaciones
que representen la participación en los fondos pro-
pios de la entidad.

4ª) Cualquier otra utilidad, distinta de las ante-
riores, procedente de una entidad por la condición
de socio, accionista, asociado o partícipe.

b) Los rendimientos íntegros a que se refiere la
letra anterior, en cuanto procedan de entidades resi-
dentes en territorio español, se multiplicarán por
los siguientes porcentajes:

— 140 por 100 con carácter general.
— 125 por 100 cuando procedan de las entida-

des a que se refiere el artículo 26.2 de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades.

— 100 por 100 cuando procedan de las entida-
des a que se refiere el artículo 26.5 y 6 de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades y de cooperativas protegidas y espe-
cialmente protegidas, reguladas por la Ley
20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fis-
cal de las Cooperativas, de la distribución de la
prima de emisión y de las operaciones descritas en
los puntos 3º y 4º de la letra a) anterior. Se aplicará,
en todo caso, este porcentaje a los rendimientos
que correspondan a valores o participaciones ad-
quiridas dentro de los dos meses anteriores a la
fecha en que aquéllos se hubieran satisfecho
cuando, con posterioridad a esta fecha, dentro del
mismo plazo, se produzca una transmisión de va-
lores homogéneos. En caso de entidades en trans-
parencia fiscal, se aplicará este mismo porcentaje
por los contribuyentes cuando las operaciones an-
teriormente descritas se realicen por la entidad
transparente.

En el caso de valores o participaciones no admi-
tidas a negociación en alguno de los mercados se-
cundarios oficiales de valores españoles, el plazo
previsto en el párrafo anterior será de un año.

2. Rendimientos obtenidos por la cesión a ter-
ceros de capitales propios.

Tienen esta consideración las contraprestaciones
de todo tipo, cualquiera que sea su denominación o
naturaleza, dinerarias o en especie, como los intere-
ses y cualquier otra forma de retribución pactada
como remuneración por tal cesión, así como las de-
rivadas de la transmisión, reembolso, amortización,
canje o conversión de cualquier clase de activos re-
presentativos de la captación y utilización de capi-
tales ajenos.

a) En particular, tendrán esta consideración:
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1º) Los rendimientos procedentes de cualquier
instrumento de giro, incluso los originados por
operaciones comerciales, a partir del momento en
que se endose o transmita, salvo que el endoso o ce-
sión se haga como pago de un crédito de proveedo-
res o suministradores.

2º) La contraprestación, cualquiera que sea su
denominación o naturaleza, derivada de cuentas en
toda clase de instituciones financieras, incluyendo
las basadas en operaciones sobre activos financie-
ros.

3º) Las rentas derivadas de operaciones de ce-
sión temporal de activos financieros con pacto de
recompra.

4º) Las rentas satisfechas por una entidad fi-
nanciera, como consecuencia de la transmisión, ce-
sión o transferencia, total o parcial, de un crédito ti-
tularidad de aquélla.

b) En el caso de transmisión, reembolso,
amortización, canje o conversión de valores, se
computará como rendimiento la diferencia entre el
valor de transmisión, reembolso, amortización,
canje o conversión de los mismos y su valor de ad-
quisición o suscripción.

Como valor de canje o conversión se tomará el
que corresponda a los valores que se reciban.

Los gastos accesorios de adquisición y enajena-
ción serán computados para la cuantificación del
rendimiento, en tanto se justifiquen adecuada-
mente.

Los rendimientos negativos derivados de trans-
misiones de activos financieros, cuando el contri-
buyente hubiera adquirido activos financieros ho-
mogéneos dentro de los dos meses anteriores o pos-
teriores a dichas transmisiones, se integrarán a me-
dida que se transmitan los activos financieros que
permanezcan en el patrimonio del contribuyente.

3. Rendimientos dinerarios o en especie proce-
dentes de operaciones de capitalización y de con-
tratos de seguro de vida o invalidez, excepto
cuando, con arreglo a lo previsto en el artículo
16.2.a) de esta Ley, deban tributar como rendi-
mientos del trabajo. 

En particular, se aplicarán a estos rendimientos
de capital mobiliario las siguientes reglas:

a) Cuando se perciba un capital diferido, el
rendimiento del capital mobiliario vendrá determi-
nado por la diferencia entre el capital percibido y el
importe de las primas satisfechas.

b) En el caso de rentas vitalicias inmediatas,
que no hayan sido adquiridas por herencia, legado
o cualquier otro título sucesorio, se considerará
rendimiento de capital mobiliario el resultado de
aplicar a cada anualidad los porcentajes siguientes:

— 45 por 100, cuando el perceptor tenga menos
de 40 años.

— 40 por 100, cuando el perceptor tenga entre
40 y 49 años.

— 35 por 100, cuando el perceptor tenga entre
50 y 59 años.

— 25 por 100, cuando el perceptor tenga entre
60 y 69 años.

— 20 por 100, cuando el perceptor tenga más de
69 años.

Estos porcentajes serán los correspondientes a la
edad del rentista en el momento de la constitución
de la renta y permanecerán constantes durante toda
la vigencia de la misma.

c) Si se trata de rentas temporales inmediatas,
que no hayan sido adquiridas por herencia, legado
o cualquier otro título sucesorio, se considerará
rendimiento del capital mobiliario el resultado de
aplicar a cada anualidad los porcentajes siguientes:

— 15 por 100, cuando la renta tenga una dura-
ción inferior o igual a cinco años.

— 25 por 100, cuando la renta tenga una dura-
ción superior a cinco e inferior o igual a diez años.

— 35 por 100, cuando la renta tenga una dura-
ción superior a diez e inferior o igual a quince años.

— 42 por 100, cuando la renta tenga una dura-
ción superior a quince años.

d) Cuando se perciban rentas diferidas, vitali-
cias o temporales, que no hayan sido adquiridas por
herencia, legado o cualquier otro título sucesorio,
se considerará rendimiento del capital mobiliario el
resultado de aplicar a cada anualidad el porcentaje
que corresponda de los previstos en las letras b) y
c) anteriores, incrementado en la rentabilidad ob-
tenida hasta la constitución de la renta, en la forma
que reglamentariamente se determine. Cuando las
rentas hayan sido adquiridas por donación o
cualquier otro negocio jurídico a título gratuito
e intervivos, el rendimiento del capital mobilia-
rio será, exclusivamente, el resultado de aplicar
a cada anualidad el porcentaje que corresponda
de los previstos en las letras b) y c) anteriores.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, en
los términos que reglamentariamente se establez-
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can, las prestaciones por jubilación e invalidez per-
cibidas en forma de renta por los beneficiarios de
contratos de seguro de vida o invalidez, distintos de
los contemplados en el artículo 16.2.a), y en los
que no haya existido ningún tipo de movilización
de las provisiones del contrato de seguro durante su
vigencia, se integrarán en la base imponible del Im-
puesto, en concepto de rendimientos del capital
mobiliario, a partir del momento en que su cuantía
exceda de las primas que hayan sido satisfechas en
virtud del contrato o, en el caso de que la renta
haya sido adquirida por donación o cualquier
otro negocio jurídico a título gratuito e inter
vivos, cuando excedan del valor actual actuarial
de las rentas en el momento de la constitución de
las mismas. En estos casos no serán de aplica-
ción los porcentajes previstos en las letras b) y c)
anteriores. Para la aplicación de este régimen
será necesario que el contrato de seguro se haya
concertado, al menos, con dos años de anteriori-
dad a la fecha de jubilación.

e) En el caso de extinción de las rentas tem-
porales o vitalicias, que no hayan sido adquiri-
das por herencia, legado o cualquier otro título
sucesorio, cuando la extinción de la renta tenga
su origen en el ejercicio del derecho de rescate,
el rendimiento del capital mobiliario será el re-
sultado de sumar al importe del rescate las ren-
tas satisfechas hasta dicho momento y de restar
las primas satisfechas y las cuantías que, de
acuerdo con las letras anteriores de este apar-
tado, hayan tributado como rendimientos del
capital mobiliario. Cuando las rentas hayan sido
adquiridas por donación o cualquier otro nego-
cio jurídico a título gratuito e inter vivos, se res-
tará, adicionalmente, la rentabilidad acumulada
hasta la constitución de las rentas.

4. Otros rendimientos del capital mobiliario. 
Quedan incluidos en este epígrafe, entre otros,

los siguientes rendimientos, dinerarios o en espe-
cie:

a) Los procedentes de la propiedad intelectual
cuando el contribuyente no sea el autor y los proce-
dentes de la propiedad industrial que no se encuen-
tre afecta a actividades económicas realizadas por
el contribuyente.

b) Los procedentes de la prestación de asisten-
cia técnica, salvo que dicha prestación tenga lugar
en el ámbito de una actividad económica.

c) Los procedentes del arrendamiento de bie-
nes muebles, negocios o minas, así como los proce-

dentes del subarrendamiento percibidos por el su-
barrendador, que no constituyan actividades econó-
micas.

d) Las rentas vitalicias u otras temporales que
tengan por causa la imposición de capitales, salvo
cuando hayan sido adquiridas por herencia, legado
o cualquier otro título sucesorio. Se considerará
rendimiento del capital mobiliario el resultado de
aplicar a cada anualidad los porcentajes previstos
por las letras b) y c) del apartado anterior de este ar-
tículo para las rentas, vitalicias o temporales, inme-
diatas derivadas de contratos de seguro de vida.

e) Los procedentes de la cesión del derecho a
la explotación de la imagen o del consentimiento o
autorización para su utilización, salvo que dicha ce-
sión tenga lugar en el ámbito de una actividad eco-
nómica.

5. No tendrá la consideración de rendimiento
de capital mobiliario, sin perjuicio de su tributación
por el concepto que corresponda, la contrapresta-
ción obtenida por el contribuyente por el aplaza-
miento o fraccionamiento del precio de las opera-
ciones realizadas en desarrollo de su actividad eco-
nómica habitual.

Artículo 24. Gastos deducibles y reducciones.

1. Para la determinación del rendimiento neto,
se deducirán de los rendimientos íntegros exclusi-
vamente los gastos siguientes:

a) Los gastos de administración y depósito de
valores negociables.

A estos efectos, se considerarán como gastos de
administración y depósito aquellos importes que
repercutan las sociedades y agencias de valores, así
como los de aquellas otras entidades autorizadas,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores, que tengan por finalidad retribuir la pres-
tación derivada de la realización por cuenta de sus
titulares del servicio de depósito de valores repre-
sentados en forma de títulos o de la administración
de valores representados en anotaciones en cuenta.

No serán deducibles las cuantías que supongan
la contraprestación de una gestión discrecional e
individualizada de carteras de inversión, en donde
se produzca una disposición de las inversiones
efectuadas por cuenta de los titulares con arreglo a
los mandatos conferidos por éstos.
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b) Cuando se trate de rendimientos derivados
de la prestación de asistencia técnica, del arrenda-
miento de bienes muebles, negocios o minas o de
subarrendamientos, se deducirán de los rendimien-
tos íntegros los gastos necesarios para su obtención
y, en su caso, el importe del deterioro sufrido por
los bienes o derechos de que los ingresos procedan.

2. Como regla general, los rendimientos netos
se computarán en su totalidad, excepto que les sea
de aplicación alguna de las reducciones siguientes:

a) Cuando tengan un período de generación
superior a dos años, así como cuando se califiquen
reglamentariamente como obtenidos de forma no-
toriamente irregular en el tiempo, se reducirán en
un 30 por 100. 

El cómputo del período de generación, en el caso
de que estos rendimientos se cobren de forma frac-
cionada, deberá tener en cuenta el número de años
de fraccionamiento, en los términos que reglamen-
tariamente se establezcan.

b) Los rendimientos derivados de percepcio-
nes de contratos de seguro de vida recibidas en
forma de capital se reducirán en los siguientes tér-
minos:

— Los que correspondan a primas satisfechas
con más de dos años de antelación a la fecha en que
se perciban, en un 30 por 100.

— Los que correspondan a primas satisfechas
con más de cinco años de antelación a la fecha en
que se perciban, en un 60 por 100.

— Los que correspondan a primas satisfechas
con más de ocho años de antelación a la fecha en
que se perciban, en un 70 por 100.

Esta última reducción resultará asimismo aplica-
ble al rendimiento total derivado de percepciones
de contratos de seguro de vida, que se reciban en
forma de capital, transcurridos más de doce años
desde el pago de la primera prima, siempre que las
primas satisfechas a lo largo de la duración del con-
trato guarden una periodicidad y regularidad sufi-
cientes, en los términos que reglamentariamente se
establezcan.

c) Los rendimientos derivados de prestaciones
por invalidez, en los términos y grados que se fijen
reglamentariamente, percibidas en forma de capital
por los beneficiarios de contratos de seguro distin-
tos de los establecidos en el artículo 16.2.a) 5ª) de
esta Ley, se reducirán en un 60 por 100. En el caso
de rendimientos derivados de prestaciones por in-

validez, cuando no cumplan los requisitos anterio-
res, se reducirán en un 40 por 100.

La reducción aplicable será del 70 por 100
cuando las prestaciones por invalidez deriven de
contratos de seguros concertados con más de doce
años de antigüedad, siempre que las primas satisfe-
chas a lo largo de la duración del contrato guarden
una periodicidad y regularidad suficientes, en los
términos que reglamentariamente se establezcan.

d) Las reducciones previstas en este apartado
no resultarán aplicables a las prestaciones a las que
se refieren las letras b), c) y d) del apartado 3 y la
letra d) del apartado 4 del artículo 23 de esta Ley,
que sean percibidas en forma de renta.

e) Reglamentariamente podrán establecerse fór-
mulas simplificadas para la aplicación de las reduc-
ciones a las que se refiere la letra b) de este apartado.

SECCIÓN 3ª

Rendimientos de actividades económicas

Artículo 25. Rendimientos íntegros de activida-
des económicas.

1. Se considerarán rendimientos íntegros de
actividades económicas aquéllos que, proce-
diendo del trabajo personal y del capital conjunta-
mente, o de uno solo de estos factores, supongan
por parte del contribuyente la ordenación por
cuenta propia de medios de producción y de re-
cursos humanos o de uno de ambos, con la finali-
dad de intervenir en la producción o distribución
de bienes o servicios.

En particular, tienen esta consideración los ren-
dimientos de las actividades extractivas, de fabrica-
ción, comercio o prestación de servicios, incluidas
las de artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas,
pesqueras, de construcción, mineras, y el ejercicio
de profesiones liberales, artísticas y deportivas.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado an-
terior, se entenderá que el arrendamiento o compra-
venta de inmuebles se realiza como actividad eco-
nómica, únicamente cuando concurran las siguien-
tes circunstancias:

a) Que en el desarrollo de la actividad se
cuente, al menos, con un local exclusivamente des-
tinado a llevar a cabo la gestión de la misma.

b) Que para la ordenación de aquélla se utilice,
al menos, una persona empleada con contrato labo-
ral y a jornada completa.
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Artículo 26. Reglas generales de cálculo del ren-
dimiento neto.

1. El rendimiento neto de las actividades
económicas se determinará según las normas del
Impuesto sobre Sociedades, sin perjuicio de las
reglas especiales contenidas en este artículo, en
el artículo 28 de esta Ley para la estimación di-
recta, y en el artículo 29 de esta Ley para la esti-
mación objetiva.

A efectos de lo dispuesto en el artículo 122 de la
Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades, para determinar el importe neto
de la cifra de negocios se tendrá en cuenta el con-
junto de actividades económicas ejercidas por el
contribuyente.

2. Para la determinación del rendimiento neto
de las actividades económicas no se incluirán las
ganancias o pérdidas patrimoniales derivadas de
los elementos patrimoniales afectos a las mismas,
que se cuantificarán conforme a lo previsto en la
sección 4ª del presente capítulo.

3. La afectación de elementos patrimoniales o
la desafectación de activos fijos por el contribu-
yente no constituirá alteración patrimonial, siempre
que los bienes o derechos continúen formando
parte de su patrimonio.

Se entenderá que no ha existido afectación si se
llevase a cabo la enajenación de los bienes o dere-
chos antes de transcurridos tres años desde ésta.

4. Se atenderá al valor normal en el mercado
de los bienes o servicios objeto de la actividad, que
el contribuyente ceda o preste a terceros de forma
gratuita o destine al uso o consumo propio.

Asimismo, cuando medie contraprestación y
ésta sea notoriamente inferior al valor normal en el
mercado de los bienes y servicios, se atenderá a
este último.

Artículo 27. Elementos patrimoniales afectos.

1. Se considerarán elementos patrimoniales
afectos a una actividad económica:

a) Los bienes inmuebles en los que se desarro-
lla la actividad del contribuyente.

b) Los bienes destinados a los servicios econó-
micos y socioculturales del personal al servicio de
la actividad. No se consideran afectos los bienes de
esparcimiento y recreo o, en general, de uso parti-
cular del titular de la actividad económica.

c) Cualesquiera otros elementos patrimoniales
que sean necesarios para la obtención de los res-
pectivos rendimientos. En ningún caso tendrán esta
consideración los activos representativos de la par-
ticipación en fondos propios de una entidad y de la
cesión de capitales a terceros.

2. Cuando se trate de elementos patrimoniales
que sirvan sólo parcialmente al objeto de la activi-
dad económica, la afectación se entenderá limitada
a aquella parte de los mismos que realmente se uti-
lice en la actividad de que se trate. En ningún caso
serán susceptibles de afectación parcial elementos
patrimoniales indivisibles.

Reglamentariamente podrá determinarse las
condiciones en que, no obstante su utilización para
necesidades privadas de forma accesoria y notoria-
mente irrelevante, determinados elementos patri-
moniales puedan considerarse afectos a una activi-
dad económica.

3. La consideración de elementos patrimonia-
les afectos lo será con independencia de que la titu-
laridad de éstos, en caso de matrimonio, resulte
común a ambos cónyuges.

Artículo 28. Normas para la determinación del
rendimiento neto en estimación di-
recta.

Junto a las reglas generales del artículo 26 de esta
Ley, se tendrán en cuenta las siguientes especiales:

1ª) No tendrán la consideración de gasto dedu-
cible los conceptos a que se refiere el artículo 14.2
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades, ni las aportaciones a mu-
tualidades de previsión social del propio empresa-
rio o profesional, sin perjuicio de lo previsto en el
artículo 46 de esta Ley. 

No obstante, tendrán la consideración de gasto
deducible las cantidades abonadas en virtud de
contratos de seguro concertados con mutualidades
de previsión social por profesionales no integrados
en el régimen especial de la Seguridad Social de los
trabajadores por cuenta propia o autónomos,
cuando, a efectos de dar cumplimiento a la obliga-
ción prevista en el apartado 3 de la disposición
transitoria quinta y en la disposición adicional deci-
moquinta de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados,
actúen como alternativas al régimen especial de la
Seguridad Social mencionado, en la parte que tenga
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por objeto la cobertura de contingencias atendidas
por la Seguridad Social, con el límite de 500.000
pesetas anual.

2ª) Cuando resulte debidamente acreditado,
con el oportuno contrato laboral y la afiliación al
régimen correspondiente de la Seguridad Social,
que el cónyuge o los hijos menores del contribu-
yente que convivan con él, trabajan habitualmente
y con continuidad en las actividades económicas
desarrolladas por el mismo, se deducirán, para la
determinación de los rendimientos, las retribucio-
nes estipuladas con cada uno de ellos, siempre que
no sean superiores a las de mercado correspondien-
tes a su cualificación profesional y trabajo desem-
peñado. Dichas cantidades se considerarán obteni-
das por el cónyuge o los hijos menores en concepto
de rendimientos de trabajo a todos los efectos tri-
butarios.

3ª) Cuando el cónyuge o los hijos menores del
contribuyente que convivan con él realicen cesio-
nes de bienes o derechos que sirvan al objeto de la
actividad económica de que se trate, se deducirá,
para la determinación de los rendimientos del titu-
lar de la actividad, la contraprestación estipulada,
siempre que no exceda del valor de mercado y, a
falta de aquélla, podrá deducirse la correspondiente
a este último. La contraprestación o el valor de
mercado se considerarán rendimientos del capital
del cónyuge o los hijos menores a todos los efectos
tributarios.

Lo dispuesto en esta regla no será de aplicación
cuando se trate de bienes y derechos que sean co-
munes a ambos cónyuges.

4ª) Reglamentariamente podrán establecerse
reglas especiales para la cuantificación de determi-
nados gastos deducibles en el caso de empresarios
y profesionales en estimación directa simplificada,
incluidos los de difícil justificación.

Artículo 29. Normas para la determinación del
rendimiento neto en estimación ob-
jetiva.

El cálculo del rendimiento neto en la estimación
objetiva se regulará por lo establecido en el pre-
sente artículo y las disposiciones que lo desarro-
llen.

Las disposiciones reglamentarias se ajustarán a
las siguientes reglas:

1ª) En el cálculo del rendimiento neto de las
actividades económicas en estimación objetiva, se

utilizarán los signos, índices o módulos generales o
referidos a determinados sectores de actividad que
determine el Ministro de Economía y Hacienda, ha-
bida cuenta de las inversiones realizadas que sean
necesarias para el desarrollo de la actividad.

2ª) Reglamentariamente podrá regularse la
aplicación para actividades o sectores concretos de
sistemas de estimación objetiva en virtud de los
cuales se establezcan, previa aceptación por los
contribuyentes, cifras individualizadas de rendi-
mientos netos para varios períodos impositivos.

3ª) La aplicación de los regímenes de estima-
ción objetiva nunca podrá dar lugar al gravamen de
las ganancias patrimoniales que, en su caso, pudie-
ran producirse por las diferencias entre los rendi-
mientos reales de la actividad y los derivados de la
correcta aplicación de estos regímenes.

Artículo 30. Reducciones.

Los rendimientos netos con un período de gene-
ración superior a dos años, así como aquéllos que
se califiquen reglamentariamente como obtenidos
de forma notoriamente irregular en el tiempo, se re-
ducirán en un 30 por 100.

El cómputo del período de generación, en el caso
de que estos rendimientos se cobren de forma frac-
cionada, deberá tener en cuenta el número de años
de fraccionamiento, en los términos que reglamen-
tariamente se establezcan.

SECCIÓN 4ª

Ganancias y pérdidas patrimoniales

Artículo 31. Concepto.

1. Son ganancias y pérdidas patrimoniales las
variaciones en el valor del patrimonio del contribu-
yente que se pongan de manifiesto con ocasión de
cualquier alteración en la composición de aquél,
salvo que por esta Ley se califiquen como rendi-
mientos.

2. Se estimará que no existe alteración en la
composición del patrimonio: 

a) En los supuestos de división de la cosa
común.

b) En la disolución de la sociedad de ganancia-
les o en la extinción del régimen económico matri-
monial de participación. 
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c) En la disolución de comunidades de bienes
o en los casos de separación de comuneros.

Los supuestos a que se refiere este apartado no
podrán dar lugar, en ningún caso, a la actualización
de los valores de los bienes o derechos recibidos.

3. Se estimará que no existe ganancia o pér-
dida patrimonial en los siguientes supuestos: 

a) En reducciones del capital. Cuando la re-
ducción de capital, cualquiera que sea su finali-
dad, dé lugar a la amortización de valores o parti-
cipaciones, se considerarán amortizadas las ad-
quiridas en primer lugar, y su valor de adquisición
se distribuirá proporcionalmente entre los restan-
tes valores homogéneos que permanezcan en el
patrimonio del contribuyente. Cuando la reduc-
ción de capital no afecte por igual a todos los va-
lores o participaciones en circulación del contri-
buyente, se entenderá referida a las adquiridas en
primer lugar.

Cuando la reducción de capital tenga por finali-
dad la devolución de aportaciones, el importe de
ésta o el valor normal de mercado de los bienes o
derechos percibidos minorará el valor de adquisi-
ción de los valores afectados, de acuerdo con las re-
glas del párrafo anterior, hasta su anulación. El ex-
ceso que pudiera resultar tributará como ganancia
patrimonial.

b) Con ocasión de transmisiones lucrativas por
causa de muerte del contribuyente.

c) Con ocasión de las transmisiones lucrativas
de empresas o participaciones a las que se refiere el
apartado 6 del artículo 20 de la Ley 29/1987, de 28
de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Do-
naciones.

Los elementos patrimoniales que se afecten por
el contribuyente a la actividad económica con pos-
terioridad a su adquisición deberán haber estado
afectos ininterrumpidamente durante, al menos, los
5 años anteriores a la fecha de la transmisión.

4. Estarán exentas del Impuesto las ganancias
patrimoniales que se pongan de manifiesto:

a) Con ocasión de las donaciones que se efec-
túen a las entidades citadas en el artículo 55.3 de
esta Ley. 

b) Con ocasión de la transmisión por mayores
de sesenta y cinco años de su vivienda habitual.

c) Con ocasión del pago previsto en el artículo
80.3 de esta Ley.

5. No se computarán como pérdidas patrimo-
niales las siguientes:

a) Las no justificadas.
b) Las debidas al consumo.
c) Las debidas a transmisiones lucrativas por

actos «inter-vivos» o a liberalidades.
d) Las debidas a pérdidas en el juego.
e) Las derivadas de las transmisiones de ele-

mentos patrimoniales, cuando el transmitente
vuelva a adquirirlos dentro del año siguiente a la
fecha de dicha transmisión.

Esta pérdida patrimonial se integrará cuando se
produzca la posterior transmisión del elemento pa-
trimonial.

f) Las derivadas de las transmisiones de valo-
res o participaciones admitidos a negociación en al-
guno de los mercados secundarios oficiales de va-
lores españoles, cuando el contribuyente hubiera
adquirido valores homogéneos dentro de los dos
meses anteriores o posteriores a dichas transmisio-
nes.

g) Las derivadas de las transmisiones de valo-
res o participaciones no admitidos a negociación en
alguno de los mercados secundarios oficiales de
valores españoles, cuando el contribuyente hu-
biera adquirido valores homogéneos en el año ante-
rior o posterior a dichas transmisiones.

En los casos previstos en las letras f) y g) ante-
riores, las pérdidas patrimoniales se integrarán a
medida que se transmitan los valores o participa-
ciones que permanezcan en el patrimonio del con-
tribuyente.

Lo previsto en las letras f) y g) no se aplicará en
las transmisiones realizadas en los plazos a los
que se refieren los dos últimos párrafos del artículo
23.1 de esta Ley.

Artículo 32. Importe de las ganancias o pérdidas
patrimoniales. Norma general.

1. El importe de las ganancias o pérdidas patri-
moniales será:

a) En el supuesto de transmisión onerosa o lu-
crativa, la diferencia entre los valores de adquisi-
ción y transmisión de los elementos patrimoniales.

b) En los demás supuestos, el valor de mer-
cado de los elementos patrimoniales o partes pro-
porcionales, en su caso.
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2. Si se hubiesen efectuado mejoras en los ele-
mentos patrimoniales transmitidos, se distinguirá la
parte del valor de enajenación que corresponda a
cada componente del mismo.

Artículo 33. Transmisiones a título oneroso.

1. El valor de adquisición estará formado por
la suma de:

a) El importe real por el que dicha adquisición
se hubiere efectuado.

b) El coste de las inversiones y mejoras efec-
tuadas en los bienes adquiridos y los gastos y tribu-
tos inherentes a la adquisición, excluidos los intere-
ses, que hubieran sido satisfechos por el adqui-
rente.

En las condiciones que reglamentariamente se
determinen, este valor se minorará en el importe de
las amortizaciones.

2. El valor de adquisición a que se refiere el
apartado anterior se actualizará, exclusivamente en
el caso de bienes inmuebles, mediante la aplicación
de los coeficientes que se establezcan en la corres-
pondiente Ley de Presupuestos Generales del Es-
tado. Los coeficientes se aplicarán de la siguiente
manera:

a) Sobre los importes a que se refieren las le-
tras a) y b) del apartado anterior, atendiendo al año
en que se hayan satisfecho.

b) Sobre las amortizaciones, atendiendo al año
al que correspondan.

3. El valor de transmisión será el importe real
por el que la enajenación se hubiese efectuado. De
este valor se deducirán los gastos y tributos a que se
refiere la letra b) del apartado 1 en cuanto resulten
satisfechos por el transmitente.

Por importe real del valor de enajenación se to-
mará el efectivamente satisfecho, siempre que no
resulte inferior al normal de mercado, en cuyo caso
prevalecerá éste.

Artículo 34. Transmisiones a título lucrativo.

Cuando la adquisición o la transmisión hubiere
sido a título lucrativo se aplicarán las reglas del ar-
tículo anterior, tomando por importe real de los va-
lores respectivos aquéllos que resulten de la aplica-

ción de las normas del Impuesto sobre Sucesiones
y Donaciones.

En las adquisiciones lucrativas a que se refiere la
letra c) del apartado 3 del artículo 31 de esta Ley, el
donatario se subrogará en la posición del donante
respecto de los valores y fechas de adquisición de
dichos bienes.

Artículo 35. Normas específicas de valoración.

1. Cuando la alteración en el valor del patri-
monio proceda:

a) De la transmisión a título oneroso de valores
admitidos a negociación en alguno de los mercados
secundarios oficiales de valores españoles y re-
presentativos de la participación en fondos propios
de sociedades o entidades, la ganancia o pérdida se
computará por la diferencia entre su valor de ad-
quisición y el valor de transmisión, determinado
por su cotización en el mercado secundario oficial
de valores españoles en la fecha en que se pro-
duzca aquélla o por el precio pactado cuando sea
superior a la cotización.

Para la determinación del valor de adquisición se
deducirá el importe obtenido por la transmisión de
los derechos de suscripción. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, si
el importe obtenido en la transmisión de los dere-
chos de suscripción llegara a ser superior al valor
de adquisición de los valores de los cuales proce-
dan tales derechos, la diferencia tendrá la conside-
ración de ganancia patrimonial para el transmi-
tente, en el período impositivo en que se produzca
la transmisión.

Cuando se trate de acciones parcialmente libera-
das, su valor de adquisición será el importe real-
mente satisfecho por el contribuyente. Cuando se
trate de acciones totalmente liberadas, el valor de
adquisición tanto de éstas como de las que proce-
dan resultará de repartir el coste total entre el nú-
mero de títulos, tanto los antiguos como los libera-
dos que correspondan.

b) De la transmisión a título oneroso de valo-
res o participaciones no admitidos a negociación en
mercados secundarios oficiales de valores espa-
ñoles y representativos de la participación en fon-
dos propios de sociedades o entidades, la ganancia
o pérdida se computará por la diferencia entre el
valor de adquisición y el valor de transmisión.

Salvo prueba de que el importe efectivamente
satisfecho se corresponde con el que habrían con-
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venido partes independientes en condiciones nor-
males de mercado, el valor de transmisión no podrá
ser inferior al mayor de los dos siguientes:

— El teórico resultante del balance correspon-
diente al último ejercicio cerrado con anterioridad a
la fecha de devengo del Impuesto.

— El que resulte de capitalizar al tipo del 20 por
100 el promedio de los resultados de los tres ejerci-
cios sociales cerrados con anterioridad a la fecha de
devengo del Impuesto. A este último efecto, se
computarán como beneficios los dividendos distri-
buidos y las asignaciones a reservas, excluidas las
de regularización o de actualización de balances.

El valor de transmisión así calculado se tendrá
en cuenta para determinar el valor de adquisición
de los valores o participaciones que corresponda al
adquirente.

El importe obtenido por la transmisión de dere-
chos de suscripción procedentes de estos valores o
participaciones tendrá la consideración de ganancia
patrimonial para el transmitente en el período im-
positivo en que se produzca la citada transmisión.

Cuando se trate de acciones parcialmente libera-
das, su valor de adquisición será el importe real-
mente satisfecho por el contribuyente. Cuando se
trate de acciones totalmente liberadas, el valor de
adquisición tanto de éstas como de las que proce-
dan resultará de repartir el coste total entre el nú-
mero de títulos, tanto los antiguos como los libera-
dos que correspondan.

c) De la transmisión de valores o participacio-
nes en el capital de sociedades transparentes, la ga-
nancia o pérdida se computará por la diferencia
entre el valor de adquisición y de titularidad y el
valor de transmisión de aquéllas.

A tal efecto, el valor de adquisición y de titulari-
dad se estimará integrado:

Primero: Por el precio o cantidad desembol-
sada para su adquisición.

Segundo: Por el importe de los beneficios so-
ciales que, sin efectiva distribución, hubiesen sido
imputados a los contribuyentes como rendimientos
de sus acciones o participaciones en el período de
tiempo comprendido entre su adquisición y enaje-
nación.

Tercero: Tratándose de socios que adquieran
los valores con posterioridad a la imputación de la
base imponible positiva, se disminuirá el valor de
adquisición en el importe de los dividendos o parti-
cipaciones en beneficios que procedan de períodos

impositivos durante los cuales la sociedad se ha-
llase en régimen de transparencia.

En el caso de sociedades de mera tenencia de
bienes, el valor de transmisión a computar será,
como mínimo, el teórico resultante del último ba-
lance aprobado, una vez sustituido el valor neto
contable de los inmuebles por el valor que tendrían
a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio.

Lo dispuesto en esta letra se entenderá sin per-
juicio de la aplicación, cuando proceda, de lo pre-
visto en materia de derechos de suscripción en las
dos letras anteriores.

d) De las aportaciones no dinerarias a socieda-
des, la ganancia o pérdida se determinará por la di-
ferencia entre el valor de adquisición de los bienes
o derechos aportados y la cantidad mayor de las si-
guientes:

Primera: El valor nominal de las acciones o
participaciones sociales recibidas por la aportación
o, en su caso, la parte correspondiente del mismo.
A este valor se añadirá el importe de las primas de
emisión.

Segunda: El valor de cotización de los títulos
recibidos en el día en que se formalice la aportación
o el inmediato anterior.

Tercera: El valor de mercado del bien o dere-
cho aportado.

El valor de transmisión así calculado se tendrá
en cuenta para determinar el valor de adquisición
de los títulos recibidos como consecuencia de la
aportación no dineraria.

e) En los casos de separación de los socios o
disolución de sociedades, se considerará ganancia
o pérdida patrimonial, sin perjuicio de las corres-
pondientes a la sociedad, la diferencia entre el valor
de la cuota de liquidación social o el valor de mer-
cado de los bienes recibidos y el valor de adquisi-
ción del título o participación de capital que corres-
ponda.

En los casos de escisión, fusión o absorción de
sociedades, la ganancia o pérdida patrimonial del
contribuyente se computará por la diferencia entre
el valor de adquisición de los títulos, derechos o va-
lores representativos de la participación del socio y
el valor de mercado de los títulos, numerario o de-
rechos recibidos o el valor del mercado de los en-
tregados.

f) De un traspaso, la ganancia patrimonial se
computará al cedente en el importe que le corres-
ponda en el traspaso.
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Cuando el derecho de traspaso se haya adquirido
mediante precio, éste tendrá la consideración de
precio de adquisición.

g) De indemnizaciones o capitales asegurados
por pérdidas o siniestros en elementos patrimonia-
les, se computará como ganancia o pérdida patri-
monial la diferencia entre la cantidad percibida y la
parte proporcional del valor de adquisición que co-
rresponda al daño. Cuando la indemnización no
fuese en metálico, se computará la diferencia entre
el valor de mercado de los bienes, derechos o servi-
cios recibidos y la parte proporcional del valor de
adquisición que corresponda al daño. Sólo se com-
putará ganancia patrimonial cuando se derive un
aumento en el valor del patrimonio del contribu-
yente. 

h) De la permuta de bienes o derechos, la ga-
nancia o pérdida patrimonial se determinará por la
diferencia entre el valor de adquisición del bien o
derecho que se cede y el mayor de los dos siguien-
tes:

— El valor de mercado del bien o derecho entre-
gado.

— El valor de mercado del bien o derecho que se
recibe a cambio.

i) De la extinción de rentas vitalicias o tempo-
rales, la ganancia o pérdida patrimonial se compu-
tará, para el obligado al pago de aquéllas, por dife-
rencia entre el valor de adquisición del capital reci-
bido y la suma de las rentas efectivamente satisfe-
chas.

j) En las transmisiones de elementos patrimo-
niales a cambio de una renta temporal o vitalicia, la
ganancia o pérdida patrimonial se determinará por
diferencia entre el valor actual financiero actuarial
de la renta y el valor de adquisición de los elemen-
tos patrimoniales transmitidos.

k) Cuando el titular de un derecho real de goce
o disfrute sobre inmuebles efectúe su transmisión,
o cuando se produzca su extinción, para el cálculo
de la ganancia o pérdida patrimonial el importe real
a que se refiere el artículo 33.1.a) de esta Ley se mi-
norará de forma proporcional al tiempo durante el
cual el titular no hubiese percibido rendimientos
del capital inmobiliario.

l) En las incorporaciones de bienes o derechos
que no deriven de una transmisión, se computará
como ganancia patrimonial el valor de mercado de
aquéllos.

m) En las operaciones realizadas en los merca-
dos de futuros y opciones regulados por el Real De-

creto 1814/1991, de 20 de diciembre, se conside-
rará ganancia o pérdida patrimonial el rendimiento
obtenido cuando la operación no suponga la cober-
tura de una operación principal concertada en el de-
sarrollo de las actividades económicas realizadas
por el contribuyente, en cuyo caso tributarán de
acuerdo con lo previsto en la sección 3ª de este ca-
pítulo.

n) En las transmisiones de elementos patri-
moniales afectos a actividades económicas, se
considerará como valor de adquisición el valor
contable, sin perjuicio de las especialidades que
reglamentariamente puedan establecerse res-
pecto a las amortizaciones que minoren dicho
valor.

2. A efectos de lo dispuesto en las letras a), b)
y c) del apartado anterior cuando existan valores
homogéneos se considerará que los transmitidos
por el contribuyente son aquéllos que adquirió en
primer lugar. Asimismo, cuando no se transmita la
totalidad de los derechos de suscripción, se enten-
derá que los transmitidos corresponden a los valo-
res adquiridos en primer lugar.

Cuando se trate de acciones totalmente libera-
das, se considerará como antigüedad de las mismas
la que corresponda a las acciones de las cuales pro-
cedan.

3. Lo dispuesto en las letras d) y e) del apar-
tado 1 de este artículo se entenderá sin perjuicio de
lo establecido en el capítulo VIII del título VIII de
la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades.

Artículo 36. Reinversión en los supuestos de
transmisión de vivienda habitual y
de elementos afectos a actividades
económicas.

1. Podrán excluirse de gravamen las ganancias
patrimoniales obtenidas por la transmisión de la vi-
vienda habitual del contribuyente, siempre que el
importe total obtenido por la transmisión se rein-
vierta en la adquisición de una nueva vivienda ha-
bitual en las condiciones que reglamentariamente
se determinen.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al
total de lo percibido en la transmisión, únicamente
se excluirá de tributación la parte proporcional de
la ganancia patrimonial obtenida que corresponda a
la cantidad reinvertida.
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2. Los contribuyentes que realicen actividades
económicas y transmitan elementos afectos a las
mismas podrán optar por tributar por las ganancias
patrimoniales que se produzcan con arreglo a las
normas de esta Ley, o por aplicar lo previsto en el
artículo 21 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre,
del Impuesto sobre Sociedades, para la reinversión
de beneficios extraordinarios, en cuyo caso se inte-
grará en cada período impositivo el importe total de
la ganancia patrimonial imputable a ese período en
la parte general de la base imponible.

En ningún caso será aplicable a estas ganancias
patrimoniales la exención por reinversión prevista
en el artículo 127 de la Ley 43/1995, de 27 de di-
ciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Artículo 37. Ganancias patrimoniales no justifi-
cadas.

Tendrán la consideración de ganancias de patri-
monio no justificadas los bienes o derechos cuya
tenencia, declaración o adquisición no se corres-
ponda con la renta o patrimonio declarados por el
contribuyente, así como la inclusión de deudas ine-
xistentes en cualquier declaración por este Im-
puesto o por el Impuesto sobre el Patrimonio, o su
registro en los libros o registros oficiales.

Las ganancias patrimoniales no justificadas se
integrarán en la base liquidable general del período
impositivo respecto del que se descubran, salvo que
el contribuyente pruebe suficientemente que ha
sido titular de los bienes o derechos correspondien-
tes desde una fecha anterior a la del período de
prescripción.

CAPÍTULO II

Integración y compensación de rentas

Artículo 38. Integración y compensación de ren-
tas en la parte general de la base im-
ponible.

La parte general de la base imponible se formará
con la totalidad de la renta del contribuyente, ex-
cluidas las ganancias y pérdidas patrimoniales a
que se refiere el artículo siguiente, y estará consti-
tuida por:

a) El saldo resultante de integrar y compensar
entre sí, sin limitación alguna, en cada período im-

positivo, los rendimientos y las imputaciones de
renta a que se refiere el título VII y el artículo 78 de
esta Ley.

b) El saldo positivo resultante de integrar y
compensar, exclusivamente entre sí, en cada perí-
odo impositivo, las ganancias y pérdidas patrimo-
niales, excluidas las previstas en el artículo si-
guiente.

Si el resultado de la integración y compensación
a que se refiere esta letra arrojase saldo negativo, su
importe se compensará con el saldo positivo de las
rentas previstas en la letra a) de este artículo, obte-
nido en el mismo período impositivo, con el límite
del 10 por 100 de dicho saldo positivo.

Si tras dicha compensación quedase saldo nega-
tivo, su importe se compensará en los cuatro años
siguientes en el mismo orden establecido en los pá-
rrafos anteriores.

En ningún caso se efectuará esta compensación
fuera del plazo de cuatro años, mediante la acumu-
lación a pérdidas patrimoniales de ejercicios poste-
riores.

Artículo 39. Integración y compensación de ren-
tas en la parte especial de la base im-
ponible.

1. La parte especial de la base imponible
estará constituida por el saldo positivo que re-
sulte de integrar y compensar exclusivamente
entre sí, en cada período impositivo, las ganan-
cias y pérdidas patrimoniales que se pongan de
manifiesto con ocasión de transmisiones de
elementos patrimoniales o de mejoras realiza-
das en los mismos, con más de dos años de an-
telación a la fecha de transmisión, o de dere-
chos de suscripción que correspondan a valo-
res adquiridos, asimismo, con la misma antela-
ción.

2. Si el resultado de la integración y compen-
sación arrojase saldo negativo, su importe sólo se
podrá compensar con el de las ganancias y pérdidas
patrimoniales que, correspondientes a este mismo
concepto, se pongan de manifiesto durante los cua-
tro años siguientes.

3. La compensación deberá efectuarse en la
cuantía máxima que permita cada uno de los ejerci-
cios siguientes y sin que pueda practicarse fuera del
plazo a que se refiere el apartado anterior mediante
la acumulación a pérdidas patrimoniales de ejerci-
cios posteriores.
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CAPÍTULO III

Mínimo personal y familiar

Artículo 40. Mínimo personal y familiar.

1. El mínimo personal y familiar a que se re-
fieren los apartados siguientes se aplicará, en pri-
mer lugar, a reducir la parte general de la base im-
ponible, sin que pueda ésta resultar negativa como
consecuencia de tal disminución. El remanente, si
lo hubiere, se aplicará a reducir la parte especial de
la base imponible, que tampoco podrá resultar ne-
gativa.

2. Mínimo personal.

El mínimo personal será con carácter general de
550.000 pesetas anuales.

Este importe será de 650.000 pesetas cuando el
contribuyente tenga una edad superior a 65 años, de
850.000 pesetas cuando sea discapacitado y acre-
dite un grado de minusvalía igual o superior al 33
por 100 e inferior al 65 por 100, y de 1.150.000 pe-
setas cuando el grado de minusvalía sea igual o su-
perior al 65 por 100.

3. Mínimo familiar.

1º. El mínimo familiar será:

a) 100.000 pesetas anuales por cada ascen-
diente mayor de 65 años que dependa y conviva
con el contribuyente y no tenga rentas anuales su-
periores al Salario Mínimo Interprofesional, inclui-
das las exentas.

b) Por cada descendiente soltero menor de 25
años, siempre que conviva con el contribuyente y
no tenga rentas anuales superiores a las que se fijen
reglamentariamente, con el límite mínimo de
200.000 pesetas anuales:

— 200.000 pesetas anuales por el primero y se-
gundo.

— 300.000 pesetas anuales por el tercero y si-
guientes.

Estas cuantías se incrementarán:

a’) En 25.000 pesetas, en concepto de material
escolar, por cada descendiente, desde los 3 hasta
los 16 años de edad.

b’) En 50.000 pesetas, por cada descendiente a
cargo menor de 3 años.

c) Por cada una de las personas citadas en las
letras a) y b) anteriores, cualquiera que sea su edad,
que no tengan rentas anuales superiores a la cuantía
que se fije reglamentariamente, con el mínimo de
550.000 pesetas, incluidas las exentas, que sean
discapacitadas y acrediten un grado de minusvalía
igual o superior al 33 por 100 e inferior al 65 por
100, además de las anteriores si proceden, 300.000
pesetas anuales. Esta cuantía será de 600.000 pese-
tas anuales cuando el grado de minusvalía acredi-
tado sea igual o superior al 65 por 100.

A efectos de lo previsto en las letras b) y c) ante-
riores, se asimilarán a los descendientes aquellas
personas vinculadas al contribuyente por razón de
tutela y acogimiento, en los términos previstos en
la legislación civil aplicable.

2º. No procederá la aplicación de los mínimos
familiares a que se refiere el número 1º anterior
cuando las personas que generen el derecho a los
mismos presenten declaración por este Impuesto o
la comunicación prevista en el artículo 81 de
esta Ley.

3º. Cuando dos o más contribuyentes tengan
derecho a la aplicación de los mínimos familiares,
su importe se prorrateará entre ellos por partes
iguales.

No obstante, cuando los contribuyentes tengan
distinto grado de parentesco con el ascendiente o
descendiente, la aplicación del mínimo familiar
corresponderá a los de grado más cercano, salvo
que estos no tengan rentas superiores a la cuantía
que se fije reglamentariamente en cuyo caso co-
rresponderá a los del siguiente grado.

4. La determinación de las circunstancias
personales y familiares que deban tenerse en
cuenta a efectos de lo establecido en los aparta-
dos anteriores, se realizará atendiendo a la si-
tuación existente en la fecha de devengo del Im-
puesto.

No obstante, para la aplicación del mínimo
familiar por ascendientes será necesario que el
ascendiente dependa y conviva con el contribu-
yente, al menos, la mitad del período impositivo.

5. El mínimo personal y familiar de cada
contribuyente estará formado por la suma de las
cuantías que resulten aplicables de acuerdo a los
apartados anteriores.
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CAPÍTULO IV

Reglas especiales de valoración

Artículo 41. Estimación de rentas.

1. La valoración de las rentas estimadas a
que se refiere el artículo 6.3 de esta Ley se efec-
tuará por el valor normal en el mercado. Se en-
tenderá por éste la contraprestación que se acor-
daría entre sujetos independientes, salvo prueba
en contrario.

2. Si se trata de préstamos y operaciones de
captación o utilización de capitales ajenos en gene-
ral, se entenderá por valor normal en el mercado el
tipo de interés legal del dinero que se halle en vigor
el último día del período impositivo.

Artículo 42. Operaciones vinculadas.

1. Se aplicarán en este Impuesto las reglas de
valoración de las operaciones vinculadas en los tér-
minos previstos en el artículo 16 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socieda-
des.

2. En el caso de que la operación vinculada
con una sociedad corresponda al ejercicio de activi-
dades económicas o a la prestación de trabajo per-
sonal por personas físicas, éstas deberán efectuar su
valoración en los términos previstos en el artículo
16 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades, anteriormente citada,
cuando impliquen un aumento de sus ingresos. En
este caso, también la entidad procederá a realizar
dicha valoración a efectos del Impuesto sobre So-
ciedades. 

Artículo 43. Rentas en especie.

1. Constituyen rentas en especie la utilización,
consumo u obtención, para fines particulares, de
bienes, derechos o servicios de forma gratuita o
por precio inferior al normal de mercado, aun
cuando no supongan un gasto real para quien las
conceda.

Cuando el pagador de las rentas entregue al con-
tribuyente importes en metálico para que éste ad-
quiera los bienes, derechos o servicios, la renta ten-
drá la consideración de dineraria.

2. No tendrán la consideración de rendimien-
tos del trabajo en especie:

a) La entrega a los trabajadores en activo, de
forma gratuita o por precio inferior al normal de
mercado, de acciones o participaciones de la propia
empresa o de otras empresas del grupo de socieda-
des, en la parte que no exceda, para el conjunto de
las entregadas a cada trabajador, de 500.000 pese-
tas anuales ó 1.000.000 de pesetas en los últimos
cinco años, en las condiciones que reglamentaria-
mente se establezcan.

b) Las cantidades destinadas a la actualiza-
ción, capacitación o reciclaje del personal emple-
ado, cuando vengan exigidos por el desarrollo de
sus actividades o las características de los puestos
de trabajo.

c) Las entregas a empleados de productos a
precios rebajados que se realicen en cantinas o co-
medores de empresa o economatos de carácter so-
cial. Tendrán la consideración de entrega de pro-
ductos a precios rebajados que se realicen en come-
dores de empresa las fórmulas indirectas de presta-
ción del servicio cuya cuantía no supere la cantidad
que reglamentariamente se determine.

d) La utilización de los bienes destinados a los
servicios sociales y culturales del personal emple-
ado.

e) Las primas o cuotas satisfechas por la em-
presa en virtud de contrato de seguro de acci-
dente laboral o de responsabilidad civil del traba-
jador.

f) Las primas o cuotas satisfechas a entidades
aseguradoras para la cobertura de enfermedad del
trabajador, en las condiciones y con los límites que
reglamentariamente se establezcan.

Artículo 44. Valoración de las rentas en especie.

1. Con carácter general, las rentas en especie
se valorarán por su valor normal en el mercado, con
las siguientes especialidades:

1º. Los siguientes rendimientos del trabajo en
especie se valorarán de acuerdo con las siguientes
normas de valoración:

a) En el caso de utilización de vivienda, el 10
por 100 del valor catastral.

En el caso de inmuebles cuyos valores catas-
trales hayan sido revisados o modificados, de
conformidad con los procedimientos regulados
en los artículos 70 y 71 de la Ley 39/1988, de 28
de diciembre, reguladora de las Haciendas Lo-
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cales, y hayan entrado en vigor a partir de 1 de
enero de 1994, el 5 por 100 del valor catastral.

Si a la fecha de devengo del Impuesto los in-
muebles carecieran de valor catastral o éste no hu-
biera sido notificado al titular, se tomará como base
de imputación de los mismos el 50 por 100 de
aquél por el que deban computarse a efectos del
Impuesto sobre el Patrimonio. En estos casos, el
porcentaje será del 5 por 100.

La valoración resultante no podrá exceder del 10
por 100 de las restantes contraprestaciones del tra-
bajo.

b) En el caso de la utilización o entrega de ve-
hículos automóviles:

— En el supuesto de entrega, el coste de adqui-
sición para el pagador, incluidos los tributos que
graven la operación.

— En el supuesto de uso, el 20 por 100 anual del
coste a que se refiere el párrafo anterior. En caso de
que el vehículo no sea propiedad del pagador, dicho
porcentaje se aplicará sobre el valor de mercado
que correspondería al vehículo si fuese nuevo.

— En el supuesto de uso y posterior entrega, la
valoración de esta última se efectuará teniendo en
cuenta la valoración resultante del uso anterior.

c) En los préstamos con tipos de interés infe-
riores al legal del dinero, la diferencia entre el inte-
rés pagado y el interés legal del dinero vigente en el
período.

d) Por el coste para el pagador, incluidos los
tributos que graven la operación, las siguientes ren-
tas:

— Las prestaciones en concepto de manuten-
ción, hospedaje, viajes y similares.

— Las primas o cuotas satisfechas en virtud de
contrato de seguro u otro similar, sin perjuicio de lo
previsto en las letras e) y f) del apartado 2 del ar-
tículo anterior.

— Las cantidades destinadas a satisfacer gastos
de estudios y manutención del contribuyente o de
otras personas ligadas al mismo por vínculo de pa-
rentesco, incluidos los afines, hasta el cuarto grado
inclusive, sin perjuicio de lo previsto en el apartado
2 del artículo anterior.

e) Por su importe, las contribuciones satisfe-
chas por los promotores de planes de pensiones, así
como las cantidades satisfechas por empresarios
para hacer frente a los compromisos por pensiones
en los términos previstos por la disposición adicio-

nal primera de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Re-
gulación de los Planes y Fondos de Pensiones, y su
normativa de desarrollo.

f) No obstante lo previsto en las letras anterio-
res, cuando el rendimiento del trabajo en especie
sea satisfecho por empresas que tengan como acti-
vidad habitual la realización de las actividades que
dan lugar al mismo, la valoración no podrá ser in-
ferior al precio ofertado al público del bien, dere-
cho o servicio de que se trate.

2º. Las ganancias patrimoniales en especie se
valorarán de acuerdo con los artículos 32 y 35 de
esta Ley.

2. En los casos de rentas en especie, su valora-
ción se realizará según las normas contenidas en
esta Ley. A dicho valor se adicionará el ingreso a
cuenta, salvo que su importe hubiera sido repercu-
tido al perceptor de la renta.

CAPÍTULO V

Regímenes de determinación de 
la base imponible

Artículo 45. Regímenes de determinación de la
base imponible.

1. La cuantía de los distintos componentes de
la base imponible se determinará con carácter ge-
neral por el régimen de estimación directa.

2. La determinación de los rendimientos de ac-
tividades económicas se llevará a cabo a través de
los siguientes regímenes:

a) Estimación directa, que se aplicará como ré-
gimen general, y que admitirá dos modalidades:

— La normal.
— La simplificada. Esta modalidad se aplicará

para determinadas actividades económicas cuyo im-
porte neto de cifra de negocios, para el conjunto de
actividades desarrolladas por el contribuyente, no
supere los 100.000.000 de pesetas en el año inme-
diato anterior, salvo que renuncie a su aplicación, en
los términos que reglamentariamente se establezcan.

b) Estimación objetiva de rendimientos para
determinadas actividades económicas, que se regu-
lará reglamentariamente con arreglo a las siguien-
tes normas: 
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1ª) Los contribuyentes que reúnan las circuns-
tancias previstas en las normas reguladoras de este
régimen, determinarán sus rendimientos conforme
al mismo, salvo que renuncien a su aplicación, en
los términos que reglamentariamente se establez-
can.

2ª) El régimen de estimación objetiva se apli-
cará conjuntamente con los regímenes especiales
establecidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido
o Impuesto General Indirecto Canario, cuando así
se determine reglamentariamente.

3ª) El ámbito de aplicación del régimen de es-
timación objetiva se fijará, entre otros extremos,
bien por la naturaleza de las actividades y cultivos,
bien por módulos objetivos como el volumen de
operaciones, el número de trabajadores, el importe
de las compras, la superficie de las explotaciones o
los activos fijos utilizados, con los límites que, para
el conjunto de actividades desarrolladas por el con-
tribuyente, se determinen reglamentariamente.

4ª) Reglamentariamente podrá establecerse la
aplicación del régimen de estimación objetiva a las
entidades en régimen de atribución de rentas.

3. El régimen de estimación indirecta se apli-
cará de conformidad con lo dispuesto en la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria.

En la estimación indirecta de los rendimientos
procedentes de actividades económicas se tendrán
en cuenta, preferentemente, los signos, índices o
módulos establecidos para la estimación objetiva,
cuando se trate de contribuyentes que hayan renun-
ciado a este último régimen de determinación de la
base imponible.

CAPÍTULO VI

Base liquidable

SECCIÓN 1ª

Base liquidable general

Artículo 46. Base liquidable general.

La base liquidable general estará constituida por
el resultado de practicar en la parte general de la
base imponible, exclusivamente, las siguientes re-
ducciones:

1. En el caso de aportaciones a mutualidades y
planes de pensiones:

1º. Las cantidades abonadas en virtud de con-
tratos de seguro concertados con mutualidades de
previsión social por profesionales no integrados en
alguno de los regímenes de la Seguridad Social, en
la parte que tenga por objeto la cobertura de las
contingencias previstas en el artículo 8.6 de la Ley
8/1987, de 8 de junio, de Regulación de los Planes
y Fondos de Pensiones, siempre que no hayan te-
nido la consideración de gasto deducible para ha-
llar los rendimientos netos de actividades económi-
cas, en los términos que prevé el segundo párrafo
de la regla 1ª del artículo 28 de la presente Ley.

2º. Las cantidades abonadas en virtud de con-
tratos de seguro concertados con mutualidades de
previsión social por profesionales o empresarios in-
dividuales integrados en cualquiera de los regíme-
nes de la Seguridad Social, en la parte que tenga
por objeto la cobertura de las contingencias previs-
tas en el artículo 8.6 de la Ley 8/1987, de 8 de junio,
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3º. Las cantidades abonadas en virtud de con-
tratos de seguro concertados con mutualidades de
previsión social por trabajadores por cuenta ajena o
socios trabajadores, incluidas las contribuciones
del promotor que les hubiesen sido imputadas en
concepto de rendimientos del trabajo, cuando se
efectúen de acuerdo con lo previsto en la disposi-
ción adicional primera de la Ley 8/1987, de 8 de
junio, de Regulación de los Planes y Fondos de
Pensiones, con inclusión del desempleo para los ci-
tados socios trabajadores.

Los contratos de seguro concertados con mutuali-
dades de previsión social a los que se refieren los tres
números anteriores deberán reunir, además de los se-
ñalados con anterioridad, los siguientes requisitos:

a) Las aportaciones anuales máximas a tales
contratos, incluyendo, en su caso, las que hubiesen
sido imputadas por los promotores, no podrán reba-
sar las cantidades previstas en el artículo 5.3 de la
Ley 8/1987, de 8 de junio, de Regulación de los
Planes y Fondos de Pensiones.

b) Los derechos consolidados de los mutualis-
tas sólo podrán hacerse efectivos en los supuestos
previstos, para los planes de pensiones, por el ar-
tículo 8.8 de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Regu-
lación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Si se dispusiera, total o parcialmente, de tales
derechos consolidados en supuestos distintos, el
contribuyente deberá reponer las reducciones en
la base imponible indebidamente practicadas,
practicando declaraciones-liquidaciones com-
plementarias, con inclusión de los intereses de
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demora. A su vez, las cantidades percibidas por
la disposición anticipada de los derechos conso-
lidados tributarán como rendimientos del capi-
tal mobiliario, salvo que provengan de los con-
tratos de seguro a que se refiere el  número 3º de
este apartado, en cuyo caso, tributarán como
rendimientos del trabajo.

c) Las prestaciones percibidas tributarán en su
integridad, sin que en ningún caso puedan minorarse
en las cuantías correspondientes a los excesos de las
contribuciones sobre los límites de reducción en la
base imponible a los que se refiere este artículo. No
obstante, resultará aplicable la regla prevista en la
letra c) del artículo 27 de la Ley 8/1987, de 8 de junio,
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

4º. Las aportaciones realizadas por los partíci-
pes en planes de pensiones, incluyendo las contri-
buciones del promotor que les hubiesen sido impu-
tadas en concepto de rendimientos del trabajo.

Como límite máximo conjunto de estas reduc-
ciones se aplicará la menor de las cantidades si-
guientes:

a) El 20 por 100 de la suma de los rendimien-
tos netos del trabajo y de actividades económicas
percibidos individualmente en el ejercicio.

A estos efectos, se considerarán rendimientos de
actividades económicas los imputados por las so-
ciedades transparentes reguladas en el artículo 75,
apartado 1, letras b) y c) de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, a sus
socios que efectivamente ejerzan su actividad a tra-
vés de las mismas como profesionales, artistas o
deportistas.

b) 1.100.000 pesetas anuales.
El límite máximo de reducción fiscal dependerá

del límite financiero que en cada caso se fije, en
virtud de lo establecido en el artículo 5.3 de la ley
8/1987, de 8 de junio, de Regulación de los Planes
y Fondos de Pensiones.

2. Las pensiones compensatorias a favor del
cónyuge y las anualidades por alimentos, con ex-
cepción de las fijadas en favor de los hijos del con-
tribuyente, satisfechas ambas por decisión judicial.

Artículo 47. Compensación de bases liquidables
generales negativas.

1. Si la base liquidable general resultase nega-
tiva, su importe podrá ser compensado con los de

las bases liquidables generales positivas que se ob-
tengan en los cuatro años siguientes.

2. La compensación deberá efectuarse en la
cuantía máxima que permita cada uno de los ejerci-
cios siguientes y sin que pueda practicarse fuera del
plazo a que se refiere el apartado anterior mediante
la acumulación a bases liquidables generales nega-
tivas de años posteriores.

SECCIÓN 2ª

Base liquidable especial

Artículo 48. Base liquidable especial.

La base liquidable especial estará constituida
por la parte especial de la base imponible.

TÍTULO III

CÁLCULO DEL IMPUESTO

CAPÍTULO I

Determinación de la cuota íntegra estatal

Artículo 49. Cuota íntegra estatal.

La cuota íntegra estatal será la suma de las can-
tidades resultantes de aplicar los tipos de grava-
men, a los que se refieren los artículos 50 y 53 de
esta Ley, a las bases liquidables general y especial,
respectivamente.

Artículo 50. Escala general del Impuesto.

1. La base liquidable general será gravada a
los tipos que se indican en la siguiente escala:

2. Se entenderá por tipo medio de gravamen
estatal el derivado de multiplicar por 100 el co-
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ciente resultante de dividir la cuota obtenida por la
aplicación de la escala prevista en el apartado ante-
rior por la base liquidable general. El tipo medio de
gravamen estatal se expresará con dos decimales.

Artículo 51. Especialidades aplicables en los su-
puestos de anualidades por alimen-
tos a favor de los hijos.

Los contribuyentes que satisfagan anualida-
des por alimentos a sus hijos por decisión judi-
cial, cuando el importe de aquéllas sea inferior a
la base liquidable general, aplicarán la escala
del artículo anterior separadamente al importe
de las anualidades por alimentos y al resto de la
base liquidable general.

Artículo 52. Escala aplicable a los residentes en
el extranjero.

En el caso de los contribuyentes que tuviesen su
residencia habitual en el extranjero por concurrir
alguna de las circunstancias a las que se refieren los
apartados 2 y 3 del artículo 9 de esta Ley, las esca-
las aplicables serán las establecidas en el apartado
1 del artículo 50 y en el apartado 1 del artículo 61
ambos de esta Ley.

Artículo 53. Tipos de gravamen especiales.

1. La base liquidable especial se gravará al
tipo del 17 por 100.

2. La base liquidable especial de los contribu-
yentes a que se refiere el artículo 9, apartados 2 y 3
de esta Ley, se gravará al tipo del 20 por 100.

CAPÍTULO II

Determinación de la cuota líquida estatal

Artículo 54. Cuota líquida estatal.

1. La cuota líquida estatal del Impuesto será el
resultado de disminuir la cuota íntegra estatal en el
85 por 100 del importe total de las deducciones que
procedan de las previstas en el artículo 55 de esta
Ley.

2. El resultado de las operaciones a que se re-
fiere el apartado anterior no podrá ser negativo.

Artículo 55. Deducciones.

1. Deducción por inversión en vivienda habi-
tual. 

1º. Los contribuyentes podrán aplicar una de-
ducción por inversión en su vivienda habitual con
arreglo a los siguientes requisitos y circunstan-
cias:

a) Con carácter general, podrán deducirse
el 15 por 100 de las cantidades satisfechas en el
período de que se trate por la adquisición o re-
habilitación de la vivienda que constituya o vaya
a constituir la residencia habitual del contribu-
yente. A estos efectos, la rehabilitación deberá
cumplir las condiciones que se establezcan re-
glamentariamente.

La base máxima de esta deducción será de
1.500.000 pesetas anuales y estará constituida
por las cantidades satisfechas para la adquisi-
ción o rehabilitación de la vivienda, incluidos los
gastos originados que hayan corrido a cargo del
adquirente y, en el caso de financiación ajena, la
amortización, los intereses y demás gastos deri-
vados de la misma.

También podrán aplicar esta deducción por
las cantidades que se depositen en entidades de
crédito, en cuentas que cumplan los requisitos
de formalización y disposición que se establez-
can reglamentariamente, y siempre que se desti-
nen a la primera adquisición o rehabilitación de
la vivienda habitual, con el límite, conjunta-
mente con el previsto en el párrafo anterior, de
1.500.000 pesetas anuales.

b) Cuando en la adquisición o rehabilita-
ción de la vivienda habitual se utilice financia-
ción ajena, los porcentajes de deducción aplica-
bles a la base de deducción a que se refiere la
letra a) anterior serán en las condiciones y re-
quisitos que se establezcan reglamentariamente,
los siguientes:

— Durante los dos años siguientes a la adqui-
sición o rehabilitación, el 25 por 100 sobre las
primeras 750.000 pesetas y el 15 por 100 sobre el
exceso hasta 1.500.000.

— Con posterioridad los porcentajes ante-
riores serán del 20 por 100 y del 15 por 100, res-
pectivamente.

2º. Cuando se adquiera una vivienda habitual
habiendo disfrutado de la deducción por adquisi-
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ción de otras viviendas habituales anteriores, no se
podrá practicar deducción por la adquisición o re-
habilitación de la nueva en tanto las cantidades in-
vertidas en la misma no superen las invertidas en
las anteriores, en la medida en que hubiesen sido
objeto de deducción.

Cuando la enajenación de una vivienda habitual
hubiera generado una ganancia patrimonial exenta
por reinversión, la base de deducción por la adqui-
sición o rehabilitación de la nueva se minorará en el
importe de la ganancia patrimonial a la que se apli-
que la exención por reinversión. En este caso, no se
podrá practicar deducción por la adquisición de la
nueva mientras las cantidades invertidas en la
misma no superen tanto el precio de la anterior, en
la medida en que haya sido objeto de deducción,
como la ganancia patrimonial exenta por reinver-
sión.

3º. Se entenderá por vivienda habitual aquella
en la que el contribuyente resida durante un plazo
continuado de tres años. No obstante, se entenderá
que la vivienda tuvo aquel carácter cuando, a pesar
de no haber transcurrido dicho plazo, se produzca
el fallecimiento del contribuyente o concurran cir-
cunstancias que necesariamente exijan el cambio
de vivienda, tales como separación matrimonial,
traslado laboral, obtención de primer empleo o de
empleo más ventajoso u otras análogas.

4º. También podrán aplicar la deducción por
inversión en vivienda habitual los contribuyentes
minusválidos que efectúen obras e instalaciones de
adecuación en la misma, incluidos los elementos
comunes del edificio y los que sirvan de paso nece-
sario entre la finca y la vía pública, con las siguien-
tes especialidades:

a) Las obras e instalaciones de adecuación de-
berán ser certificadas por la Administración com-
petente como necesarias para la accesibilidad y co-
municación sensorial que facilite el desenvolvi-
miento digno y adecuado de las personas con mi-
nusvalía, en los términos que se establezcan regla-
mentariamente.

b) La base máxima de esta deducción, inde-
pendientemente de la fijada en la letra a) del apar-
tado 1º anterior, será de 2.000.000 pesetas anuales.

c) Cuando en la inversión para la adecuación
de la vivienda se utilice financiación ajena, los por-
centajes de deducción aplicables serán, en las con-
diciones y requisitos que se establezcan reglamen-
tariamente, los previstos en la letra b) del apartado
1º anterior.

d) Se entenderá como circunstancia que necesa-
riamente exige el cambio de vivienda cuando la an-
terior resulte inadecuada en razón a la minusvalía.

e) También darán derecho a deducción las
obras e instalaciones de adecuación que deban
efectuarse en viviendas ocupadas por el contribu-
yente minusválido a título de arrendatario, suba-
rrendatario o usufructuario.

2. Deducciones en actividades económicas. 

A los contribuyentes por este Impuesto que ejer-
zan actividades económicas, les serán de aplicación
los incentivos y estímulos a la inversión empresa-
rial establecidos o que se establezcan en la norma-
tiva del Impuesto sobre Sociedades, con igualdad
de porcentajes y límites de deducción.

No obstante, estos incentivos sólo serán de apli-
cación a los contribuyentes en régimen de estima-
ción objetiva cuando así se establezca reglamenta-
riamente teniendo en cuenta las características y
obligaciones formales del citado régimen.

3. Deducciones por donativos.

Los contribuyentes podrán aplicar, en este con-
cepto:

a) Las deducciones previstas en la Ley
30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de
Incentivos Fiscales a la Participación Privada en
Actividades de Interés General.

b) El 10 por 100 de las cantidades donadas a las
fundaciones legalmente reconocidas que rindan
cuentas al órgano del protectorado correspondiente,
así como a las asociaciones declaradas de utilidad
pública, no comprendidas en la letra anterior.

4. Deducción por rentas obtenidas en Ceuta o
Melilla.

1º. Contribuyentes residentes en Ceuta o Melilla.

a) Los contribuyentes que tengan su residen-
cia habitual en Ceuta o Melilla se deducirán el 50
por 100 de la parte de la suma de las cuotas ínte-
gras estatal y autonómica o complementaria que
proporcionalmente corresponda a las rentas com-
putadas para la determinación de las bases liqui-
dables que hubieran sido obtenidas en Ceuta o
Melilla.

b) También gozarán de la presente deducción
los contribuyentes que mantengan su residencia ha-
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bitual en Ceuta o Melilla durante un plazo no infe-
rior a cinco años, en los períodos impositivos ini-
ciados con posterioridad al final de ese plazo,
por las rentas obtenidas fuera de dichas ciudades
cuando, al menos, una tercera parte del patrimo-
nio neto del contribuyente, determinado con-
forme a la normativa reguladora del Impuesto
sobre el Patrimonio, esté situado en dichas ciu-
dades.

La cuantía máxima de las rentas, obtenidas
fuera de dichas ciudades, que pueden gozar de
la deducción será el importe neto de los rendi-
mientos y ganancias y pérdidas patrimoniales
obtenidos en dichas ciudades.

1) Que la cuantía de dichas rentas no supere al
importe neto de los rendimientos y ganancias patri-
moniales obtenidas en dichas ciudades.

2) Que, al menos, una tercera parte del patri-
monio neto del contribuyente, determinado con-
forme a la normativa reguladora del Impuesto sobre
el Patrimonio, esté situado en dichas ciudades.

Reglamentariamente podrá establecerse un lí-
mite a la cuantía de las rentas comprendidas en esta
letra que puedan gozar de la deducción.

2º. Los contribuyentes que no tengan su resi-
dencia habitual en Ceuta o Melilla, se deducirán el
50 por 100 de la parte de la suma de las cuotas ínte-
gras estatal y autonómica o complementaria que pro-
porcionalmente corresponda a las rentas computadas
para la determinación de las bases liquidables positi-
vas que hubieran sido obtenidas en Ceuta o Melilla.

En ningún caso se aplicará esta deducción a las
rentas  siguientes:

— Las procedentes de Instituciones de Inver-
sión Colectiva, salvo cuando la totalidad de sus
activos esté invertida en Ceuta o Melilla, en las
condiciones que reglamentariamente se deter-
minen.

— Las rentas a las que se refieren las letras a),
e) e i) del número siguiente.

3º. A los efectos previstos en esta Ley, se con-
siderarán rentas obtenidas en Ceuta o Melilla las si-
guientes:

a) Los rendimientos del trabajo, cuando se de-
riven de trabajos de cualquier clase realizados en
dichos territorios.

b) Los rendimientos que procedan de la titula-
ridad de bienes inmuebles situados en Ceuta o Me-

lilla o de derechos reales que recaigan sobre los
mismos.

c) Las que procedan del ejercicio de activida-
des económicas efectivamente realizadas, en las
condiciones que reglamentariamente se determi-
nen, en Ceuta o Melilla.

d) Las ganancias patrimoniales que procedan
de bienes inmuebles radicados en Ceuta o Meli-
lla.

e) Las ganancias patrimoniales que procedan
de bienes muebles situados en Ceuta o Melilla.

f) Los rendimientos del capital mobiliario pro-
cedentes de obligaciones o préstamos, cuando los
capitales se hallen invertidos en dichos territorios y
allí generen las rentas correspondientes.

g) Los rendimientos del capital mobiliario pro-
cedentes del arrendamiento de bienes muebles, ne-
gocios o minas, en las condiciones que reglamenta-
riamente se determinen.

h) Las rentas procedentes de sociedades que
operen efectiva y materialmente en Ceuta o Melilla
y con domicilio y objeto social exclusivo en dichos
territorios.

i) Los rendimientos procedentes de depósitos
o cuentas en toda clase de instituciones financieras
situadas en Ceuta o Melilla.

Artículo 56. Límites de determinadas deduccio-
nes.

La base de la deducción por donativos a que
se refiere el apartado 3 del artículo 55 de esta
Ley, no podrá exceder del 10 por 100 de la base
liquidable del contribuyente.

Artículo 57. Comprobación de la situación patri-
monial.

1. La aplicación de la deducción por inversión
en vivienda requerirá que el importe comprobado
del patrimonio del contribuyente al finalizar el pe-
ríodo de la imposición exceda del valor que arro-
jase su comprobación al comienzo del mismo al
menos en la cuantía de las inversiones realizadas,
sin computar los intereses y demás gastos de finan-
ciación.

2. A estos efectos, no se computarán los incre-
mentos o disminuciones de valor experimentados
durante el período impositivo por los elementos pa-
trimoniales que al final del mismo sigan formando
parte del patrimonio del contribuyente.
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TÍTULO IV

GRAVAMEN AUTONÓMICO 
O COMPLEMENTARIO

CAPÍTULO I

Normas comunes

Artículo 58. Normas comunes aplicables para la
determinación del gravamen autonó-
mico o complementario.

Para la determinación del gravamen autonómico
o complementario se aplicarán las normas relativas
a la sujeción al Impuesto, y determinación de la ca-
pacidad económica contenidas en los títulos I y II
de esta Ley, así como las relativas a la tributación
familiar, regímenes especiales e instituciones de in-
versión colectiva, contenidas en los títulos VI, VII
y VIII de esta Ley.

CAPÍTULO II

Residencia habitual en el territorio 
de una Comunidad Autónoma

Artículo 59. Residencia habitual en el territorio
de una Comunidad Autónoma.

1. A efectos de esta Ley, se considerará que los
contribuyentes con residencia habitual en territorio
español son residentes en el territorio de una Co-
munidad Autónoma:

1º. Cuando permanezcan en su territorio un
mayor número de días del período impositivo.

Para determinar el período de permanencia se
computarán las ausencias temporales.

Salvo prueba en contrario, se considerará que
una persona física permanece en el territorio de una
Comunidad Autónoma cuando en dicho territorio
radique su vivienda habitual.

2º. Cuando no fuese posible determinar la per-
manencia a que se refiere el punto 1º anterior, se
considerarán residentes en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma donde tengan su principal centro
de intereses. Se considerará como tal el territorio
donde obtengan la mayor parte de la base imponi-
ble del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas (I.R.P.F.), determinada por los siguientes
componentes de renta:

a) Rendimientos de trabajo, que se entenderán
obtenidos donde radique el centro de trabajo res-
pectivo, si existe.

b) Rendimientos del capital inmobiliario y ga-
nancias patrimoniales derivados de bienes inmue-
bles, que se entenderán obtenidos en el lugar en que
radiquen éstos.

c) Rendimientos derivados de actividades eco-
nómicas, ya sean empresariales o profesionales,
que se entenderán obtenidos donde radique el cen-
tro de gestión de cada una de ellas.

d) Bases imputadas en el régimen de transpa-
rencia profesional, que se entenderán obtenidas en el
lugar en el que se desarrolle la actividad profesional.

3º. Cuando no pueda determinarse la residen-
cia conforme a los criterios establecidos en los pun-
tos 1º y 2º anteriores, se considerarán residentes en
el lugar de su última residencia declarada a efectos
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
(I.R.P.F.).

2. Las personas físicas residentes en el territo-
rio de una Comunidad Autónoma, que pasasen a
tener su residencia habitual en el de otra, cumplirá
sus obligaciones tributarias de acuerdo con la
nueva residencia, cuando ésta actúe como punto de
conexión.

Además, cuando en virtud de lo previsto en el
apartado 3 siguiente deba considerarse que no ha
existido cambio de residencia, las personas físicas
deberán presentar las declaraciones complementa-
rias que correspondan, con inclusión de los intere-
ses de demora.

El plazo de presentación de las declaraciones
complementarias terminará el mismo día que con-
cluya el plazo de presentación de las declaracio-
nes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas (I.R.P.F.) correspondientes al año en que
concurran las circunstancias que, según lo pre-
visto en el apartado 3 siguiente, determinen que
deba considerarse que no ha existido cambio de
residencia.

3. No producirán efecto los cambios de resi-
dencia que tengan por objeto principal lograr una
menor tributación efectiva en este Impuesto.

Se presumirá, salvo que la nueva residencia se
prolongue de manera continuada durante, al menos,
tres años, que no ha existido cambio, en relación al
rendimiento cedido del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas (I.R.P.F.), cuando concurran
las siguientes circunstancias:
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a) Que en el año en el cual se produce el cam-
bio de residencia o en el siguiente, la base imponi-
ble del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí-
sicas (I.R.P.F.) sea superior en, al menos, un 50 por
100, a la del año anterior al cambio.

En caso de tributación conjunta se determinará
de acuerdo con las normas de individualización.

b) Que en el año en el cual se produce la situa-
ción a que se refiere la letra anterior, su tributación
efectiva por el Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (I.R.P.F.) sea inferior a la que hubiese
correspondido de acuerdo con la normativa aplica-
ble en la Comunidad Autónoma en la que residía
con anterioridad al cambio.

c) Que en el año siguiente a aquel en el cual se
produce la situación a que se refiere la letra a) ante-
rior, o en el siguiente, vuelva a tener su residencia
habitual en el territorio de la Comunidad Autó-
noma en la que residió con anterioridad al cambio.

4. Las personas físicas residentes en territorio
español, que no permanezcan en dicho territorio más
de 183 días durante el año natural, se considerarán
residentes en el territorio de la Comunidad Autó-
noma en que radique el núcleo principal o la base de
sus actividades o de sus intereses económicos.

5. Las personas físicas residentes en territorio
español por aplicación de la presunción prevista en
el último párrafo del apartado 1 del artículo 9 de la
presente Ley, se considerarán residentes en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma en que residan
habitualmente el cónyuge no separado legalmente
y los hijos menores de edad que dependan de ellas.

CAPÍTULO III

Cálculo del gravamen autonómico 
o complementario

SECCIÓN 1ª

Determinación de la cuota íntegra autonómica
o complementaria

Artículo 60. Cuota íntegra autonómica o comple-
mentaria.

La cuota íntegra autonómica o complementaria
del Impuesto será la suma de las cuantías resultan-
tes de aplicar los tipos de gravamen, a los que se re-
fieren los artículos 61 y 63 de esta Ley, a la base li-
quidable general y especial, respectivamente.

Artículo 61. Escala autonómica o complementa-
ria del Impuesto.

1. La base liquidable general será gravada a
los tipos de la escala autonómica del Impuesto que,
conforme a lo previsto en el artículo 13.uno.1º.a)
de la Ley 14/1996, de 30 de diciembre, de Cesión
de Tributos del Estado a las Comunidades Autóno-
mas y de Medidas Fiscales Complementarias, haya
sido aprobada por la Comunidad Autónoma.

Si la Comunidad Autónoma no hubiese apro-
bado la escala a que se refiere el párrafo anterior o
no hubiese asumido competencias normativas en
materia del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas (I.R.P.F.), será aplicable la siguiente es-
cala complementaria:

2. Se entenderá por tipo medio de gravamen
autonómico o complementario el derivado de mul-
tiplicar por 100 el cociente resultante de dividir la
cuota obtenida por la aplicación de la escala pre-
vista en el apartado anterior por la base liquidable
general. El tipo medio de gravamen autonómico se
expresará con dos decimales. 

Artículo 62. Especialidades aplicables en los su-
puestos de anualidades por alimen-
tos a favor de los hijos.

Los contribuyentes que satisfagan anualida-
des por alimentos a sus hijos por decisión judi-
cial, cuando el importe de aquéllas sea inferior a
la base liquidable general, aplicarán la escala
del artículo anterior separadamente al importe
de las anualidades por alimentos y al resto de la
base liquidable general.

Artículo 63. Tipo de gravamen especial.

La base liquidable especial se gravará con el tipo
del 3 por 100.
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SECCIÓN 2ª

Determinación de la cuota líquida autonómica
o complementaria

Artículo 64. Cuota líquida autonómica o comple-
mentaria.

1. La cuota líquida autonómica o complemen-
taria será el resultado de disminuir la cuota íntegra
autonómica o complementaria en la suma de:

a) El 15 por 100 del importe total de las de-
ducciones que procedan de las previstas en el ar-
tículo 55 de esta Ley, con los límites y requisitos de
situación patrimonial previstos en los artículos 56 y
57 de la misma.

b) El importe de las deducciones establecidas
por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de las
competencias previstas en la Ley 14/1996, de 30 de
diciembre, de Cesión de Tributos del Estado a las
Comunidades Autónomas y de Medidas Fiscales
Complementarias.

2. El resultado de las operaciones a que se re-
fiere el apartado anterior no podrá ser negativo.

TÍTULO V

CUOTA DIFERENCIAL

Artículo 65. Cuota diferencial.

La cuota diferencial será el resultado de minorar
la cuota líquida total del Impuesto, que será la suma
de las cuotas líquidas, estatal y autonómica o com-
plementaria, en los siguientes importes: 

a) Las deducciones por doble imposición de
dividendos y por doble imposición internacional
previstas en los artículos 66 y 67 de esta Ley.

b) Las retenciones, los ingresos a cuenta y los
pagos fraccionados previstos en esta Ley y en sus
normas reglamentarias de desarrollo.

c) Las cuotas satisfechas por el Impuesto sobre
Sociedades por las sociedades sometidas al régimen
de transparencia fiscal, a las que se refiere el artículo
75 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades, así como las cuotas que
hubieran sido imputadas a dichas sociedades. Estas
cuotas, junto con los pagos a cuenta imputados co-
rrespondientes a las mismas tendrán como límite

máximo el derivado de aplicar el tipo medio de gra-
vamen, resultante de sumar el estatal y autonómico o
complementario a los que se refieren los artículos 50
y 61 de esta Ley, a la base imponible imputada.

d) Las deducciones a que se refieren el artículo
75.8 y el artículo 76.4 de esta Ley.

Artículo 66. Deducción por doble imposición de
dividendos.

1. Se deducirán los importes que resulten de
aplicar los porcentajes que a continuación se indi-
can, cuando se trate de los rendimientos a que se re-
fiere el apartado 1 del artículo 23 de esta Ley y de la
parte de base imponible imputada de una sociedad
transparente que corresponda a dichos rendimientos:

— 40 por 100, con carácter general.
— 25 por 100 cuando, de acuerdo con el citado

precepto, hubiera procedido multiplicar el rendi-
miento por el porcentaje del 125 por 100.

— 0 por 100 cuando, de acuerdo con el citado
precepto, hubiera procedido multiplicar el rendi-
miento por el porcentaje del 100 por 100.

Para la deducción por doble imposición corres-
pondiente a los retornos de las cooperativas prote-
gidas y especialmente protegidas, reguladas por la
Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen
Fiscal de las Cooperativas, se atenderá a lo dis-
puesto en el artículo 32 de dicha Ley.

2. La base de esta deducción estará constituida
por el importe íntegro percibido.

3. Las cantidades no deducidas por insuficien-
cia de cuota líquida podrán deducirse en los cuatro
años siguientes.

Artículo 67. Deducción por doble imposición in-
ternacional.

1. Cuando entre las rentas del contribuyente fi-
guren rendimientos o ganancias patrimoniales ob-
tenidos y gravados en el extranjero, se deducirá la
menor de las cantidades siguientes:

a) El importe efectivo de lo satisfecho en el ex-
tranjero por razón de gravamen de carácter perso-
nal sobre dichos rendimientos o ganancias patrimo-
niales.

b) El resultado de aplicar el tipo de gravamen a
la parte de base liquidable gravada en el extranjero.
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2. A estos efectos, el tipo de gravamen será el
resultado de multiplicar por 100 el cociente obte-
nido de dividir la cuota líquida total por la base li-
quidable. A tal fin se deberá diferenciar el tipo de
gravamen que corresponda a las rentas que deban
integrarse en la parte general o especial de la base
imponible, según proceda. El tipo de gravamen se
expresará con dos decimales.

TÍTULO VI

TRIBUTACIÓN FAMILIAR

Artículo 68. Tributación conjunta.

1. Podrán tributar conjuntamente las personas
que formen parte de alguna de las siguientes moda-
lidades de unidad familiar:

1ª) La integrada por los cónyuges no separa-
dos legalmente y, si los hubiere:

a) Los hijos menores, con excepción de los
que, con el consentimiento de los padres, vivan in-
dependientes de éstos.

b) Los hijos mayores de edad incapacitados ju-
dicialmente sujetos a patria potestad prorrogada o
rehabilitada.

2ª) En los casos de separación legal, o cuando
no existiera vínculo matrimonial, la formada por el
padre o la madre y todos los hijos que convivan con
uno u otro y que reúnan los requisitos a que se re-
fiere la regla 1ª), de este artículo.

2. Nadie podrá formar parte de dos unidades
familiares al mismo tiempo.

3. La determinación de los miembros de la
unidad familiar se realizará atendiendo a la situa-
ción existente a 31 de diciembre de cada año, salvo
en el caso de fallecimiento durante el año de algún
miembro de la unidad familiar, en cuyo caso, los
restantes miembros de la unidad familiar podrán
optar por la tributación conjunta, incluyendo las
rentas del fallecido.

Artículo 69. Opción por la tributación conjunta.

1. Las personas físicas integradas en una uni-
dad familiar podrán optar, en cualquier período im-
positivo, por tributar conjuntamente en el Impuesto

sobre la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.),
con arreglo a las normas generales del Impuesto y
las disposiciones del presente título, siempre que
todos sus miembros sean contribuyentes por este
Impuesto.

La opción por la tributación conjunta no vincu-
lará para períodos sucesivos.

2. La opción por la tributación conjunta deberá
abarcar a la totalidad de los miembros de la unidad
familiar. Si uno de ellos presenta declaración indi-
vidual, los restantes deberán utilizar el mismo régi-
men.

La opción ejercitada para un período impositivo
no podrá ser modificada con posterioridad respecto
del mismo una vez finalizado el plazo reglamenta-
rio de declaración.

En caso de falta de declaración, los contribuyen-
tes tributarán individualmente, salvo que manifies-
ten expresamente su opción en el plazo de diez días
a partir del requerimiento de la Administración tri-
butaria.

Artículo 70. Normas aplicables en la tributación
conjunta.

1. En la tributación conjunta serán aplicables
las reglas generales del Impuesto sobre determina-
ción de la renta de los contribuyentes, determina-
ción de las bases imponible y liquidable y determi-
nación de la deuda tributaria, con las especialidades
que se fijan en los apartados siguientes.

2. Los importes y límites cuantitativos estable-
cidos a efectos de la tributación individual, se apli-
carán en idéntica cuantía en la tributación conjunta,
sin que proceda su elevación o multiplicación en
función del número de miembros de la unidad fa-
miliar.

No obstante:

1º. El límite máximo de reducción de la base
imponible prevista en la letra b) del número 1 del
artículo 46 de esta Ley será aplicado individual-
mente por cada partícipe o mutualista integrado en
la unidad familiar.

2º. En la primera de las modalidades de unidad
familiar del artículo 68 de esta Ley, el mínimo per-
sonal previsto con carácter general en el apartado 2
del artículo 40 de esta Ley se aplicará teniendo en
cuenta las circunstancias de cada uno de los cónyu-
ges, con el mínimo conjunto de 1.100.000 pesetas.

3º. En la segunda de las modalidades de uni-
dad familiar del artículo 68 de esta Ley, el mínimo

— 210 —

BOCG, SENADO, SERIE II 6 DE NOVIEMBRE DE 1998 NÚM. 100



personal previsto en el apartado 2 del artículo 40 de
esta Ley será de 900.000, 1.000.000 y 1.200.000 o
1.500.000 pesetas, respectivamente. Cuando el
padre y la madre convivan juntos, el mínimo perso-
nal será el previsto en el apartado 2 del artículo 40
de esta Ley.

4º En ningún caso procederá la aplicación
del mínimo personal por los hijos, sin perjuicio
de la cuantía que proceda por mínimo familiar.

3. En la tributación conjunta serán compensa-
bles, con arreglo a las normas generales del Im-
puesto, las pérdidas patrimoniales y las bases liqui-
dables generales negativas, realizadas y no com-
pensadas por los contribuyentes componentes de la
unidad familiar en períodos impositivos anteriores
en que hayan tributado individualmente.

4. Los mismos conceptos determinados en tri-
butación conjunta serán compensables exclusiva-
mente, en caso de tributación individual posterior,
por aquellos contribuyentes a quienes correspon-
dan de acuerdo con las reglas sobre individualiza-
ción de rentas contenidas en esta Ley.

5. Las rentas de cualquier tipo obtenidas por
las personas físicas integradas en una unidad fami-
liar que hayan optado por la tributación conjunta,
serán gravadas acumuladamente.

6. Todos los miembros de la unidad familiar
quedarán conjunta y solidariamente sometidos al
Impuesto, sin perjuicio del derecho a prorratear
entre sí la deuda tributaria, según la parte de renta
sujeta que corresponda a cada uno de ellos.

TÍTULO VII

REGÍMENES ESPECIALES

SECCIÓN 1ª

Imputación de rentas inmobiliarias

Artículo 71. Imputación de rentas inmobiliarias.

1. En el supuesto de los bienes inmuebles ur-
banos, calificados como tales en el artículo 62 de
la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora
de las Haciendas Locales, no afectos a actividades
económicas, ni generadores de rendimientos de
capital inmobiliario, excluida la vivienda habi-
tual y el suelo no edificado, tendrá la considera-
ción de renta imputada la cantidad que resulte
de aplicar el 3 por 100 al valor catastral, deter-

minándose proporcionalmente al número de
días que corresponda en cada período imposi-
tivo.

En el caso de inmuebles cuyos valores catas-
trales hayan sido revisados o modificados, de
conformidad con los procedimientos regulados
en los artículos 70 y 71 de la Ley 39/1988, de 28
de diciembre, reguladora de las Haciendas Lo-
cales, y hayan entrado en vigor a partir de 1 de
enero de 1994, la renta imputada será el 1,5 por
100 del valor catastral.

Si a la fecha de devengo del Impuesto los inmue-
bles a que se refiere este apartado carecieran de
valor catastral o éste no hubiera sido notificado al ti-
tular, se tomará como base de imputación de los mis-
mos el 50 por 100 de aquel por el que deban compu-
tarse a efectos del Impuesto sobre el Patrimonio. En
estos casos, el porcentaje será del 1,5 por 100.

Cuando se trate de inmuebles en construcción y
en los supuestos en que, por razones urbanísticas,
el inmueble no sea susceptible de uso, no se esti-
mará renta alguna.

2. Estas rentas se imputarán a los titulares de
los bienes inmuebles de acuerdo con el artículo 7
de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto
sobre el Patrimonio.

Cuando existan derechos reales de disfrute, la
renta computable a estos efectos en el titular del de-
recho será la que correspondería al propietario.

3. En los supuestos de derechos de aprovecha-
miento por turno de bienes inmuebles la imputa-
ción se efectuará al titular del derecho real, prorra-
teando la base liquidable del Impuesto sobre Bie-
nes Inmuebles en función de la duración anual del
periodo de aprovechamiento. Cuando no pueda de-
terminarse la base liquidable, se tomará como base
de imputación el precio de adquisición del derecho
de aprovechamiento.

No procederá la imputación de renta inmobilia-
ria a los titulares de derechos de aprovechamiento
por turno de bienes inmuebles cuando su duración
no exceda de dos semanas por año.

SECCIÓN 2ª

Imputaciones en el régimen de transparencia
fiscal

Artículo 72. Imputación de bases imponibles.

1. Los contribuyentes imputarán en la parte
general de la base imponible, de acuerdo con lo
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previsto en el artículo 38 de esta Ley, la base impo-
nible obtenida por las sociedades transparentes a
las que se refiere el artículo 75 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades
en la proporción que resulte de los estatutos socia-
les y, en su defecto, de acuerdo con su participación
en el capital social.

No obstante lo dispuesto en el artículo 75.3 de la
Ley anterior, a la parte de base imponible imputada
que corresponda a rendimientos obtenidos por la
participación en fondos propios de cualquier tipo
de entidad residente en territorio español le será de
aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del artículo
23 de esta Ley.

2. La imputación de bases imponibles positi-
vas de sociedades en régimen de transparencia fis-
cal se efectuará en el período impositivo en que se
hubiesen aprobado las cuentas anuales correspon-
dientes. Si éstas no se hubieran aprobado en el
plazo de seis meses desde la fecha de cierre del
ejercicio social, se imputarán al período impositivo
en el que venza dicho plazo.

No obstante, el contribuyente podrá optar por
imputarlas a los períodos impositivos que corres-
pondan a las fechas de cierre de los ejercicios so-
ciales.

La opción se manifestará en la primera declara-
ción del Impuesto en que haya de surtir efecto, de-
berá mantenerse durante tres años y no podrá pro-
ducir como efecto que queden bases imponibles sin
computar en las declaraciones de los contribuyen-
tes.

Artículo 73. Imputación de otros conceptos.

Los contribuyentes a los que se refiere el artículo
anterior tendrán derecho a la imputación:

a) De las deducciones y bonificaciones en la
cuota a las que tenga derecho la sociedad. Las
bases de las deducciones y bonificaciones se inte-
grarán en la liquidación de los contribuyentes, mi-
norando, en su caso, la cuota según las normas es-
pecíficas de este Impuesto.

Las deducciones y bonificaciones se imputarán
conjuntamente con la base imponible positiva.

b) De los pagos fraccionados, retenciones e in-
gresos a cuenta correspondientes a la sociedad
transparente.

c) De la cuota satisfecha por la sociedad trans-
parente por el Impuesto sobre Sociedades, así como
la cuota que hubiere sido imputada a dicha socie-

dad, con el límite a que se refiere el artículo 65. c)
de esta Ley.

Artículo 74. Individualización.

Los conceptos previstos en la presente Sección
se imputarán a las personas físicas que tengan los
derechos económicos inherentes a la cualidad de
socio el día de la conclusión del período impositivo
de la sociedad transparente.

SECCIÓN 3ª

Transparencia fiscal internacional

Artículo 75. Imputación de rentas en el régimen
de transparencia fiscal internacional.

1. Los contribuyentes imputarán la renta posi-
tiva obtenida por una entidad no residente en terri-
torio español, en cuanto dicha renta perteneciere a
alguna de las clases previstas en el apartado 2 de
este artículo y se cumplieren las circunstancias si-
guientes:

a) Que por sí solas o conjuntamente con enti-
dades vinculadas según lo previsto en el artículo 16
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades, o con otros contribuyen-
tes unidos por vínculos de parentesco, incluido el
cónyuge, en línea directa o colateral, consanguínea
o por afinidad hasta el segundo grado inclusive,
tengan una participación igual o superior al 50 por
100 en el capital, los fondos propios, los resultados
o los derechos de voto de la entidad no residente en
territorio español, en la fecha del cierre del ejerci-
cio social de esta última.

La participación que tengan las entidades vincu-
ladas no residentes se computará por el importe de
la participación indirecta que determine en las per-
sonas o entidades vinculadas residentes en territo-
rio español.

El importe de la renta positiva a incluir se deter-
minará en proporción a la participación en los re-
sultados y, en su defecto, a la participación en el ca-
pital, los fondos propios o los derechos de voto de
la entidad.

b) Que el importe satisfecho por la entidad no
residente en territorio español, imputable a alguna
de las clases de rentas previstas en el apartado 2,
por razón de gravamen de naturaleza idéntica o
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análoga al Impuesto sobre Sociedades, sea inferior
al 75 por 100 del que hubiere correspondido de
acuerdo con las normas del citado Impuesto.

2. Únicamente se imputará la renta positiva
que provenga de cada una de las siguientes fuentes:

a) Titularidad de bienes inmuebles rústicos y
urbanos o de derechos reales que recaigan sobre los
mismos, salvo que estén afectos a una actividad
empresarial conforme a lo dispuesto en el artículo
27 de esta Ley o cedidos en uso a entidades no resi-
dentes, pertenecientes al mismo grupo de socieda-
des de la titular, en el sentido del artículo 42 del Có-
digo de Comercio.

b) Participación en fondos propios de cual-
quier tipo de entidad y cesión a terceros de capita-
les propios, en los términos previstos en los aparta-
dos 1 y 2 del artículo 23 de esta Ley.

No se entenderá incluida en esta letra la renta po-
sitiva que proceda de los siguientes activos finan-
cieros:

a’) Los tenidos para dar cumplimiento a obli-
gaciones legales y reglamentarias originadas por el
ejercicio de actividades empresariales.

b’) Los que incorporen derechos de crédito na-
cidos de relaciones contractuales establecidas
como consecuencia del desarrollo de actividades
empresariales.

c’) Los tenidos como consecuencia del ejerci-
cio de actividades de intermediación en mercados
oficiales de valores.

d’) Los tenidos por entidades de crédito y ase-
guradoras como consecuencia del ejercicio de sus
actividades empresariales, sin perjuicio de lo esta-
blecido en la letra c).

La renta positiva derivada de la cesión a terceros
de capitales propios se entenderá que procede de la
realización de actividades crediticias y financieras
a que se refiere la letra c), cuando el cedente y el ce-
sionario pertenezcan a un grupo de sociedades en el
sentido del artículo 42 del Código de Comercio y
los ingresos del cesionario procedan, al menos en el
85 por 100, del ejercicio de actividades empresaria-
les.

c) Actividades crediticias, financieras, asegu-
radoras y de prestación de servicios, excepto los di-
rectamente relacionados con actividades de expor-
tación, realizadas, directa o indirectamente, con
personas o entidades residentes en territorio espa-
ñol y vinculadas en el sentido del artículo 16 de la

Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades, en cuanto determinen gastos fis-
calmente deducibles en dichas personas residentes.

No se incluirá la renta positiva cuando más del
50 por 100 de los ingresos derivados de las activi-
dades crediticias, financieras, aseguradoras o de
prestación de servicios, excepto los directamente
relacionados con actividades de exportación, reali-
zadas por la entidad no residente procedan de ope-
raciones efectuadas con personas o entidades no
vinculadas en el sentido del artículo 16 de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades.

d) Transmisiones de los bienes y derechos re-
feridos en las letras a) y b) que generen ganancias y
pérdidas patrimoniales.

No se incluirán las rentas previstas en los aparta-
dos a), b) y d) anteriores, obtenidas por la entidad
no residente en cuanto procedan o se deriven de en-
tidades en las que participe, directa o indirecta-
mente, en más del 5 por 100, cuando se cumplan
los dos requisitos siguientes:

a’) Que la entidad no residente dirija y ges-
tione las participaciones mediante la correspon-
diente organización de medios materiales y perso-
nales.

b’) Que los ingresos de las entidades de las que
se obtengan las rentas procedan, al menos en el 85
por 100, del ejercicio de actividades empresariales.

A estos efectos, se entenderá que proceden del
ejercicio de actividades empresariales las rentas
previstas en las letras a), b) y d) que tuvieran su ori-
gen en entidades que cumplan el requisito de la
letra b’) anterior y estén participadas, directa o in-
directamente, en más del 5 por 100 por la entidad
no residente.

3. No se imputarán las rentas previstas en las
letras a), b) y d) del apartado anterior cuando la
suma de sus importes sea inferior al 15 por 100 de
la renta total o al 4 por 100 de los ingresos totales
de la entidad no residente.

Los límites establecidos en el párrafo anterior
podrán referirse a la renta o a los ingresos obteni-
dos por el conjunto de las entidades no residentes
en territorio español pertenecientes a un grupo de
sociedades en el sentido del artículo 42 del Código
de Comercio.

En ningún caso se imputará una cantidad supe-
rior a la renta total de la entidad no residente.

No se imputará en la base imponible del contri-
buyente el Impuesto o impuestos de naturaleza
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idéntica o similar al Impuesto sobre Sociedades
efectivamente satisfecho por la sociedad no resi-
dente por la parte de renta a incluir.

Las rentas positivas de cada una de las fuentes
citadas en el apartado 2 se imputarán en la parte ge-
neral de la base imponible, de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 38 de esta Ley.

4. Estarán obligadas a la correspondiente im-
putación  los contribuyentes comprendidos en la
letra a) del apartado 1, que participen directamente
en la entidad no residente o bien indirectamente a
través de otra u otras entidades no residentes. En
este último caso, el importe de la renta positiva será
el correspondiente a la participación indirecta.

5. La imputación se realizará en el período im-
positivo que comprenda el día en que la entidad no
residente en territorio español haya concluido su
ejercicio social que, a estos efectos, no podrá en-
tenderse de duración superior a doce meses, salvo
que el contribuyente opte por realizar dicha inclu-
sión en el período impositivo que comprenda el día
en que se aprueben las cuentas correspondientes a
dicho ejercicio, siempre que no hubieran transcu-
rrido más de seis meses contados a partir de la
fecha de conclusión del mismo.

La opción se manifestará en la primera declara-
ción del Impuesto en que haya de surtir efecto y de-
berá mantenerse durante tres años.

6. El importe de la renta positiva a imputar en
la base imponible se calculará de acuerdo con los
principios y criterios establecidos en la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, y en las restantes disposiciones relati-
vas al Impuesto sobre Sociedades para la determi-
nación de la base imponible. Se entenderá por renta
total el importe de la base imponible que resulte de
aplicar estos mismos criterios y principios.

A estos efectos, se utilizará el tipo de cambio vi-
gente al cierre del ejercicio social de la entidad no
residente en territorio español.

7. No se imputarán los dividendos o participa-
ciones en beneficios en la parte que corresponda a
la renta positiva que haya sido imputada. El mismo
tratamiento se aplicará a los dividendos a cuenta.

En caso de distribución de reservas se atenderá a
la designación contenida en el acuerdo social, en-
tendiéndose aplicadas las últimas cantidades abo-
nadas a dichas reservas.

Una misma renta positiva solamente podrá ser
objeto de imputación por una sola vez, cualquiera
que sea la forma y la entidad en que se manifieste.

8. Será deducible de la cuota líquida el im-
puesto o gravamen efectivamente satisfecho en el

extranjero por razón de la distribución de los divi-
dendos o participaciones en beneficios, sea con-
forme a un convenio para evitar la doble imposi-
ción o de acuerdo con la legislación interna del país
o territorio de que se trate, en la parte que corres-
ponda a la renta positiva incluida en la base impo-
nible.

Esta deducción se practicará aun cuando los im-
puestos correspondan a períodos impositivos dis-
tintos a aquél en el que se realizó la inclusión.

En ningún caso se deducirán los impuestos satis-
fechos en países o territorios calificados reglamen-
tariamente como paraísos fiscales.

Esta deducción no podrá exceder de la cuota ín-
tegra que en España correspondería pagar por la
renta positiva imputada en la base imponible.

9. Para calcular la renta derivada de la transmi-
sión de la participación, directa o indirecta, se em-
plearán las reglas contenidas en la letra c) del apar-
tado 1 del artículo 35 de esta Ley, en relación a la
renta positiva imputada en la base imponible. Los
beneficios sociales a que se refiere el citado pre-
cepto serán los correspondientes a la renta positiva
imputada.

10. Los contribuyentes a quienes sea de aplica-
ción lo previsto en el presente artículo deberán pre-
sentar conjuntamente con la declaración por el Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas
(I.R.P.F.) los siguientes datos relativos a la entidad
no residente en territorio español:

a) Nombre o razón social y lugar del domicilio
social.

b) Relación de administradores.
c) Balance y cuenta de pérdidas y ganancias.
d) Importe de las rentas positivas que deban

ser imputadas.
e) Justificación de los impuestos satisfechos

respecto de la renta positiva que deba ser imputada.

11. Cuando la entidad participada sea resi-
dente de países o territorios calificados reglamenta-
riamente como paraísos fiscales se presumirá que:

a) Se cumple la circunstancia prevista en la
letra b) del apartado 1.

b) La renta obtenida por la entidad participada
procede de las fuentes de renta a que se refiere el
apartado 2.

c) La renta obtenida por la entidad participada
es el 15 por 100 del valor de adquisición de la par-
ticipación.
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Las presunciones contenidas en las letras ante-
riores admitirán prueba en contrario.

Las presunciones contenidas en las letras ante-
riores no se aplicarán cuando la entidad participada
consolide sus cuentas, de acuerdo con lo previsto
en el artículo 42 del Código de Comercio, con al-
guna o algunas de las entidades obligadas a la in-
clusión.

12. Lo previsto en este artículo se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y con-
venios internacionales que hayan pasado a formar
parte del ordenamiento interno y en el artículo 2 de
esta Ley.

SECCIÓN 4ª

Derechos de imagen

Artículo 76. Imputación de rentas por la cesión
de derechos de imagen.

1. Los contribuyentes imputarán en su base
imponible del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (I.R.P.F.) la cantidad a que se refiere
el apartado 3 cuando concurran las circunstancias
siguientes:

a) Que hubieren cedido el derecho a la explo-
tación de su imagen o hubiesen consentido o auto-
rizado su utilización a otra persona o entidad, resi-
dente o no residente. A efectos de lo dispuesto en
esta letra, será indiferente que la cesión, consenti-
miento, o autorización hubiese tenido lugar cuando
la persona física no fuese contribuyente.

b) Que presten sus servicios a una persona o
entidad en el ámbito de una relación laboral.

c) Que la persona o entidad con la que el con-
tribuyente mantenga la relación laboral, o cualquier
otra persona o entidad vinculada con ellas en los
términos del artículo 16 de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, haya
obtenido, mediante actos concertados con personas
o entidades residentes o no residentes la cesión del
derecho a la explotación o el consentimiento o au-
torización para la utilización de la imagen de la per-
sona física. 

2. La imputación a que se refiere el apartado
anterior no procederá cuando los rendimientos del
trabajo obtenidos en el período impositivo por la
persona física a que se refiere el párrafo primero

del apartado anterior en virtud de la relación labo-
ral no sean inferiores al 85 por 100 de la suma de
los citados rendimientos más la total contrapresta-
ción a cargo de la persona o entidad a que se refiere
la letra c) del apartado anterior por los actos allí se-
ñalados.

3. La cantidad a imputar será el valor de la
contraprestación que haya satisfecho con anteriori-
dad a la contratación de los servicios laborales de la
persona física o que deba satisfacer la persona o en-
tidad a que se refiere la letra c) del apartado 1 por
los actos allí señalados. Dicha cantidad se incre-
mentará en el importe del ingreso a cuenta a que se
refiere el apartado 9 y se minorará en el valor de la
contraprestación obtenida por la persona física
como consecuencia de la cesión, consentimiento o
autorización a que se refiere la letra a) del apartado
1, siempre que la misma se hubiera obtenido en un
período impositivo en el que la persona física titu-
lar de la imagen sea contribuyente por este Im-
puesto.

4. 1º. Cuando proceda la imputación, será
deducible de la cuota íntegra del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) correspon-
diente a la persona a que se refiere el párrafo pri-
mero del apartado 1:

a) El impuesto o impuestos de naturaleza idén-
tica o similar al Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (I.R.P.F.) o sobre Sociedades que, sa-
tisfecho en el extranjero por la persona o entidad no
residente primera cesionaria, corresponda a la parte
de la renta neta derivada de la cuantía que debe in-
cluir en su base imponible.

b) El Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas (I.R.P.F.) o sobre Sociedades que, satisfe-
cho en España por la persona o entidad residente
primera cesionaria, corresponda a la parte de la
renta neta derivada de la cuantía que debe incluir en
su base imponible.

c) El impuesto o gravamen efectivamente sa-
tisfecho en el extranjero por razón de la distribu-
ción de los dividendos o participaciones en benefi-
cios distribuidos por la primera cesionaria, sea con-
forme a un convenio para evitar la doble imposi-
ción o de acuerdo con la legislación interna del país
o territorio de que se trate, en la parte que corres-
ponda a la cuantía incluida en la base imponible.

d) El impuesto satisfecho en España, cuando la
persona física no sea residente, que corresponda a
la contraprestación obtenida por la persona física
como consecuencia de la primera cesión del dere-
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cho a la explotación de su imagen o del consenti-
miento o autorización para su utilización.

e) El impuesto o impuestos de naturaleza idén-
tica o similar al Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (I.R.P.F.) satisfecho en el extranjero,
que corresponda a la contraprestación obtenida por
la persona física como consecuencia de la primera
cesión del derecho a la explotación de su imagen o
del consentimiento o autorización para su utiliza-
ción.

2º. Estas deducciones se practicarán aun
cuando los impuestos correspondan a períodos im-
positivos distintos a aquél en el que se realizó la
imputación.

En ningún caso se deducirán los impuestos satis-
fechos en países o territorios calificados reglamen-
tariamente como paraísos fiscales.

Estas deducciones no podrán exceder, en su con-
junto, de la cuota íntegra que corresponda satisfa-
cer en España por la renta imputada en la base im-
ponible.

5. 1º. La imputación se realizará por la per-
sona física en el período impositivo que corres-
ponda a la fecha en que la persona o entidad a que
se refiere la letra c) del apartado 1 se efectúe el
pago o satisfaga la contraprestación acordada,
salvo que por dicho período impositivo la persona
física no fuese contribuyente por este Impuesto, en
cuyo caso la inclusión deberá efectuarse en el pri-
mero o en el último período impositivo por el que
deba tributar por este Impuesto, según los casos.

2º. La imputación se efectuará en la parte ge-
neral de la base imponible, de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 38 de esta Ley.

3º. A estos efectos se utilizará el tipo de cam-
bio vigente al día de pago o satisfacción de la con-
traprestación acordada por parte de la persona o en-
tidad a que se refiere la letra c) del apartado 1.

6. 1º. No se imputarán en el impuesto perso-
nal de los socios de la primera cesionaria los divi-
dendos o participaciones en beneficios distribui-
dos por ésta en la parte que corresponda a la cuan-
tía que haya sido imputada por la persona física a
que se refiere el primer párrafo del apartado 1. El
mismo tratamiento se aplicará a los dividendos a
cuenta.

En caso de distribución de reservas se atenderá a
la designación contenida en el acuerdo social, en-
tendiéndose aplicadas las últimas cantidades abo-
nadas a dichas reservas.

2º. Los dividendos o participaciones a que se
refiere el número 1 anterior no darán derecho a la
deducción por doble imposición de dividendos ni a
la deducción por doble imposición internacional.

3º. Una misma cuantía sólo podrá ser objeto de
imputación por una sola vez, cualquiera que sea la
forma y la persona o entidad en que se manifieste.

7. Cuando hubiese procedido la imputación a
que se refiere el apartado 1 y la cesión, consenti-
miento o autorización a que se alude la letra a) del
mismo se hubiese producido a favor de una socie-
dad sometida al régimen de transparencia por apli-
cación de lo dispuesto en la letra c) del apartado 1
del artículo 75 de la Ley 43/1995, de 27 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sociedades, y ésta, a su
vez, hubiese efectuado la cesión, consentimiento o
autorización a la persona o entidad a que se refiere
la letra c) de dicho apartado:

a) No tendrá la consideración de ingreso fis-
calmente computable en la sociedad transparente el
valor de la contraprestación que deba satisfacer la
persona o entidad a que se refiere la letra c) del
apartado 1 por los actos allí señalados.

b) No tendrá la consideración de gasto fiscal-
mente deducible en la sociedad transparente la con-
traprestación satisfecha a la persona física a que se
refiere el primer párrafo del apartado 1.

8. Lo previsto en los apartados anteriores de
este artículo se entenderá sin perjuicio de lo dis-
puesto en los tratados y convenios internacionales
que hayan pasado a formar parte del ordenamiento
interno y en el artículo 4 de esta Ley.

9. Cuando proceda la imputación a que se re-
fiere el apartado 1, la persona o entidad a que se re-
fiere la letra c) del mismo deberá efectuar un in-
greso a cuenta de las contraprestaciones satisfechas
en metálico o en especie a personas o entidades no
residentes por los actos allí señalados.

Si la contraprestación fuese en especie, su valo-
ración se efectuará de acuerdo a lo previsto en el ar-
tículo 44 de esta Ley, y se practicará el ingreso a
cuenta sobre dicho valor.

La persona o entidad a que se refiere la letra c)
del apartado 1 deberá presentar declaración del in-
greso a cuenta en la forma, plazos e impresos que
establezca el Ministro de Economía y Hacienda. Al
tiempo de presentar la declaración deberá determi-
nar su importe y efectuar su ingreso en el Tesoro.

Reglamentariamente se regulará el tipo de in-
greso a cuenta.

— 216 —

BOCG, SENADO, SERIE II 6 DE NOVIEMBRE DE 1998 NÚM. 100



TÍTULO VIII

INSTITUCIONES DE INVERSIÓN COLECTIVA

Artículo 77. Tributación de los socios o partíci-
pes de las instituciones de inversión
colectiva.

Los contribuyentes que sean socios o partícipes
de las instituciones de inversión colectiva regula-
das en la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, Regula-
dora de las Instituciones de Inversión Colectiva,
imputarán en la parte general o especial de la base
imponible, de conformidad con lo dispuesto en las
normas de esta Ley, las siguientes rentas:

a) La ganancia o pérdida patrimonial obtenida
como consecuencia de la transmisión de las accio-
nes o participaciones o del reembolso de estas últi-
mas. Cuando existan valores homogéneos, se con-
siderará que los transmitidos o reembolsados por el
contribuyente son aquéllos que adquirió en primer
lugar.

b) Los resultados distribuidos por las institu-
ciones de inversión colectiva, que en ningún caso
darán derecho a la deducción por doble imposición
de dividendos a que se refiere el artículo 66 de esta
Ley.

No obstante, procederá la aplicación de la de-
ducción citada respecto de aquellos dividendos que
procedan de sociedades de inversión mobiliaria o
inmobiliaria a las que resulte de aplicación el tipo
general de gravamen establecido en el artículo 26
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades.

Artículo 78. Tributación de los socios o partíci-
pes de las instituciones de inversión
colectiva constituidas en países o te-
rritorios calificados reglamentaria-
mente como paraísos fiscales.

1. Los contribuyentes que participen en insti-
tuciones de inversión colectiva constituidas en paí-
ses o territorios calificados reglamentariamente
como paraísos fiscales, imputarán en la parte gene-
ral de la base imponible, de acuerdo con lo previsto
en el artículo 38 de esta Ley, la diferencia positiva
entre el valor liquidativo de la participación al día
de cierre del período impositivo y su valor de ad-
quisición.

La cantidad imputada se considerará mayor
valor de adquisición.

2. Los beneficios distribuidos por la institu-
ción de inversión colectiva no se imputarán y mi-
norarán el valor de adquisición de la participación.
Estos beneficios no darán derecho a deducción por
doble imposición.

3. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que
la diferencia a que se refiere el apartado 1 es el 15
por 100 del valor de adquisición de la acción o par-
ticipación.

TÍTULO IX

GESTIÓN DEL IMPUESTO

CAPÍTULO I

Declaraciones

Artículo 79. Obligación de declarar.

1. Los contribuyentes estarán obligados a pre-
sentar y suscribir declaración por este Impuesto,
con los límites y condiciones que reglamentaria-
mente se establezcan.

2. No obstante, sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 81 de esta Ley, no tendrán que declarar
los contribuyentes que obtengan rentas procedentes
exclusivamente de las siguientes fuentes:

a) Rendimientos del trabajo, con el límite de
3.500.000 pesetas brutas anuales en tributación se-
parada o conjunta.

b) Rendimientos del capital mobiliario, ganan-
cias patrimoniales y rentas inmobiliarias a que se
refiere el artículo 71, en los casos y con los límites
que se establezcan en la Ley de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para cada año.

3. Con independencia de lo dispuesto en la
letra a) del apartado 2 anterior, estarán obligados a
presentar y suscribir declaración por este impuesto
quienes perciban rendimientos del trabajo proce-
dentes de más de un pagador o hubiesen suscrito
más de un contrato laboral en el ejercicio o prorro-
gado el que estuviere vigente. Asimismo, deberán
presentar declaración por este Impuesto quienes
perciban pensiones compensatorias recibidas del
cónyuge o anualidades por alimentos diferentes de
las previstas en el artículo 7, letra k) de esta Ley, en
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cuantía superior al mínimo personal y familiar que
les corresponda.

4. Los modelos de declaración se aprobarán
por el Ministro de Economía y Hacienda, que esta-
blecerá la forma y plazos de su presentación, así
como los supuestos y condiciones de presentación
de las declaraciones por medios telemáticos.

5. El Ministro de Economía y Hacienda podrá
aprobar la utilización de modalidades simplificadas
o especiales de declaración.

La declaración se efectuará en la forma, plazos e
impresos que establezca el Ministro de Economía y
Hacienda.

Los contribuyentes deberán cumplimentar la to-
talidad de los datos que les afecten contenidos en
las declaraciones, acompañar los documentos y
justificantes que se establezcan y presentarlas en
los lugares que determine el Ministro de Economía
y Hacienda.

6. Los sucesores del causante quedarán obliga-
dos a cumplir las obligaciones tributarias pendien-
tes por este Impuesto, con exclusión de las sancio-
nes, de conformidad con el artículo 89.3 de la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria.

7. Cuando los contribuyentes no tuvieran obli-
gación de declarar, las Administraciones Públicas
no podrán exigir la aportación de declaraciones por
este Impuesto al objeto de obtener subvenciones o
cualesquiera prestaciones públicas, o en modo al-
guno condicionar éstas a la presentación de dichas
declaraciones.

Artículo 80. Autoliquidación.

1. Los contribuyentes que estén obligados a
declarar por este Impuesto, al tiempo de presentar
su declaración, deberán determinar la deuda tribu-
taria correspondiente e ingresarla en el lugar, forma
y plazos determinados por el Ministro de Economía
y Hacienda.

2. El ingreso del importe resultante de la auto-
liquidación se podrá fraccionar en la forma que re-
glamentariamente se determine.

3. El pago de la deuda tributaria podrá reali-
zarse mediante entrega de bienes integrantes del
Patrimonio Histórico Español que estén inscritos
en el Inventario General de Bienes Muebles o en el
Registro General de Bienes de Interés Cultural, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico
Español.

4. Los sucesores del causante quedarán obliga-
dos a cumplir las obligaciones tributarias pendien-
tes por este Impuesto, con exclusión de las sancio-
nes, de conformidad con el artículo 89.3 de la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria.

5. En el supuesto previsto en el artículo 14.4
de esta Ley, los sucesores del causante podrán soli-
citar a la Administración tributaria el fracciona-
miento de la parte de deuda tributaria correspon-
diente a las rentas a que se refiere dicho precepto,
calculada aplicando el tipo regulado en el artículo
67.2 de esta Ley.

La solicitud se formulará dentro del plazo regla-
mentario de declaración relativo al período imposi-
tivo del fallecimiento y se concederá en función de
los períodos impositivos a los que correspondería
imputar dichas rentas en caso de que aquél no se
hubiese producido con el límite máximo de cuatro
años en las condiciones que se determinen regla-
mentariamente.

Artículo 81. Comunicación de datos por el con-
tribuyente y solicitud de devolución.

1. Los contribuyentes que no tengan que pre-
sentar declaración por este Impuesto, conforme al
artículo 79.2 de esta Ley, y que hayan soportado re-
tenciones e ingresos a cuenta y efectuado pagos
fraccionados superiores a la cuota líquida total mi-
norada en el importe de las deducciones por doble
imposición de dividendos e internacional, podrán
dirigir una comunicación a la Administración tribu-
taria solicitando la devolución de la cantidad que
resulte procedente.

A tales efectos, la Administración tributaria
podrá requerir a los contribuyentes la presentación
de una comunicación y la información y documen-
tos que resulten necesarios para la práctica de la de-
volución.

2. Los modelos de comunicación serán apro-
bados por el Presidente de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, quien establecerá el
plazo y el lugar de su presentación. Asimismo, de-
terminará los supuestos y condiciones de presenta-
ción de las comunicaciones por medios telemáticos
y los casos en que los datos comunicados se enten-
derán subsistentes para años sucesivos, si el contri-
buyente no comunica variación en los mismos.

3. La Administración tributaria a la vista, en su
caso, de la comunicación recibida y de los datos y
antecedentes obrantes en su poder, efectuará, si
procede, la devolución que resulte al contribuyente.
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A efectos meramente informativos, se comunicará
a los contribuyentes el resultado de los cálculos
efectuados, por los medios que reglamentariamente
se establezcan.

Recibida la devolución o, en su caso, transcu-
rrido el plazo para realizarla, los contribuyentes po-
drán solicitar, dentro del plazo de los tres meses si-
guientes, que la Administración practique una li-
quidación provisional, de acuerdo con lo previsto
en el apartado 2 del artículo 84 de esta Ley y la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria.
La notificación no podrá implicar ninguna obliga-
ción a cargo del contribuyente distinta a la restitu-
ción de lo previamente devuelto más el interés de
demora a que se refiere el artículo 58.2.b) de la
Ley General Tributaria. A este mismo régimen
quedarán igualmente sujetos los contribuyentes
que hayan obtenido devoluciones superiores a
las que les correspondan.

4. El procedimiento, así como el plazo y la
forma de pago de la devolución a que se refiere el
presente artículo, se determinará reglamentaria-
mente.

Transcurrido el plazo para la devolución sin que
se haya ordenado el pago por causa imputable a la
Administración tributaria, se aplicará a la cantidad
pendiente de devolución el interés de demora a que
se refiere el artículo 58.2 c) de la Ley 230/1963, de
28 de diciembre, General Tributaria, desde el día
siguiente al término de dicho plazo y hasta la fecha
en la que se ordene su pago, sin necesidad de que el
contribuyente así lo reclame.

5. No obstante lo anterior, la Administración
tributaria procederá a la determinación de las cuo-
tas a que se refiere el artículo 64 de esta Ley, a los
solos efectos de dar cumplimiento a lo establecido
en el artículo 3.b).2º de la Ley 14/1996, de 30 de di-
ciembre, de Cesión de Tributos del Estado a las Co-
munidades Autónomas y de Medidas Fiscales
Complementarias.

CAPÍTULO II

Pagos a cuenta

Artículo 82. Obligación de practicar pagos a
cuenta.

1. En el Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas (I.R.P.F), los pagos a cuenta que, en
todo caso, tendrán la consideración de deuda tribu-
taria, podrán consistir en:

a) Retenciones.

b) Ingresos a cuenta.

c) Pagos fraccionados.

2. Las entidades y las personas jurídicas, in-
cluidas las entidades en atribución de rentas, que
satisfagan o abonen rentas sujetas a este Impuesto,
estarán obligadas a practicar retención e ingreso a
cuenta, en concepto de pago a cuenta del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) co-
rrespondiente al perceptor, en la cantidad que se de-
termine reglamentariamente y a ingresar su importe
en el Tesoro en los casos y en la forma que se esta-
blezcan. Estarán sujetos a las mismas obligaciones
los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan
actividades económicas respecto a las rentas que
satisfagan o abonen en el ejercicio de dichas activi-
dades, así como las personas físicas, jurídicas y
demás entidades no residentes en territorio español,
que operen en él mediante establecimiento perma-
nente, o sin establecimiento permanente respecto a
los rendimientos del trabajo que satisfagan, así
como respecto de otros rendimientos sometidos
a retención o ingreso a cuenta que constituyan
gasto deducible para la obtención de las rentas a
que se refiere el apartado 2 del artículo 23 de la
Ley.../1998, de , del Impuesto sobre la Renta de
no Residentes y normas tributarias.

Cuando una entidad, residente o no residente, sa-
tisfaga o abone rendimientos del trabajo a contribu-
yentes que presten sus servicios a una entidad resi-
dente vinculada con aquélla en los términos previs-
tos en el artículo 16 de la Ley 43/1995, de 27 de di-
ciembre, del Impuesto sobre Sociedades, o a un es-
tablecimiento permanente radicado en territorio es-
pañol, la entidad o el establecimiento permanente
en el que preste sus servicios el contribuyente, de-
berá efectuar la retención o el ingreso a cuenta.

3. No se someterán a retención los rendimien-
tos derivados de las letras del Tesoro y de la trans-
misión, canje o amortización de los valores de
deuda pública que con anterioridad a la entrada en
vigor de esta Ley no estuvieran sujetas a retención.
Reglamentariamente podrán excepcionarse de la
retención o del ingreso a cuenta determinadas ren-
tas.

4. En todo caso, los sujetos obligados a retener
o a ingresar a cuenta asumirán la obligación de
efectuar el ingreso en el Tesoro, sin que el incum-
plimiento de aquélla obligación pueda excusarles
de ésta.
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5. El perceptor de rentas sobre las que deba re-
tenerse a cuenta de este Impuesto computará aqué-
llas por la contraprestación íntegra devengada.

Cuando la retención no se hubiera practicado o
lo hubiera sido por un importe inferior al debido,
por causa imputable al retenedor u obligado a
ingresar a cuenta, el perceptor deducirá de la
cuota la cantidad que debió ser retenida.

En el caso de retribuciones legalmente estableci-
das que hubieran sido satisfechas por el sector pú-
blico, el perceptor sólo podrá deducir las cantida-
des efectivamente retenidas.

Cuando no pudiera probarse la contraprestación
íntegra devengada, la Administración tributaría
podrá computar como importe íntegro una cantidad
que, una vez restada de ella la retención proce-
dente, arroje la efectivamente percibida. En este
caso se deducirá de la cuota como retención a
cuenta la diferencia entre lo realmente percibido y
el importe íntegro.

6. Cuando exista obligación de ingresar a
cuenta, se presumirá que dicho ingreso ha sido
efectuado. El contribuyente incluirá en la base im-
ponible la valoración de la retribución en especie,
conforme a las normas previstas en esta Ley y el in-
greso a cuenta, salvo que le hubiera sido repercu-
tido.

7. Los contribuyentes que ejerzan actividades
económicas estarán obligados a efectuar pagos
fraccionados a cuenta del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas (I.R.P.F.), autoliquidando e
ingresando su importe en las condiciones que re-
glamentariamente se determinen.

Reglamentariamente se podrá exceptuar de esta
obligación a aquellos contribuyentes cuyos ingre-
sos hayan estado sujetos a retención o ingreso a
cuenta en el porcentaje que se fije al efecto.

El pago fraccionado correspondiente a las enti-
dades en régimen de atribución de rentas, que ejer-
zan actividades económicas, se efectuará por cada
uno de los socios, herederos, comuneros o partíci-
pes, a los que proceda atribuir rentas de esta natu-
raleza, en proporción a su participación en el bene-
ficio de la entidad. 

Artículo 83. Importe máximo de los pagos a
cuenta.

1. Las retenciones e ingresos a cuenta sobre
los rendimientos del trabajo derivados de relacio-
nes laborales o estatutarias y de pensiones y habe-
res pasivos, se fijarán reglamentariamente tomando

como referencia el importe que resultaría de aplicar
las tarifas a la base de la retención o ingreso a
cuenta. 

En rendimientos del trabajo distintos de los ante-
riores, el porcentaje de retención o ingreso a cuenta
no podrá superar el 40 por 100.

2. Los porcentajes de las retenciones e ingre-
sos a cuenta que se fijen reglamentariamente sobre
los rendimientos del capital no podrán superar el 25
por 100.

3. Los porcentajes de las retenciones e ingre-
sos a cuenta que se fijen reglamentariamente sobre
los rendimientos derivados de actividades econó-
micas no podrán superar el 20 por 100.

4. Los porcentajes de las retenciones e ingre-
sos a cuenta que se fijen reglamentariamente sobre
las ganancias patrimoniales no podrán superar el 20
por 100.

5. Los porcentajes, que se fijen reglamentaria-
mente, de los pagos fraccionados que deban practi-
car los contribuyentes que ejerzan actividades eco-
nómicas, no podrán superar los siguientes límites: 

a) cuando se calculen en función de los rendi-
mientos netos de la actividad, el 20 por 100.

b) cuando se calculen en función del volumen
de ingresos o ventas de la actividad, el 5 por 100.

CAPÍTULO III

Liquidaciones provisionales

Artículo 84. Liquidación provisional.

1. Los órganos de gestión tributaria podrán
girar la liquidación provisional que proceda de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 123 de la
Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tribu-
taria.

2. No obstante lo previsto en el artículo 81.3
de esta Ley, a los contribuyentes que no tengan
que presentar declaración, conforme al artículo
79.2 de esta Ley, sólo se les practicará la liquida-
ción provisional de oficio a que se refiere el
apartado anterior, en los siguientes casos:

a) Cuando los datos facilitados por el con-
tribuyente al pagador de rendimientos del tra-
bajo sean falsos, incorrectos o inexactos, habién-
dosele practicado, como consecuencia, unas re-
tenciones inferiores a las que habrían sido pro-
cedentes.
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Para la práctica de esta liquidación provisio-
nal sólo se computarán las retenciones que se de-
riven de los datos facilitados por el contribu-
yente al pagador.

b) Cuando, sin que tenga lugar lo previsto
en la letra anterior, la comunicación prevista en
el artículo 81 de esta Ley contenga datos falsos,
incorrectos o inexactos o se haya omitido alguno
de los datos que deban figurar en la misma.

3. A las liquidaciones provisionales a que se
refiere el párrafo segundo del artículo 81.3 de
esta Ley, no les será de aplicación lo establecido
en el artículo 123.3 de la Ley 230/1963, de 28 de
diciembre, General Tributaria.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores
se entenderá sin perjuicio de la posterior com-
probación e investigación que pueda realizar la
Administración tributaria.

Artículo 85. Devolución de oficio a contribuyen-
tes obligados a declarar.

1. Cuando la suma de las retenciones, ingresos
a cuenta y pagos fraccionados sea superior al im-
porte de la cuota resultante de la autoliquidación, la
Administración tributaria procederá, en su caso, a
practicar liquidación provisional dentro de los seis
meses siguientes al término del plazo establecido
para la presentación de la declaración.

Cuando la declaración hubiera sido presentada
fuera de plazo, los seis meses a que se refiere el pá-
rrafo anterior se computarán desde la fecha de su
presentación.

2. Cuando la cuota resultante de la autoliqui-
dación o, en su caso, de la liquidación provisional,
sea inferior a la suma de las cantidades efectiva-
mente retenidas y los pagos a cuenta realizados, la
Administración tributaria procederá a devolver de
oficio el exceso sobre la citada cuota, sin perjuicio
de la práctica de las ulteriores liquidaciones, provi-
sionales o definitivas, que procedan.

3. Si la liquidación provisional no se hubiera
practicado en el plazo establecido en el apartado 1
anterior, la Administración tributaria procederá a
devolver de oficio el exceso sobre la cuota autoli-
quidada, sin perjuicio de la práctica de las liquida-
ciones provisionales o definitivas ulteriores que pu-
dieran resultar procedentes.

4. En ningún caso se devolverá la cuota pa-
gada por las sociedades sometidas al régimen de
transparencia fiscal a que se refiere el artículo 75 de

la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades ni los pagos a cuenta de dichas
sociedades.

5. Transcurrido el plazo establecido en el apar-
tado 1 de este artículo sin que se haya ordenado el
pago de la devolución por causa no imputable al
contribuyente, se aplicará a la cantidad pendiente
de devolución el interés de demora a que se refiere
el artículo 58.2.c) de la Ley 230/1963, de 28 de di-
ciembre, General Tributaria, desde el día siguiente
al del término de dicho plazo y hasta la fecha en la
que se ordene su pago, sin necesidad de que el con-
tribuyente así lo reclame.

6. Reglamentariamente se determinará el pro-
cedimiento y la forma de pago de la devolución de
oficio a que se refiere el presente artículo.

CAPÍTULO IV

Obligaciones formales

Artículo 86. Obligaciones formales de los contri-
buyentes.

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) estarán
obligados a conservar, durante el plazo de prescrip-
ción, los justificantes y documentos acreditativos
de las operaciones, rentas, gastos, ingresos, reduc-
ciones y deducciones de cualquier tipo que deban
constar en sus declaraciones.

2. A efectos de esta Ley los contribuyentes que
desarrollen actividades empresariales cuyo rendi-
miento se determine en régimen de estimación di-
recta, estarán obligados a llevar contabilidad ajus-
tada a lo dispuesto en el Código de Comercio.

No obstante, reglamentariamente se podrá ex-
ceptuar de esta obligación a los contribuyentes
cuya actividad empresarial no tenga carácter mer-
cantil de acuerdo con el Código de Comercio, y a
aquellos contribuyentes que determinen su rendi-
miento neto por la modalidad simplificada del régi-
men de estimación directa.

3. Asimismo, los contribuyentes de este Im-
puesto estarán obligados a llevar en la forma que se
determine por el Ministro de Economía y Hacienda
los libros o registros que reglamentariamente se es-
tablezcan.

4. Reglamentariamente podrán establecerse
obligaciones específicas de información de carácter
patrimonial, simultáneas a la presentación de la de-
claración del Impuesto sobre la Renta de las Personas

— 221 —

BOCG, SENADO, SERIE II 6 DE NOVIEMBRE DE 1998 NÚM. 100



Físicas o del Impuesto sobre el Patrimonio, destina-
das al control de las rentas o de la utilización de de-
terminados bienes y derechos de los contribuyentes.

Artículo 87. Obligaciones formales del retene-
dor, del obligado a practicar ingresos
a cuenta y otras obligaciones forma-
les.

1. El sujeto obligado a retener y practicar in-
gresos a cuenta deberá presentar, en los plazos,
forma y lugares que se establezcan reglamentaria-
mente, declaración de las cantidades retenidas o
pagos a cuenta realizados, o declaración negativa
cuando no hubiera procedido la práctica de los mis-
mos. Asimismo, presentará un resumen anual de
retenciones e ingresos a cuenta con el contenido
que se determine reglamentariamente.

El sujeto obligado a retener y practicar ingresos
a cuenta estará obligado a conservar la documenta-
ción correspondiente y a expedir, en las condicio-
nes que reglamentariamente se determinen, certifi-
cación acreditativa de las retenciones o ingresos a
cuenta efectuados.

Los modelos de declaración correspondientes se
aprobarán por el Ministro de Economía y Ha-
cienda.

2. Reglamentariamente podrán establecerse
obligaciones de suministro de información para las
personas y entidades que desarrollen o se encuen-
tren en las siguientes operaciones o situaciones:

a) Para las entidades prestamistas, en relación
a los préstamos hipotecarios concedidos para la ad-
quisición de viviendas.

b) Para las entidades que abonen rendimientos
de trabajo o de capital no sometidas a retención.

c) Para las entidades y personas jurídicas que
satisfagan premios, aun cuando tengan la conside-
ración de rentas exentas a efectos del Impuesto.

d) Para las entidades perceptoras de donativos
que den derecho a deducción por este Impuesto, en
relación con la identidad de los donantes así como
los importes recibidos, cuando éstos hubieren soli-
citado certificación acreditativa de la donación a
efectos de la declaración por este Impuesto.

e) Para el Organismo Nacional de Loterías
y Apuestas del Estado, las Comunidades Autó-
nomas, la Cruz Roja y la Organización Nacional
de Ciegos, respecto a los premios que satisfagan
exentos del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas.

TÍTULO X

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
Y RÉGIMEN SANCIONADOR

Artículo 88. Responsabilidad patrimonial del
contribuyente.

Las deudas tributarias por el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) tendrán la
misma consideración que las referidas en el ar-
tículo 1.365 del Código Civil y, en consecuencia,
los bienes gananciales responderán directamente
frente a la Hacienda Pública por estas deudas, con-
traídas por uno de los cónyuges, sin perjuicio de lo
previsto en el apartado 6 del artículo 70 de esta Ley
para el caso de tributación conjunta.

Artículo 89. Infracciones y sanciones.

Las infracciones tributarias en este Impuesto se
calificarán y sancionarán con arreglo a lo dispuesto
en la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General
Tributaria.

TÍTULO XI

ORDEN JURISDICCIONAL

Artículo 90. Orden jurisdiccional.

La jurisdicción contencioso-administrativa, pre-
vio agotamiento de la vía económico-administra-
tiva, será la única competente para dirimir las con-
troversias de hecho y de Derecho que se susciten
entre la Administración Tributaria y los contribu-
yentes, retenedores y demás obligados tributarios
en relación con cualquiera de las cuestiones a que
se refiere la presente Ley.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Retribuciones en especie.

No tendrán la consideración de retribuciones en
especie los préstamos con tipo de interés inferior al
legal del dinero concertados con anterioridad a 1 de
enero de 1992 y cuyo principal hubiese sido puesto
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a disposición del prestatario también con anteriori-
dad a dicha fecha.

Segunda. Transmisiones de valores o participa-
ciones no admitidas a negociación con
posterioridad a una reducción de capi-
tal.

1. Cuando con anterioridad a la transmisión de
valores o participaciones no admitidos a negocia-
ción en alguno de los mercados secundarios ofi-
ciales de valores españoles, se hubiera producido
una reducción del capital instrumentada mediante
una disminución del valor nominal que no afecte
por igual a todos los valores o participaciones en
circulación del contribuyente, se aplicarán las re-
glas previstas en la sección 4ª del capítulo I del tí-
tulo II de esta Ley, con las siguientes especialida-
des:

1º Se considerará como valor de transmisión el
que correspondería en función del valor nominal
que resulte de la aplicación de lo previsto en el ar-
tículo 31, apartado 3, letra a) de esta Ley.

2º En el caso de que el contribuyente no hu-
biera transmitido la totalidad de sus valores o parti-
cipaciones, la diferencia positiva entre el valor de
transmisión correspondiente al valor nominal de
los valores o participaciones efectivamente trans-
mitidos y el valor de transmisión a que se refiere el
párrafo anterior, se minorará del valor de adquisi-
ción de los restantes valores o participaciones ho-
mogéneos, hasta su anulación. El exceso que pu-
diera resultar tributará como ganancia patrimonial.

2. Las normas previstas en el apartado anterior
serán de aplicación en el supuesto de transmisiones
de valores o participaciones en el capital de socie-
dades transparentes.

Tercera. Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria.

1. La Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria es una Entidad de Derecho Público con per-
sonalidad jurídica y patrimonio propios, que actúa
con autonomía de gestión y plena capacidad jurí-
dica, pública y privada, en el cumplimiento de sus
fines.

2. La Agencia regirá su actuación y funciona-
miento por lo dispuesto en el art. 103 de la Ley

31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Ge-
nerales del Estado para 1991, su Estatuto orgánico,
y demás normativa específica.

Cuarta. Información por medios telemáticos.

Previa autorización de los interesados y en los
términos y con las garantías que se establezcan me-
diante Orden del Ministro de Economía y Ha-
cienda, la información de carácter tributario que
precisen las Administraciones públicas para el de-
sarrollo de sus funciones podrá ser suministrada a
aquéllas directamente por la Agencia Estatal de
Administración Tributaria por medios informáticos
o telemáticos, en el marco de colaboración que se
establezca. Asimismo, en la Orden citada se podrá
regular el suministro de información en los casos
previstos en el artículo 113.1 de la Ley 230/1963,
de 28 de diciembre, General Tributaria.

En la medida en que a través del indicado marco
de colaboración las Administraciones públicas
puedan disponer de dichas informaciones no se exi-
girá a los interesados que aporten individualmente
certificaciones expedidas por la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, ni la presentación, en
original, copia o certificación, de sus declaraciones
tributarias.

Quinta. Captación de datos.

El Ministro de Economía y Hacienda, previo in-
forme de la Agencia de Protección de Datos en lo
que resulte procedente, propondrá al Gobierno las
medidas precisas para asegurar la captación de
datos, obrantes en cualquier clase de registro pú-
blico o registro de las Administraciones públicas,
que sean precisos para la gestión y el control del
Impuesto.

Sexta. Recurso Cameral Permanente.

La exacción del Recurso Cameral Permanente a
que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo
12 de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Nave-
gación, se girará sobre los rendimientos compren-
didos en la sección 3ª del capítulo I del título II de
esta Ley, cuando deriven de actividades incluidas
en el artículo 6 de la Ley 3/1993, de 22 de marzo,
Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, In-
dustria y Navegación.
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Séptima. Remisiones normativas de la Ley del
Impuesto sobre Sociedades.

Las referencias efectuadas por la Ley 43/1995, de
27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, a
la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, se entenderán hechas
a los preceptos correspondientes de esta Ley.

Octava. Remisiones normativas de la Ley de Re-
gulación de los Planes y Fondos de Pen-
siones.

Las referencias efectuadas por la Ley 8/1987, de
8 de junio, de Regulación de los Planes y Fondos de
Pensiones, a la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se
entenderán hechas a los preceptos correspondientes
de esta Ley.

Novena. Remisiones normativas de la Ley de Ce-
sión de Tributos del Estado a las Comu-
nidades Autónomas y de Medidas Fisca-
les Complementarias.

Las referencias a la Ley 18/1991, de 6 de junio,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas, efectuadas por la Ley 14/1996, de 30 de di-
ciembre, de cesión de tributos del Estado a las Co-
munidades Autónomas y de Medidas Fiscales
Complementarias, se entenderán hechas a los pre-
ceptos correspondientes de esta Ley.

Décima. Remisiones normativas de la Ley de Or-
denación y Supervisión de los Seguros
Privados.

Las referencias contenidas en la Ley 30/1995, de
8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de
los Seguros Privados a la Ley 18/1991, de 6 de
junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas, se entenderán hechas a los preceptos co-
rrespondientes de esta Ley.

Undécima. Modificación del régimen transitorio
de acomodación de los compromisos
por pensiones.

Primera. Se da nueva redacción al apartado 5
de la disposición transitoria decimoquinta de la Ley

30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Su-
pervisión de los Seguros Privados, que quedará re-
dactado en los siguientes términos:

«Los empresarios o las instituciones amparadas
en este régimen transitorio que hayan instrumen-
tado los compromisos por pensiones con sus traba-
jadores e integrado sus recursos en un plan de pen-
siones, instrumentarán las obligaciones contraídas
respecto a los jubilados o beneficiarios con anterio-
ridad a la formalización del referido plan, bien a
través del mismo o bien a través de un seguro co-
lectivo.

En el supuesto de integrar a dichos beneficiarios
en el plan de pensiones, serán admisibles aporta-
ciones posteriores para la adecuada cobertura de las
prestaciones causadas, siempre que se incorporen
en el correspondiente plan de reequilibrio y éste se
ajuste a la legislación que le sea aplicable.

Las contribuciones y las primas de contrato de
seguro satisfechas para hacer frente a estas presta-
ciones causadas no precisarán de la imputación fis-
cal a los referidos beneficiarios, siendo objeto de
deducción en el impuesto personal del promotor en
los términos establecidos en el apartado 1 de la dis-
posición transitoria decimosexta.

El régimen fiscal previsto en este apartado será,
asimismo, de aplicación a las primas de contratos
de seguro satisfechas para la cobertura de presta-
ciones causadas respecto a los jubilados o benefi-
ciarios amparadas en este régimen transitorio, aun-
que los empresarios o las instituciones no hayan
instrumentado los compromisos por pensiones con
sus trabajadores en activo a través de un plan de
pensiones, salvo que las empresas o entidades se
acojan a la excepción prevista en el apartado 2 de la
disposición transitoria decimocuarta.»

Segunda. Se añade un nuevo párrafo al apar-
tado primero de la disposición transitoria decimo-
sexta de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Or-
denación y Supervisión de los Seguros Privados,
con la siguiente redacción:

«El régimen fiscal previsto en el presente apar-
tado resultará aplicable en relación con las contri-
buciones efectuadas por las empresas a mututalida-
des de previsión social formalizadas a través de
contratos de seguro o reglamentos de prestaciones
de las mutualidades que reúnan los requisitos pre-
vistos en el artículo 46 de la Ley    /1998, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
otras Normas Tributarias, realizadas para dar cum-
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plimiento a lo establecido en las disposiciones tran-
sitorias decimocuarta y decimoquinta de la pre-
sente Ley, siempre que dichas contribuciones se co-
rrespondan a derechos por servicios pasados reco-
nocidos con arreglo a los límites establecidos para
los planes de pensiones en la disposición transitoria
decimoquinta, apartado cuarto, y en su desarrollo
reglamentario.»

Duodécima. Tabla de retenciones sobre rendi-
mientos del trabajo y pagos frac-
cionados sobre rendimientos de
actividades económicas en estima-
ción objetiva.

1. Antes del 15 de enero de 1999 el Gobierno
aprobará las tablas de retenciones aplicables en el
ejercicio de 1999 a los rendimientos del trabajo, te-
niendo en cuenta la tarifa y las circunstancias per-
sonales y familiares del perceptor.

2. El Gobierno adaptará los pagos fraccio-
nados a cargo de los contribuyentes acogidos al
régimen de estimación objetiva del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, con una
reducción máxima del veinticinco por ciento.

Decimotercera. Modificación del Impuesto sobre
Primas de Seguros.

Se añade una nueva letra i) al apartado Cinco.1
del artículo 12 de la Ley 13/1996, de 30 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del
Orden Social, con la siguiente redacción:

«i) Las operaciones de seguro de asistencia sa-
nitaria y enfermedad.»

Decimocuarta. Obligaciones de información

1. Reglamentariamente podrán establecerse
obligaciones de suministro de información a las so-
ciedades gestoras de instituciones de inversión co-
lectiva, en relación con las operaciones sobre ac-
ciones o participaciones de dichas instituciones, in-
cluida la información de que dispongan relativa al
resultado de las operaciones de compra y venta de
las mismas.

2. Los contribuyentes por el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F) o por el Im-
puesto sobre Sociedades deberán suministrar infor-

mación, en los términos que reglamentariamente se
establezcan, en relación con las operaciones, situa-
ciones, cobros y pagos que efectuen o se deriven de
la tenencia de valores o bienes relacionados, directa
o indirectamente, con países o territorios califica-
dos reglamentariamente como paraísos fiscales.

Decimoquinta.

Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo
113 de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, Gene-
ral Tributaria:

«1. Los datos, informes o antecedentes obteni-
dos por la Administración tributaria en el desem-
peño de sus funciones tienen carácter reservado y
sólo podrán ser utilizados para la efectiva aplica-
ción de los tributos o recursos cuya gestión tenga
encomendada, sin que puedan ser cedidos o comu-
nicados a terceros, salvo que la cesión tenga por
objeto: 

a) La investigación o persecución de delitos
públicos por los órganos jurisdiccionales o el Mi-
nisterio Público.

b) La colaboración con otras Administraciones
tributarias a efectos del cumplimiento de obligacio-
nes fiscales en el ámbito de sus competencias.

c) La colaboración con la Inspección de Tra-
bajo y Seguridad Social y con las Entidades Gesto-
ras y Servicios Comunes de la Seguridad Social en
la lucha contra el fraude en la cotización y recauda-
ción de las cuotas del sistema de Seguridad Social,
así como en la obtención y disfrute de prestaciones
a cargo del mismo sistema.

d) La colaboración con cualesquiera otras Ad-
ministraciones públicas para la lucha contra el
fraude en la obtención o percepción de ayudas o
subvenciones a cargo de fondos públicos o de la
Unión Europea.

e) La colaboración con las comisiones parla-
mentarias de investigación en el marco legalmente
establecido.

f) La protección de los derechos e intereses de
los menores e incapacitados por los órganos juris-
diccionales o el Ministerio Público.

g) La colaboración con el Tribunal de Cuentas
en el ejercicio de sus funciones de fiscalización de
la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

h) La colaboración con los Jueces y Tribunales
para la ejecución de resoluciones judiciales firmes.
La solicitud judicial de información exigirá resolu-

— 225 —

BOCG, SENADO, SERIE II 6 DE NOVIEMBRE DE 1998 NÚM. 100



ción expresa, en la que previa ponderación de los
intereses públicos y privados afectados en el asunto
de que se trate, y por haberse agotado los demás
medios o fuentes de conocimiento sobre la existen-
cia de bienes y derechos del deudor, se motive la
necesidad de recabar datos de la Administración
Tributaria”.

Decimosexta. Mutualidades de trabajadores por
cuenta ajena.

Podrán reducir la parte general de la base impo-
nible, en los términos previstos en el artículo 46 de
esta Ley, las cantidades abonadas en virtud de con-
tratos de seguro, concertados por mutualidades de
previsión social por trabajadores por cuenta ajena
como sistema complementario de pensiones,
cuando previamente, durante al menos un año en
los términos que se fijen reglamentariamente, estos
mismos mutualistas hayan realizado aportaciones a
estas mismas mutualidades, de acuerdo a lo pre-
visto en la Disposición transitoria quinta y la Dis-
posición adicional decimoquinta de la Ley
30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Su-
pervisión de Seguros Privados y siempre y cuando
exista un acuerdo de los órganos correspondientes
de la mutualidad que sólo permita cobrar las pres-
taciones cuando concurran las mismas contingen-
cias previstas en el artículo 8.6 de la Ley 8/1987, de
8 de junio, de Regulación de Planes y Fondos de
Pensiones.

Decimoséptima. Planes de pensiones y Mutuali-
dades de Previsión Social
constituidos a favor de personas
con minusvalía.

A partir de 1 de enero de 1999 podrán realizarse
aportaciones a planes de pensiones a favor de per-
sonas con un grado de minusvalía igual o supe-
rior al 65 por 100. A los mismos les resultará apli-
cable el régimen financiero y fiscal de los planes de
pensiones con las siguientes especialidades:

1. Podrán efectuar aportaciones al plan de pen-
siones tanto el propio minusválido partícipe como
las personas que tengan con el mismo una relación
de parentesco en línea directa o colateral hasta el
tercer grado inclusive. En este último caso las per-
sonas con minusvalía habrán de ser designados be-
neficiarios de manera única e irrevocable para cual-

quier contingencia. No obstante, la contingencia
de muerte del minusválido podrá generar dere-
cho a prestaciones de viudedad, orfandad o a
favor de quienes hayan realizado aportaciones
al plan de pensiones del minusválido en propor-
ción a la aportación de estos.

Dichas aportaciones no estarán sujetas al Im-
puesto sobre Sucesiones y Donaciones.

2. Como límite máximo de las aportaciones, a
efectos de lo previsto en el artículo 5.3 de la Ley
8/1987, de 8 de junio, de Regulación de los Planes
y Fondos de Pensiones, se aplicarán las siguientes
cuantías:

a) Las aportaciones anuales máximas realiza-
das por las personas minusválidas partícipes no
podrán rebasar la cantidad de 2.200.000 pesetas.

b) Las aportaciones anuales máximas realiza-
das por cada partícipe a favor de personas con mi-
nusvalía ligadas por relación de parentesco no po-
drán rebasar la cantidad de 1.100.000 pesetas.
Ello sin perjuicio de las aportaciones que pueda
realizar a su propio plan de pensiones, de acuerdo
con el límite previsto en el artículo 5.3 de la Ley
8/1987, de Regulación de los Planes y Fondos de
Pensiones.

b) Las aportaciones anuales máximas a pla-
nes de pensiones realizadas a favor de una per-
sona con minusvalía, incluyendo sus propias
aportaciones, no podrán rebasar la cantidad de
2.200.000 pesetas.

La inobservancia de estos límites de aporta-
ción será objeto de la sanción prevista en el ar-
tículo 36.4 de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Re-
gulación de Planes y Fondos de Pensiones. A
estos efectos, cuando concurran varias aporta-
ciones a favor del minusválido, se entenderá que
el límite de 2.200.000 pesetas se cubre, primero,
con las aportaciones del propio minusválido y
cuando éstas no superen dicho límite, con las
restantes aportaciones, en proporción a su cuan-
tía.

La aceptación de aportaciones a un plan de
pensiones, a nombre de un mismo beneficiario
minusválido, por encima del límite de
2.200.000 pesetas anuales, tendrá la considera-
ción de infracción muy grave, en los términos
previstos en el artículo 35.3.n) de la Ley 8/1987,
de Regulación de los Planes y Fondos de Pen-
siones.

3. Las prestaciones del plan de pensiones de-
berán ser en forma de renta, salvo que, por circuns-
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tancias excepcionales, y en los términos y condi-
ciones que reglamentariamente se establezcan,
puedan percibirse en forma de capital.

4. Reglamentariamente podrán establecerse
especificaciones en relación con las contingencias
por las que pueden satisfacerse las prestaciones, a
las que se refiere el artículo 8.6 de la Ley 8/1987,
de 8 de junio, de Regulación de los Planes y Fondos
de Pensiones.

5. Reglamentariamente se determinarán los
supuestos en los que podrán hacerse efectivos los
derechos consolidados en el plan de pensiones por
parte de las personas con minusvalía, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 8.8 de la Ley 8/1987,
de 8 de junio, de Regulación de los Planes y Fondos
de Pensiones.

6. Las aportaciones realizadas a planes de pen-
siones, de acuerdo con lo previsto en la presente
disposición, podrán ser objeto de reducción en la
parte general de la base imponible del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas con los si-
guientes límites máximos:

a) Las aportaciones anuales realizadas por
cada partícipe a favor de personas con minusva-
lía con las que exista relación de parentesco, con
el límite de 1.100.000 pesetas anuales. Ello sin
perjuicio de las aportaciones que puedan reali-
zar a sus propios planes de pensiones, de
acuerdo con los límites establecidos en el ar-
tículo 46 de esta Ley.

b) Las aportaciones anuales realizadas por
las personas minusválidas partícipes, con el lí-
mite de 2.200.000 pesetas anuales.

El conjunto de las reducciones practicadas
por todas las personas que realicen aportaciones
a favor de un mismo minusválido, incluidas las
del propio minusválido, no podrá exceder de
2.200.000 pesetas anuales. A estos efectos,
cuando concurran varias aportaciones a favor
del minusválido, habrán de ser objeto de reduc-
ción, en primer lugar, las aportaciones realiza-
das por el propio minusválido y sólo si las mis-
mas no alcanzaran el límite de 2.200.000 pesetas
señalado, podrán ser objeto de reducción las
aportaciones realizadas por otras personas a su
favor en la base imponible de éstas, de forma
proporcional, sin que en ningún caso el conjunto
de las reducciones practicadas por todas las per-
sonas que realizan aportaciones a favor de un
mismo minusválido pueda exceder de 2.200.000
pesetas.

7. Los rendimientos del trabajo derivados
de las prestaciones obtenidas en forma de renta
por las personas con minusvalía, correspondien-
tes a las aportaciones a las que se refiere la pre-
sente disposición, gozarán de una reducción en
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas hasta un importe máximo de dos veces el sa-
lario mínimo interprofesional.

Tratándose de prestaciones recibidas en
forma de capital por las personas con minusva-
lía, correspondientes a las aportaciones a las
que se refiere la presente disposición, la reduc-
ción prevista en el artículo 17.2.b) de esta Ley
será del 50 por 100, siempre que hayan transcu-
rrido más de dos años desde la primera aporta-
ción.

8. El régimen regulado en esta disposición
adicional será de aplicación a las aportaciones a
Mutualidades de Previsión Social realizadas a
partir de 1 de enero de 1999 y prestaciones de las
mismas a favor de minusválidos que cumplan
los requisitos previstos en los anteriores aparta-
dos. En tal caso, los límites establecidos por esta
disposición serán conjuntos para las aportacio-
nes de Planes de Pensiones y a Mutualidades de
Previsión Social.

La disposición de derechos consolidados en
supuestos distintos de los previstos en esta dis-
posición adicional tendrá las consecuencias pre-
vistas en el artículo 46.1.b), segundo párrafo, de
esta Ley.

Decimoctava. Pasa a ser el apartado Tercero
de la Disposición Final Segunda.

Decimonovena. Información con trascendencia
tributaria.

Cuando en aplicación de lo dispuesto en el ar-
tículo 116 de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de
Contratos de las Administraciones Públicas, el ad-
judicatario concierte con terceros la realización
parcial del contrato, la Administración contratante
queda obligada a suministrar a la Agencia Estatal
de la Administración Tributaria la siguiente infor-
mación:

a) Identificación del subcontratista.
b) Identificación de las partes del contrato a re-

alizar por el subcontratista.
c) Importe de las prestaciones subcontratadas.
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La citada información deberá suministrarse en el
plazo de cinco días, computados desde aquél en
que tenga lugar la comunicación del contratista a la
Administración establecida en el apartado 2.a) del
citado texto legal.

Vigésima. (Nueva) Rentas forestales.

No se integrarán en la base imponible del Im-
puesto sobre la Renta de la Personas Físicas las
subvenciones concedidas a quienes exploten fin-
cas forestales gestionadas de acuerdo con planes
técnicos de gestión forestal, ordenación de mon-
tes, planes dasocráticos o planes de repoblación
forestal aprobados por la administración forestal
competente, siempre que el período de produc-
ción medio, según la especie de que se trate, deter-
minado en cada caso por la administración fores-
tal competente, sea igual o superior a veinte años.

Vigesimoprimera. (Nueva) Carácter vincu-
lante de las contestaciones a
determinadas consultas
sobre la aplicación del Im-
puesto sobre la Renta de las
Personas Físicas.

Durante los seis primeros meses del año 1999,
podrán formularse a la Administración tributa-
ria consultas, cuya contestación tendrá carácter
vinculante para ésta, sobre la aplicación del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en
las condiciones y con los requisitos que se indi-
can a continuación:

Primero. Las consultas podrán formularse
exclusivamente por colegios profesionales, cá-
maras oficiales, organizaciones patronales, sin-
dicatos, asociaciones de consumidores, asocia-
ciones empresariales y organizaciones profesio-
nales, así como por las federaciones que agru-
pen a las organizaciones o entidades antes men-
cionadas, cuando se refieran a cuestiones que
afecten a la generalidad de sus miembros o aso-
ciados.

Segundo. La Dirección General de Tributos
contestará las consultas que se formulen en los
términos anteriores, mediante resolución, que se
comunicará a la entidad consultante y se publi-
cará en el «Boletín Oficial del Ministerio de
Economía y Hacienda».

Tercero. La presentación, tramitación y
contestación de estas consultas, así como los
efectos de su contestación, se regirán por lo dis-
puesto en el Real Decreto 404/1997, de 21 de
marzo, por el que se establece el régimen apli-
cable a las consultas cuya contestación deba
tener carácter vinculante para la Administra-
ción tributaria.

Vigesimosegunda. (Nueva) Ayudas a la vi-
vienda habitual percibidas
en 1998.

Las ayudas públicas percibidas durante 1998
como compensación de los defectos estructura-
les de construcción de la vivienda habitual y des-
tinadas a la reparación de la misma, podrán im-
putarse por cuartas partes, en el período impo-
sitivo en el que se obtengan y en los tres siguien-
tes.

Vigesimotercera. (Nueva) Subvenciones de la
política agraria comunitaria
y ayudas públicas.

1. No se integrarán en la base imponible del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
o del Impuesto sobre Sociedades las rentas posi-
tivas que se pongan de manifiesto como conse-
cuencia de:

a) La percepción de las siguientes ayudas de
la política agraria comunitaria:

1º. Abandono definitivo del cultivo del vi-
ñedo.

2º. Prima al arranque de plantaciones de
manzanos.

3º Prima al arranque de plataneras.
4º. Abandono definitivo de la producción le-

chera.
5º. Abandono definitivo del cultivo de

peras, melocotones y nectarinas.
6º. Arranque de plantaciones de peras, me-

locotones y nectarinas.

b) La percepción de las siguientes ayudas de
la política pesquera comunitaria:

— Abandono definitivo de la actividad pes-
quera.
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c) La percepción de ayudas públicas que
tengan por objeto reparar la destrucción, por
incendio, inundación o hundimiento, de elemen-
tos patrimoniales afectos al ejercicio de activida-
des económicas.

2. Para calcular la renta que no se integrará
en la base imponible se tendrá en cuenta tanto el
importe de las ayudas percibidas como las pér-
didas patrimoniales que, en su caso, se produz-
can en los elementos afectos a las actividades.
Cuando el importe de estas ayudas sea inferior
al de las pérdidas producidas en los citados ele-
mentos podrá integrarse en la base imponible la
diferencia negativa. Cuando no existan pérdida,
sólo se excluirá de gravamen el importe de las
ayudas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Exención por reinversión en el Im-
puesto sobre la Renta de las Personas
Físicas (I.R.P.F.).

Las rentas acogidas a la exención por reinver-
sión prevista en el artículo 127 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socieda-
des, se regularán por lo en él establecido, aun
cuando la reinversión se produzca en períodos im-
positivos iniciados a partir del 1 de enero de 1999.

Segunda. Valor fiscal de las instituciones de in-
versión colectiva constituidas en países
o territorios calificados como paraísos
fiscales.

1. A los efectos de calcular el exceso del valor
liquidativo a que hace referencia el artículo 78 de
esta Ley, se tomará como valor de adquisición el
valor liquidativo el primer día del primer período
impositivo al que sea de aplicación la presente Ley,
respecto de las participaciones y acciones que en el
mismo se posean por el contribuyente. La diferen-
cia entre dicho valor y el valor efectivo de adquisi-
ción no se tomará como valor de adquisición a los
efectos de la determinación de las rentas derivadas
de la transmisión o reembolso de las acciones o
participaciones.

2. Los dividendos y participaciones en benefi-
cios distribuidos por las instituciones de inversión
colectiva, que procedan de beneficios obtenidos

con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley,
se integrarán en la base imponible de los socios o
partícipes de los mismos. A estos efectos, se enten-
derá que las primeras reservas distribuidas han sido
dotadas con los primeros beneficios ganados.

Tercera. Régimen transitorio aplicable a las mu-
tualidades de previsión social. 

1. Las prestaciones por jubilación e invalidez
derivadas de contratos de seguro concertados con
mutualidades de previsión social, cuyas aportacio-
nes, realizadas con anterioridad a la entrada en
vigor de esta Ley, hayan sido objeto de minoración
al menos en parte en la base imponible, deberán in-
tegrarse en la base imponible del Impuesto en con-
cepto de rendimientos del trabajo.

2. La integración se hará en la medida en que
la cuantía percibida exceda de las aportaciones rea-
lizadas a la mutualidad que no hayan podido ser ob-
jeto de reducción o minoración en la base imponi-
ble del Impuesto de acuerdo con la legislación vi-
gente en cada momento y, por tanto, hayan tribu-
tado previamente.

3. Si no pudiera acreditarse la cuantía de las
aportaciones que no hayan podido ser objeto de re-
ducción o minoración en la base imponible, se inte-
grará el 75 por 100 de las prestaciones por jubila-
ción o invalidez percibidas.

Cuarta. Compensaciones por deducciones en ad-
quisición y arrendamiento de vivienda.

1. La Ley de Presupuestos Generales del Es-
tado determinará el procedimiento y las condicio-
nes para la percepción de compensaciones econó-
micas en los siguientes supuestos:

a) Los contribuyentes que hubieran adquirido
su vivienda habitual con anterioridad al 4 de mayo
de 1998 y tuvieran derecho a la deducción por ad-
quisición de vivienda, en el supuesto de que la apli-
cación del régimen establecido en la presente Ley
para dicha deducción le resulte menos favorable
que el regulado en la Ley 18/1991, de 6 de junio,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas.

b) Los contribuyentes con derecho a la deduc-
ción por alquiler de vivienda por razón de contrato
de antigüedad anterior al 24 de abril de 1998, en el
caso de que la presente Ley les resulte menos favo-
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rable que la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas, como
consecuencia de la no aplicación de la mencionada
deducción por alquiler, siempre que mantenga el
sistema de arrendamiento para su vivienda habitual.

2. Las compensaciones económicas se satisfa-
rán previa solicitud del contribuyente, dentro de los
seis meses siguientes a aquél en que finalice el
plazo para presentar la declaración por el Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.).

Quinta. Partidas pendientes de compensación.

1. Los rendimientos irregulares negativos pro-
cedentes de los períodos impositivos correspon-
dientes a 1998, 1997, 1996, 1995 y 1994 que se en-
cuentren pendientes de compensación a la fecha de
entrada en vigor de esta Ley, se compensarán úni-
camente con el saldo positivo de los rendimientos y
las imputaciones de renta a que se refiere el artículo
38.a) de esta Ley.

2. Las disminuciones patrimoniales netas pro-
cedentes de los períodos impositivos correspon-
dientes a 1998, 1997, 1996, 1995 y 1994 que se en-
cuentren pendientes de compensación a la fecha de
entrada en vigor de esta Ley, se compensarán úni-
camente con el saldo de las ganancias y pérdidas
patrimoniales a que se refiere el artículo 39 de esta
Ley.

3. Las bases liquidables regulares negativas de
los períodos impositivos correspondientes a 1998,
1997, 1996, 1995 y 1994 que se encuentren pen-
dientes de compensación a la fecha de entrada en
vigor de esta Ley, se compensarán únicamente con
el saldo positivo de la base liquidable general pre-
vista en el artículo 47 de esta Ley.

Sexta. Régimen transitorio de los contratos de se-
guro de vida generadores de incrementos o
disminuciones de patrimonio con anterio-
ridad a la entrada en vigor de esta Ley.

Cuando se perciba un capital diferido, a la parte
de prestación correspondiente a primas satisfechas
con anterioridad a 31 de diciembre de 1994, le re-
sultarán aplicables los porcentajes de reducción es-
tablecidos en la disposición transitoria octava de la
Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, una vez calculado el
rendimiento de acuerdo con lo establecido en los

artículos 23 y 24, excluido lo previsto en el último
párrafo de la letra b) del apartado 2, de esta Ley.

Séptima. Régimen fiscal de determinados contra-
tos de seguros nuevos.

La reducción del 70 por 100 prevista en el último
párrafo de los artículos 17.2 c) y d) y 24.2 b) y c) de
esta Ley sólo será de aplicación a los contratos de
seguros concertados desde el 31 de diciembre de
1994.

Octava. Tributación de determinados valores de
deuda pública.

Los rendimientos derivados de la transmisión,
amortización o reembolso, realizadas desde 1 de
enero de 1999, de valores de la deuda pública, ad-
quiridos con anterioridad al 31 de diciembre de
1996 y que con anterioridad generaran incrementos
de patrimonio, se integrarán en la parte especial de
la base imponible, sin que sean de aplicación las re-
ducciones previstas en el apartado 24.2 de esta Ley.

Novena. Ganancias patrimoniales derivadas de
elementos adquiridos con anterioridad a
31 de diciembre de 1994.

Las ganancias patrimoniales derivadas de la
transmisión de elementos patrimoniales no afectos
a actividades económicas, adquiridos antes de 31
de diciembre de 1994, se reducirán de acuerdo con
lo establecido en la regla 2ª y 4ª del apartado 2 de la
disposición transitoria octava de la Ley 18/1991, de
6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas.

Décima. Contratos de arrendamiento anteriores a
9 de mayo de 1985.

En la determinación de los rendimientos de capi-
tal inmobiliario derivados de contratos de arrenda-
miento celebrados con anterioridad al 9 de mayo de
1985, que no disfruten del derecho a la revisión de la
renta del contrato en virtud de la aplicación de la
regla 7ª del apartado 11 de la disposición transitoria
segunda de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de
Arrendamientos Urbanos, se incluirá adicional-
mente, como gasto deducible, mientras subsista esta
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situación y en concepto de compensación, la canti-
dad que corresponda a la amortización del inmueble.

Undécima. Régimen transitorio aplicable a las
rentas vitalicias y temporales.

1. Para determinar la parte de las rentas vitalicias
y temporales, inmediatas o diferidas, que se consi-
dera rendimiento del capital mobiliario, resultarán
aplicables exclusivamente los porcentajes estableci-
dos por el artículo 23.3, letras b) y c) de esta Ley a las
prestaciones en forma de renta que se perciban a par-
tir de la entrada en vigor de la presente Ley, cuando
ya se hubiera producido, con anterioridad a dicha en-
trada en vigor, la constitución de las rentas.

Dichos porcentajes resultarán aplicables en fun-
ción de la edad que tuviera el perceptor en el mo-
mento de la constitución de la renta en el caso de
rentas vitalicias o en función de la total duración de
la renta si se trata de rentas temporales.

2. Si se acudiera al rescate de rentas vitalicias
o temporales cuya constitución se hubiera produ-
cido con anterioridad a la entrada en vigor de la
presente Ley, para el cálculo del rendimiento del
capital mobiliario producido con motivo del rescate
se restará la rentabilidad obtenida hasta la fecha de
constitución de la renta.

Duodécima. Aplicación de lo dispuesto en el
apartado Tercero de la Disposi-
ción Final Segunda de esta Ley, a
las bases imponibles negativas del
Impuesto sobre Sociedades anterio-
res a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley.

Las bases imponibles negativas pendientes de
compensación al inicio del período impositivo en
que sea de aplicación la presente Ley podrán com-
pensarse en el plazo establecido en el apartado 1
del artículo 23 de la Ley 43/1995, de 27 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sociedades, contado a par-
tir del inicio del período impositivo siguiente a
aquél en el que se determinaron dichas bases impo-
nibles negativas.

Decimotercera (Nueva).

Los partícipes de planes de pensiones que,
con anterioridad a la entrada en vigor de esta

Ley, hubieran seguido haciendo aportaciones a
los mismos con posterioridad al cese de su acti-
vidad laboral, podrán optar entre:

— Mantener los derechos consolidados co-
rrespondientes a dichas aportaciones para cu-
brir la contingencia de fallecimiento.

— Recuperarlos en forma de capital, dentro
del plazo de un año a partir de la entrada en
vigor de esta Ley, tributando como rendimien-
tos del trabajo en la forma establecida en la sec-
ción 1ª del Capítulo I de esta Ley, y, en concreto,
aplicando la reducción prevista en el artículo
17.2.b) de la misma.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. 

1º. A la entrada en vigor de esta Ley quedarán
derogadas todas las disposiciones que se opongan a
lo establecido en la misma y, en particular, las si-
guientes normas:

1. El título III de la Ley 46/1984, de 26 de di-
ciembre, Reguladora de las Instituciones de Inver-
sión Colectiva, en lo que se refiere a este Im-
puesto.

2. Las disposiciones adicionales y transitoria
de la Ley 14/1985, de 19 de mayo, del Régimen
Fiscal de Determinados Activos Financieros.

3. La Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas.

4. El artículo 4 del Real Decreto-ley 9/1993,
de 28 de mayo, por el que se conceden ayudas a los
afectados por el virus de inmunodeficiencia hu-
mana (VIH) como consecuencia de actuaciones re-
alizadas en el sistema sanitario.

5. La disposición adicional primera de la Ley
22/1993, de 29 de diciembre, de Reforma del Régi-
men Jurídico de la Función Pública y de la Protec-
ción por Desempleo.

6. El artículo 2 de la Ley 42/1994, de 30 de di-
ciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y
del Orden Social.

7. El artículo 2.tres de la Ley 13/1996, de 30
de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrati-
vas y del Orden Social.

8. La disposición adicional vigésimo octava de
la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
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2º. No obstante lo previsto en el apartado ante-
rior, conservarán su vigencia:

1. El artículo 2º de la Ley 22/1986, de 23 de di-
ciembre, por la que se conceden determinadas
exenciones fiscales y aduaneras al Instituto de Re-
laciones Europeo-Latinoamericano (IRELA).

2. La Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre
Régimen Fiscal de Cooperativas.

3. La disposición adicional 16ª de la Ley
18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas.

4. Las disposiciones adicionales 17ª y 23º de la
Ley 18/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas.

5. Los artículos 93 y 94 de la Ley 20/1991, de
6 de julio, de Modificación de los Aspectos Fisca-
les del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

6. El Real Decreto-Ley 3/1993, de 26 de fe-
brero, de Medidas Urgentes sobre Materias Presu-
puestarias, Tributarias, Financieras y de Empleo,
en lo que se refiere a este Impuesto.

7. El artículo 14.7 del Real Decreto Legisla-
tivo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídi-
cos Documentados.

8. La Ley 19/1994, de 6 de junio, de Modifica-
ción del Régimen Económico y Fiscal de Canarias,
en lo que se refiere a este Impuesto.

9. El Real Decreto-Ley  7/1994, de 20 de
junio, sobre Libertad de Amortización para las In-
versiones Generadoras de Empleo.

10. La Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de
Fundaciones e Incentivos Fiscales a la Participa-
ción Privada en Actividades de Interés General,
salvo en lo relativo al límite de la deducción a que
se refiere su artículo 61.

11. Suprimido.
12. La disposición adicional vigésimo sexta de

la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social.

13. El Real Decreto-Ley 2/1995, de 17 de fe-
brero, sobre Libertad de Amortización para las In-
versiones Generadoras de Empleo.

14. La Ley 19/1995, de 4 de julio, de Moder-
nización de las Explotaciones Agrarias.

15. La disposición adicional quinta de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades.

16. El apartado 3 de la disposición final sexta
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades.

17. Suprimido.
18. La disposición transitoria undécima de la

Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y del Orden Social.

19. La Ley 39/1997, de 8 de octubre, por la
que se aprueba el programa PREVER para la mo-
dernización del parque de vehículos automóviles,
el incremento de la seguridad vial y la defensa y
protección del medio ambiente.

20. El artículo 3.4 de la Ley 64/1997, de 26 de
diciembre, por la que se regulan incentivos en ma-
teria de Seguridad Social y de carácter fiscal para el
fomento de la contratación indefinida y la estabili-
dad en el empleo.

21. La disposición adicional décima de la Ley
66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales,
Administrativas y del Orden Social.

22. La disposición transitoria segunda de la
Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y del Orden Social.

3º. Continuarán en vigor las normas reglamen-
tarias que no se opongan a la presente Ley en tanto
no se haga uso de las habilitaciones reglamentarias
que en ella se han previsto.

4º. La derogación de las disposiciones a que se
refiere el apartado 1 no perjudicará los derechos de
la Hacienda Pública respecto a las obligaciones de-
vengadas durante su vigencia.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Modificación del artículo 3 de la Ley
29/1987, de 18 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Se da nueva redacción al artículo 3 de la Ley
29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre
Sucesiones y Donaciones, que queda redactado en
los siguientes términos:

«Artículo 3º. Hecho imponible.

1. Constituye el hecho imponible:

a) La adquisición de bienes y derechos por he-
rencia, legado o cualquier otro título sucesorio.

b) La adquisición de bienes y derechos por do-
nación o cualquier otro negocio jurídico a título
gratuito, “inter-vivos”.

c) La percepción de cantidades por los benefi-
ciarios de contratos de seguros sobre la vida,
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cuando el contratante sea persona distinta del bene-
ficiario, salvo los supuestos expresamente regula-
dos en el artículo 16.2 a) de la Ley del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Nor-
mas Tributarias .

2. Los incrementos de patrimonio a que se re-
fiere el número anterior, obtenidos por personas ju-
rídicas, no están sujetos a este Impuesto y se some-
terán al Impuesto sobre Sociedades.»

Segunda. Modificación de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre So-
ciedades.

Para los períodos impositivos iniciados a partir
del 1 de enero de 1999, los artículos de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, que a continuación se relacionan, que-
darán redactados como sigue:

Primero. Artículo 3.

«Artículo 3. Tratados y convenios.

Lo establecido en la presente Ley se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y con-
venios internacionales que hayan pasado a formar
parte del ordenamiento interno, de conformidad
con el artículo 96 de la Constitución Española.»

Segundo. Apartado 11 del artículo 15.

«11. A los efectos de integrar en la base impo-
nible las rentas positivas obtenidas en la transmi-
sión de elementos patrimoniales del inmovilizado
material que tengan la naturaleza de bienes inmue-
bles, se deducirá el importe de la depreciación mo-
netaria producida desde el día 1 de enero de 1983,
calculada de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Se multiplicará el precio de adquisición o
coste de producción de los bienes inmuebles trans-
mitidos y las amortizaciones acumuladas relativas
a los mismos por los coeficientes que se establez-
can en la correspondiente Ley de Presupuestos Ge-
nerales del Estado.

b) La diferencia entre las cantidades determi-
nadas por la aplicación de lo establecido en la letra
anterior se minorará en el valor contable del ele-
mento patrimonial transmitido.

c) La cantidad resultante de dicha operación se
multiplicará por un coeficiente determinado por:

a´) En el numerador: los fondos propios.
b´) En el denominador: el pasivo total menos

los derechos de crédito y la tesorería.

Las magnitudes determinantes del coeficiente
serán las habidas durante el tiempo de tenencia del
elemento patrimonial transmitido o en los cinco
ejercicios anteriores a la fecha de la transmisión, si
este último plazo fuere menor, a elección del sujeto
pasivo.

Lo previsto en esta letra no se aplicará cuando el
coeficiente sea superior a 0,4.»

Tercero. Modificación del artículo 23 de la
Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades.

Se modifica el apartado 1 y se añade un nuevo
apartado 5 al artículo 23 de la Ley 43/1995, de
27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades,
con la siguiente redacción:

«1. Las bases imponibles negativas podrán
ser compensadas con las rentas positivas de los
periodos impositivos que concluyan en los diez
años inmediatos y sucesivos.»

«5. El sujeto pasivo deberá acreditar, en su
caso mediante la exhibición de la contabilidad y
los oportunos soportes documentales, la proce-
dencia y cuantía de las bases imponibles negati-
vas cuya compensación pretenda, cualquiera
que sea el ejercicio en que se originaron.»

Tercero bis. Apartados 1,3 y 5 del artículo 23.

«1. Las bases imponibles negativas podrán
ser compensadas con las rentas positivas de los
períodos impositivos que concluyan en los diez
años inmediatos y sucesivos.»

«3. Las entidades de nueva creación podrán
computar el plazo de compensación a que se refiere
el apartado 1 a partir del primer período impositivo
cuya renta sea positiva.»

«5. El sujeto pasivo deberá acreditar, en su
caso mediante la exhibición de la contabilidad y
los oportunos soportes documentales, la proce-
dencia y cuantía de las bases imponibles negati-
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vas cuya compensación pretenda, cualquiera
que sea el ejercicio en que se originaron.»

Cuarto. Apartados 2, 3 y 4 del artículo 28.

«2. La deducción a que se refiere el apartado
anterior será del 100 por 100 cuando los dividendos
o participaciones en beneficios procedan de entida-
des en las que el porcentaje de participación, di-
recto o indirecto, sea igual o superior al 5 por 100,
siempre que dicho porcentaje se hubiere tenido de
manera ininterrumpida durante el año anterior al
día en que sea exigible el beneficio que se distri-
buya. La deducción también será del 100 por 100
respecto de la participación en beneficios proce-
dentes de mutuas de seguros generales, entidades
de previsión social, sociedades de garantía recí-
proca y asociaciones.

3. La deducción también se aplicará en los su-
puestos de liquidación de sociedades, separación
de socios, adquisición de acciones o participacio-
nes propias para su amortización y disolución sin
liquidación en las operaciones de fusión, escisión
total o cesión global del activo y pasivo, respecto
de las rentas computadas derivadas de dichas ope-
raciones, en la parte que corresponda a los benefi-
cios no distribuidos, incluso los que hubieran sido
incorporados al capital, y a la renta que la sociedad
que realiza las operaciones a que se refiere el pá-
rrafo anterior deba integrar en la base imponible de
acuerdo con lo establecido en el artículo 15.3 de
esta Ley.

4. La deducción prevista en los apartados ante-
riores no se aplicará respecto de las siguientes ren-
tas:

a) Las derivadas de la reducción del capital o
de la distribución de la prima de emisión de accio-
nes o participaciones, sin perjuicio de lo previsto en
el último párrafo del apartado anterior.

Cuando conjuntamente con las operaciones refe-
ridas en el párrafo anterior se produzca la distribu-
ción de dividendos o participaciones en beneficios,
se aplicará la deducción sobre los mismos de
acuerdo con las normas establecidas en el presente
artículo.

b) Las previstas en los apartados anteriores,
cuando con anterioridad a su distribución se hu-
biere producido una reducción de capital para cons-
tituir reservas o compensar pérdidas, el traspaso de
la prima de emisión a reservas, o una aportación de

los socios para reponer el patrimonio, hasta el im-
porte de la reducción, traspaso o aportación.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se aplicará
respecto de las rentas distribuidas que se hubieren
integrado en la base imponible sin haberse produ-
cido respecto de las mismas la compensación de
bases imponibles negativas, excepto que la no com-
pensación hubiese derivado de lo previsto en el
apartado dos del artículo 23 de esta Ley.

c) Las distribuidas por el fondo de regulación
de carácter público del mercado hipotecario.

d) Los dividendos o participaciones en benefi-
cios que correspondan a acciones o participaciones
adquiridas dentro de los dos meses anteriores a la
fecha en que aquéllos se hubieran satisfecho
cuando con posterioridad a esta fecha, dentro del
mismo plazo, se produzca una transmisión de valo-
res homogéneos.

e) Cuando la distribución del dividendo o la
participación en beneficios no determine la integra-
ción de renta en la base imponible o cuando dicha
distribución haya producido una depreciación en el
valor de la participación. En este caso la recupera-
ción del valor de la participación no se integrará en
la base imponible.

Lo dispuesto en la letra anterior no se aplicará
cuando:

a’) El sujeto pasivo pruebe que un importe
equivalente a la depreciación del valor de la parti-
cipación se ha integrado en la base imponible del
Impuesto sobre Sociedades tributando a alguno de
los tipos de gravamen previstos en los apartados 1,
2 y 7 del artículo 26 de este Impuesto, en concepto
de renta obtenida por las sucesivas entidades pro-
pietarias de la participación con ocasión de su
transmisión, y que dicha renta no haya tenido dere-
cho a la deducción por doble imposición interna de
plusvalías.

La deducción se practicará parcialmente cuando
la prueba a que se refiere la presente letra tenga ca-
rácter parcial.

b’) El sujeto pasivo pruebe que un importe
equivalente a la depreciación del valor de la parti-
cipación se ha integrado en la base imponible del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
(I.R.P.F.), en concepto de renta obtenida por las su-
cesivas personas físicas propietarias de la participa-
ción, con ocasión de su transmisión. La deducción
se practicará parcialmente cuando la prueba a que
se refiere la presente letra tenga carácter parcial.

En el supuesto previsto en la presente letra b’) la
deducción no podrá exceder del importe resultante
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de aplicar al dividendo o a la participación en bene-
ficios el tipo de gravamen que en el Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.) corres-
ponde a las ganancias de capital derivadas de la
transmisión de elementos patrimoniales adquiridos
con más de dos años de antelación.»

Quinto. Artículo 36 bis. Deducción por crea-
ción de empleo para trabajadores minusválidos.

«1. Será deducible de la cuota íntegra la canti-
dad de 800.000 pesetas por cada persona/año de in-
cremento del promedio de la plantilla de trabajado-
res minusválidos, contratados, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 39 de la Ley 13/1982, de 7
de abril, de Integración Social de Minusválidos,
por tiempo indefinido, experimentado durante el
período impositivo, respecto a la plantilla media de
trabajadores minusválidos con dicho tipo de con-
trato del período inmediatamente anterior.

2. Para el cálculo del incremento del promedio
de plantilla se computarán, exclusivamente, los tra-
bajadores minusválidos/año con contrato indefi-
nido que desarrollen jornada completa, en los tér-
minos que dispone la normativa laboral.

3. Los trabajadores contratados que dieran de-
recho a la deducción prevista en este artículo no se
computarán a efectos de la libertad de amortización
con creación de empleo regulada en el Real De-
creto-ley 7/1994, de 20 de junio, en el Real De-
creto-ley 2/1995, de 17 de febrero y en el artículo
123 de la presente Ley.»

Sexto. Artículo 37. Normas comunes a las
deducciones previstas en el presente capítulo.

«1. Las deducciones previstas en este capítulo
se practicarán una vez realizadas las deducciones y
bonificaciones de los capítulos II y III de este tí-
tulo.

Las cantidades correspondientes al período im-
positivo no deducidas podrán aplicarse en las liqui-
daciones de los períodos impositivos que conclu-
yan en los cinco años inmediatos y sucesivos.

El cómputo de los plazos para la aplicación de
las deducciones previstas en el presente capítulo
podrá diferirse hasta el primer ejercicio en que,
dentro del período de prescripción, se produzcan
resultados positivos, en los siguientes casos: 

a) En las entidades de nueva creación.
b) En las entidades que saneen pérdidas de

ejercicios anteriores mediante la aportación efec-

tiva de nuevos recursos, sin que se considere como
tal la aplicación o capitalización de reservas.

El importe de las deducciones previstas en este
capítulo a las que se refiere el presente apartado,
aplicadas en el período impositivo, no podrán exce-
der conjuntamente del 35 por 100 de la cuota ínte-
gra minorada en las deducciones para evitar la
doble imposición interna e internacional y las boni-
ficaciones.

2. Una misma inversión no podrá dar lugar a la
aplicación de la deducción en más de una entidad.

3. Los elementos patrimoniales afectos a las
deducciones previstas en los artículos anteriores
deberán permanecer en funcionamiento durante
cinco años o durante su vida útil si fuere inferior.

Conjuntamente con la cuota correspondiente al
período impositivo en el que se manifieste el in-
cumplimiento de este requisito, se ingresará la can-
tidad deducida, además de los intereses de de-
mora.»

Séptimo. Apartado 3 del artículo 38.

«3. Los pagos fraccionados también podrán
realizarse, a opción del sujeto pasivo, sobre la parte
de la base imponible del período de los tres, nueve
u once primeros meses de cada año natural deter-
minada según las normas previstas en esta Ley.

Los sujetos pasivos cuyo período impositivo no
coincida con el año natural realizarán el pago frac-
cionado sobre la parte de la base imponible corres-
pondiente a los días transcurridos desde el inicio
del período impositivo hasta el día anterior a cada
uno de los períodos a que se refiere el párrafo ante-
rior.

Para que la opción a que se refiere este apartado
sea válida y produzca efectos, deberá ser ejercida
en la correspondiente declaración censal, durante el
mes de febrero del año natural a partir del cual deba
surtir efectos, siempre y cuando el período imposi-
tivo a que se refiera la citada opción coincida con el
año natural. En caso contrario, el ejercicio de la op-
ción deberá realizarse en la correspondiente decla-
ración censal, durante el plazo de dos meses a con-
tar desde el inicio de dicho período impositivo o
dentro del plazo comprendido entre el inicio de
dicho periodo impositivo y la finalización del plazo
para efectuar el primer pago fraccionado corres-
pondiente al referido periodo impositivo cuando
este último plazo fuera inferior a dos meses.

El sujeto pasivo quedará vinculado a esta moda-
lidad de pago fraccionado respecto de los pagos co-
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rrespondientes al mismo período impositivo y si-
guientes, en tanto no se renuncie a su aplicación a
través de la correspondiente declaración censal que
deberá ejercitarse en los mismos plazos estableci-
dos en el párrafo anterior.»

Octavo. Apartado 5 del artículo 81.

«5. El grupo de sociedades se extinguirá
cuando la sociedad dominante pierda dicho carác-
ter. 

No obstante, en el caso de que otra sociedad to-
mara participación en la sociedad dominante de un
grupo de sociedades mediante alguna de las opera-
ciones reguladas en el capítulo VIII del título VIII
de esta Ley, de manera que la primera reúna los re-
quisitos para ser considerada dominante, el régi-
men tributario previsto en este capítulo resultará de
aplicación al nuevo grupo así formado, previa co-
municación a la Administración tributaria y desde
el mismo momento de la extinción del grupo pree-
xistente.

Dicha comunicación deberá realizarse con ante-
rioridad a la conclusión del primer período imposi-
tivo en el que el nuevo grupo tribute en el régimen
de los grupos de sociedades.»

Noveno. Apartado 3 del artículo 101.

«3. Los valores recibidos por los socios se va-
lorarán, a efectos fiscales, por el valor de los en-
tregados, determinado de acuerdo con las normas
de este Impuesto o del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas (I.R.P.F.), según proceda.
Esta valoración se aumentará o disminuirá en el
importe de la compensación complementaria en
dinero entregada o recibida. Los valores recibidos
conservarán la fecha de adquisición de los entre-
gados.»

Décimo. Apartado 2 del artículo 102.

«2. Los valores recibidos en virtud de las ope-
raciones de fusión, absorción y escisión, total o
parcial, se valoran, a efectos fiscales, por el valor
de los entregados, determinado de acuerdo con las
normas de este Impuesto o del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas (I.R.P.F.), según pro-
ceda. Esta valoración se aumentará o disminuirá en
el importe de la compensación complementaria en
dinero entregada o recibida. Los valores recibidos
conservarán la fecha de adquisición de los entrega-
dos.»

Undécimo. Letra a) del apartado 1 del artículo
109.

«a) Los beneficios distribuidos con cargo a las
rentas imputables a los bienes aportados darán de-
recho a la deducción para evitar la doble imposi-
ción interna de dividendos a que se refiere el ar-
tículo 28.2 de esta Ley, cualquiera que sea el por-
centaje de participación del socio. Igual criterio se
aplicará respecto de la deducción para evitar la
doble imposición interna de plusvalías a que se re-
fiere el artículo 28.5 de esta Ley por las rentas ge-
neradas en la transmisión de la participación.»

Tercera. Modificación de la Ley sobre Responsa-
bilidad Civil y Seguro en la Circulación
de Vehículos a Motor.

Se añade una disposición final a la Ley sobre
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación
de Vehículos a Motor, que queda redactada en los
siguientes términos:

«Disposición final. Habilitación reglamentaria.

1. Se habilita al Gobierno para dictar cuantas
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y
ejecución de la presente Ley.

2. En lo no previsto en la presente Ley y en el
Reglamento que dicte para su desarrollo el contrato
de seguro para responsabilidad civil derivada de la
circulación de vehículos a motor se regirá por la Ley
50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro.»

Cuarta. Estatuto orgánico de la Agencia Estatal
de Administración Tributaria.

Para asegurar la mejor aplicación de las previ-
siones de la presente Ley, se autoriza al Gobierno
para aprobar el Estatuto orgánico de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria, que desarro-
llará sus funciones, régimen jurídico, organiza-
ción y funcionamiento, con adaptación a los prin-
cipios de eficiencia y economía de gestión, auto-
nomía organizativa, participación de las Adminis-
traciones Públicas interesadas en su gestión y co-
rresponsabilidad fiscal, contenidos en su norma-
tiva específica y en la Ley 14/1996, de 30 de di-
ciembre, de Cesión de tributos del Estado a las
Comunidades Autónomas y de Medidas Fiscales
Complementarias.
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Quinta. Habilitación para la Ley de Presupuestos
Generales del Estado.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado
podrá modificar, de conformidad con lo previsto en
el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución es-
pañola:

a) La escala y los tipos del Impuesto y las de-
ducciones en la cuota.

b) Los demás límites cuantitativos y porcenta-
jes fijos establecidos en esta Ley.

Sexta. Habilitación normativa.

El Gobierno dictará cuantas disposiciones sean ne-
cesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Séptima. Entrada en vigor.

1. La presente Ley entrará en vigor el día 1 de
enero de 1999. No obstante, las habilitaciones a
la Ley de Presupuestos Generales del Estado en-
trarán en vigor el día siguiente a la publicación
de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Es-
tado».

2. A efectos del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas (I.R.P.F.), la presente Ley será de
aplicación a las rentas obtenidas a partir de dicha
fecha y a las que corresponda imputar a partir de la
misma, con arreglo a los criterios de imputación
temporal de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del Im-
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas  y sus
normas de desarrollo.
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